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Uno de los planteamientos más significativos, de la contribución que se
ha realizado por los pensadores económicos del área alemana, es el que con-
cierne al orden (;'Conómico. Tanto en la literatura científica de los últimos
cincuenta años, como en la aplicación a la política económica real a partir
de finales de los años cuarenta, el orden económico, la concepción de la econo-
mía y su organización, bajo una construcción basada en principios operativos,
constituye una de las aportaciones más significativas.
Arrancando de la escuela de Freiburgo, ya en los comienzos de los años
treinta, surge una preocupación científica sobre cómo ordenar la economía de
manera que, primando la libertad individual y la institución del mercado, pueda
darse una respuesta eficiente a la preocupación social y al papel del Estado en
la economía. La enraizada preocupación social del pensamiento económico ale-
mán, ya en las últimas décadas del siglo XIX, y las variantes experiencias
vividas en torno al papel del Estado en la economía, constituyen piezas impor-
tantes para comprender el surgimiento de una preocupación en torno al orden
económico. Puede verse también que las diferentes discusiones científicas y
políticas en torno a la "constitución económica" encuentran su centro principal
en la preocupación por estructurar el marco constitucional del ordenamiento
económico, los principios en los que debe descansar, las reglas de juego que
deben observar los distintos individuos y grupos sociales, entre ollos el propio
Estado.
Dentro del marco de una estrecha colaboración científica, se han consoli-
dado las relaciones, ya existentes desde hace dos décadas, configurando el
"Grupo Internacional de Economía Social de Mercado" que aúna a científicos,
que con una concepción homogénea sobre la concepción económica, trata de
presentar los resultados de sus investigaciones al lector en lengua castellana.
Además, se persigue presentar de forma sistemática sus posiciones en base de
dictámenes a la opinión pública.
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En diciembre de 1979 se organizó en Madrid el I Simposio Internacional
sobre Economía Social de Mercado, que recogió el pensamiento del grupo men-
cionado. En esta obra se presentan las aportaciones realizadas al Simposio; en
ellas se recogen no sólo la definición del orden de una Economía Social de
Mercado, sino que se desarrolla la misma en áreas específicas de su aplicación.
El análisis corresponde precisamente a los aspectos básicos de este orden eco-
nómico: competencia, Banco Emisor, coyuntura y empresa. La contribución al
análisis de los actuales planteamientos de la política económica española cons-
tituye una primera aproximación a la problemática española.
Con el fin de facilitar una obra completa sobre la problemática de la Eco-
nomía Social de Mercado, se ha considerado oportuno completar las aporta-
ciones realizadas en el Simposio con cuatro documentos. En el primero se
presenta un análisis detallado sobre la evolución del penlYamiento económico,
ubicando el planteamiento de una Economía Social de Mercado y analizando
las otras posibilidades de organización económica. Con ello se sitúa doctrinal-
mente al lector en todo el complejo entramado en el que descansa la concep-
ción económica, sus estructuras, características determinantes y su incidencia
(in la propia configuración del marco de Sociedad. Considero que es una apor-
tación de este orden económico, su aportación a un orden de Sociedad más
libre y justa, aunando eficacia económica con eficacia social.
El segundo documento corresponde al Primer Dictamen del "Grupo Inter-
nacional de Economía Social de Mercado", en el que se realiza una crítica
contribución científica sobre la problemática de la planificación económica como
alternativa a una organización en base a la Economía Social de Mercado. Con-
sidero que todo aquel que quiera plantearse seriamente la problemática y posi-
bilidades de la planificación económica para dar respuesta a los problemas
plant6'ados no puede pasar por alto las consideraciones realizadas en este dic-
tamen. En el tercer docum~nto se ha planteado cómo se da respuesta, en una
Economía Social de Mercado, a la problemática de la distribución de funcio-
nes entre la economía privada y la actuación del Estado, localizando la fun-
ción de éste tanto en el marco del Ordenamiento económico, como por lo
que afecta a los principios que deben regir para su intervención.
Por último, 01 cuarto documento se refiere a las consideraciones de que
la concepción de un orden de Economía Social de Mercado no constituye una
solución para una organización de la economía nacional, sino que su plantea-
miento y estructura constituyen también una respuesta para la organización
económica a nivel internacional. Todo intento de asignar un determinismo geo-
gráfico-cultural queda invalidado y puede verse la gran aportación científica
que ello implica.
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Además, se ha completado esta obra con una amplia selección bibliográfica
que pudiera se'rvir como primera aproximación teórica.
Considero que se ha realizado una aportación reria y profunda, no ya sólo
en el plano científico, sino muy en particular avivando la respuesta a la polí-
tica económica que exige la actual situación socio-económica. Al propio tiempo
se ha consolidado la base para un estrechamiento de esta colaboración, que
verá en próximas fechas nuevos dictámenes sobre problemas económicos.
Sin la gran colaboración de todos los miembros que configuran el "Grupo
Internacional de Economía Social de Mercado" no se hubieran logrado con
tanta generosidad los objetivos perseguidos; por lo que quiero expresar públi-
camente mi agradecimiento a los colaboradores de la cátedra, que con su em-
peño y entusiasmo hicieron posible esto Simposio, y, no por último, a la
Fundación Konrad Adenauer, que con su ayuda y apoyo pudo materializarse
la idea y los objetivos empeñados. Esta expresión la extiendo a todos los que
con su participación como moderadores y participantes hicieron de este Sim-
posio un encuentro académico, que además logró aunar los intereses cientí-
ficos con los de la realidad económica y empresarial. La satisfacción de este
encuentro es para la Universidad y para sus universitarios la expresión más
grata de su labor y la recuperación de la función que le corresponde en una
Sociedad pluralista.







A. Economía Social de Mercado
(Posibilidades y límites para su aplicación en España)
l. PROLOGO
APERTURA DEL SIMPOSIO POR EL EXCMO. SR. EMBAJADOR
DE LA R.F.A., DR. LOHMAR LAHN
Señoras y señores:
Les doy las gracias por haberme ofrecido la oportunidad de participar en la
inauguración de este Simposio Internacional sobre el tema "Implantación de
una Economía Social de Mercado en España" y quisiera expresarles mis mejo-
res deseos para un intercambio de ideas, seguramente muy vivo y fructífero,
acerca del tema que han escogido. Estoy seguro de que la concepción funda-
mental de la Economía Social de Mercado encontrará también en España un
eco duradero.
Para la República Federal de Alemania se ha ido convirtiendo desde 1948
en una fórmula de éxito. Fue Ludwig Erhard, el primer Ministro de Economía
de la República Federal de Alemania, quien le ayudó a abrirse paso.
La Constitución o Ley Fundamental (como nosotros la llamamos) no li-
mita al Gobierno Federal a una sistema económico definido con detalle, sin
embargo, en su artículo 2, párrafo 1, garantiza a todo ciudadano el derecho
al libre desarrollo de su personalidad, siempre que no atente contra los dere-
chos de los demás, ni sea contrario al orden constitucional o la ley moral.
La idea de que la propiedad privada signifique siempre una obligación so-
cial, se ha convertido ya en algo natural en la República Federal de Alemania,
de tal modo que, entre todas las tendencias políticas que apoyan la propiedad
privada, no se plantea ninguna discusión a este respecto. Nuestra legislación
impone la obligación social; en particular, nuestro sistema fiscal hace que al
propietario se le recuerde con insistencia lo que debe a la comunidad.
La Constitución española se pronuncia, aún con mayor claridad, a favor
de los principios de una Economía Social de Mercado. En el mismo preámbulo,
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refiriéndose al justo orden económico y social, se expresa la voluntad del
pueblo español de conseguir una igualdad económica y un adecuado nivel de
vida. En el artículo 38 aparece la adhesión a la Economía de Mercado. Hasta
qué punto ésta deba interpretarse también como "Economía Social de Mer-
cado", será tema de discusión de este simposio.
En su invitación mencionan la Escuela de Miiiller-Armack. Hace poco, vi-
sitó España el Subsecretario Dr. Schlecht, que desde hace dieciséis años viene
ocupando un puesto destacado en el Ministerio Federal de Economía. En una
conversación con altos representantes del Gobierno español recordó con or-
gullo haber sido alumno de Miiller-Armack y que su concepción de la econo-
mía había contribuido en gran manera a nuestro relativamente buen entendi-
miento social mutuo y a la constitución de un Estado económicamente mo-
derno.
He leído con interés los temas que van a desarrollar en este simposio y
lamento de veras no poder asistir a las ponencias.
Una vez más, les deseo mucho éxito y que sus discusiones tengan la re-
sonancia que pretenden alcanzar, aún más alta que la de los círculos puramente
técnicos.
SALUT ACION DEL MAGNIFICO y EXCMO. SR. RECTOR DE LA
UNIVERSIDAD DE ALCALA DE HENARES
Vamos a iniciar la inauguración del Simposio Internacional de Economía
Social de Mercado.
Es para la Universidad de A1calá de Henares un motivo de gran satisfac-
ción, la celebración de este Simposio Internacional. La juventud de esta re-
nacida Universidad cisneriana, no es obstáculo para que inicie una andadura
en búsqueda de una estrecha colaboración científica internacional, a la vez
que una más intensa participación en la Sociedad española, a la que quiere
y debe servir con la aportación de ideas y criterios que le puedan significar
posibles soluciones.
Con este Simposio, inicia sus actividades el primer Instituto Universitario
creado en esta Universidad y es verdaderamente indicativo de la importancia
que se le ¿oncede el que se realice con esta valiosa aportación, también in-
ternacional, de valores científicos.
Un repaso de las destacadas personalidades y ponentes, que configuran
el denso programa de actividades, así como el mero estudio de sus trabajos,
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permiten ver el nivel científico y el mensaje operativo que la Universidad ofre-
ce con este acto.
Esperamos que, muy en breve, pueda ya este nuevo Centro Docente Supe-
rior ofrecerIes la acogida que merecen estos actos universitarios, dentro del
más tradicional cobijo de unos viejos claustros magníficamente restaurados que
permitan integrar las dos fases vitales de esta Universidad, antigua y actual,
en una uniformidad de características arquitectónicas que faciliten un grato
estar en el medio y una activa mecánica mental.
A los que han llegado de fuera de nuestras fronteras, testimoniarIes con el
mayor afecto nuestro vivo reconocimiento, y que los pocos días que pasen
aquí les dejen la satisfacción de que con su saber están intentando que este
país nuestro y amigo encuentre nuevas fórmulas útiles para superar sus difi-
cultades; y a los que se han desplazado de los diferentes puntos de nuestra
geografía lo hacemos de igual manera; y, nada más que desearles el éxito
que se merece el esfuerzo realizado, agradecer a la Fundación Konrad Ade-
nauer su apoyo para este acto, y, a los señores ponentes y moderadores, la
generosa aceptación de nuestra invitación, y a Vuestra Excelencia Sr. Em-
bajador, su presencia inaugurando este acto universitario para darIe el rango
que merece por su naturaleza, hacer sentirse honrada nuestra Universidad a
través de su Facultad de Ciencias Económicas y Empresariales, y testificar
una vez más las cordiales y fraternas relaciones existentes entre nuestros
países.
PALABRAS DEL SR. MANFRED HUBER, DE LA FUNDACION
KONRAD ADENAUER
LA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO: UNA VIA PARA LA
CONSOLIDACION DE LA SOCIEDAD
Sr. Presidente, Sr. Embajador, señoras y señores:
El orden democrático y su grado de implantación no sólo se reflejan en
la existencia de partidos políticos, sindicatos, asociaciones empresariales y
agrupaciones profesionales de libre actuación. Debe regir, asimismo, en el
ámbito económico y social un sistema de libre competencia dentro de un es-
quema de mercado.
Esta premisa ha inspirado a los líderes demócrata-cristianos de después de
la Segunda Guerra Mundial en Alemania. La implantación del sistema de




la dirección política del primer Canciller de la República Federal, Konrad
Adenauer, ha sido y es hoy el factor primordial de la estabilidad económica,
política y social. Esta decisión histórica en favor del libre juego de las fuerzas
productivas dentro de un amplio margen macroeconómico controlado y en
contra de una determinación socialista del Estado y de la Sociedad, se ha con-
vertido en la base fundamental de la historia de la República Federal de Ale-
mania.
Si existe libertad política y económica -debe entenderse libertad ordena-
da y socialmente comprometida- hay grandes probabilidades de que se pue-
da implantar un orden justo. La dinámica de la Economía Social de Mercado
en Alemania ha mostrado, en más de treinta años de existencia, una flexi-
bilidad coyuntural capaz de alcanzar mejor las principales metas de la socie-
dad, que un sistema en el que los objetivos como el empleo, el nivel de pro-
ducción, los niveles salariales y los precios se fijan arbitralmente desde una
Administración Central.
Por otra parte, hay un amplio consenso entre las fuerzas políticas del
país respecto de que el liberalismo económico clásico, con su sobreestimación
individualista, tampoco sería la vía adecuada para las soluciones económicas de
una sociedad industrial moderna. Esta amplia coincidencia sobre los criterios bá-
sicos del sistema económico se deben, en gran parte, a que este sistema ha
sido concebido, desde el comienzo, de forma consciente como un "sistema
abierto". Es un concepto pragmático, un sistema que siempre puede y debe
ser revisado y mejorado a la luz de nuevas ideas y conocimientos. Mediante
la Economía Social de Mercado se pudo alcanzar no sólo un resurgimiento
económico, sino que a través de este orden se permitió, a su vez, poner las vías
para la consolidación de la República Federal de Alemania como Sociedad
moderna social y liberal.
Cada país y cada nación debe fijar sus propias metas y determinar sus
vías. En España se han planteado, en la actualidad, no sólo la solución de la
crisis económica reinante, sino la introducción de un sistema adecuado que
garantice una estabilidad económica, política y social dentro del marco de la
Constitución.
La Fundación Konrad Adenauer se siente muy complacida de poder ofre-
cer, en cooperación con el Instituto de Dirección y Organización de Empre-
sas de la Universidad de Alcalá de Henares, con su Director, Prof. García
Echevarría, este foro en torno a las problemáticas mencionadas. El diálogo
sobre el orden económico de este simposio científico, entre destacados hombres
de la ciencia económica de España y Alemania, debería extenderse a otros ni-
veles de la economía nacional. Sobre todo, la aproximación de España al Mer-
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cado Común y la perspectiva de la convivencia comunitaria posterior acon-
seja una máxima intercomunicación sobre nuestros problemas. En este sen-
tido, deseo que este encuentro sea un éxito y el inicio de un intercambio
duradero.
Muchas gracias.
PRESENTACION DEL SIMPOSIO POR EL DR. SANTIAGO GARCIA
ECHEV ARRIA, DIRECTOR DEL INSTITUTO DE DIRECCION
y ORGANIZACION DE EMPRESAS
Excmo. Sr. Embajador, Excmos. e Ilustrísimos Señores, señoras y señores:
Cuando en el acontecer universitario de una "vieja" Universidad como la
de Alcalá de Henares, se incrusta un nuevo quehacer científico que. con las
más increíbles dificultades, se va abriendo paso por la voluntad, el conven-
cimiento, la claridad de ideas y, por último, por un contenido apreciable
-de utopía-realista en las personas comprometidas, este acto constituye una
recompensa abrumadora. La persecución de la idea universitaria de ser capaz
de alcanzar, en su labor callada y sistemática, en su apreciación crítica y ope-
rativa, en su tarea de engarzar la teoría con la realidad en la que vive y para
la que vive, constituye un ideario fundamental que sirve de guía y de motor
infrenable al dinamismo e ilusión científica.
Con este primer Simposio se han pretendido claramente tres objetivos
básicos:
1. En una dimensión internacional, ofrecer al científico, al político y al
empresario una respuesta crítica y operativa a uno de los principales
debates de nuestra sociedad actual: cómo debe organizarse la vida
económica de nuestro país.
~. 2. Se refleja en este Simposio la voluntad universitaria de colaboración
y de afecto a nuestra Universidad por parte de las más diversas Uni-
versidades y no sólo de las aquí representadas. Esta aportación coin-
cide con la creación a nivel internacional del "Grupo Internacional de
Economía Social de Mercado", como un núcleo universal que se ha
puesto como meta aunar esfuerzos y contribuir a aclarar los problemas
reales en el mundo económico y social español, y ser el centro de una
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forma de pensamiento económico poco enraizado en nuestros pensa-
dores y políticos.
3. La colaboración de la Universidad de Alcalá de Henares, con la Fun-
dación Konrad Adenauer, constituye la expresión de una colaboración
internacional que obliga a una actuación responsable.
El tema elegido constituye un anhelo que lleva ya varios años materiali-
zándose en publicaciones, conferencias, encuestas, dictámenes, etc., para tratar
de informar e incidir sobre cómo, a nuestro entender, debe configurarse la
organización de la vida económica de nuestro país. Pues, sin duda y en gran
medida, la configuración de una Sociedad pluralista estará en función del
éxito o fracaso del ordenamiento económico-social que se logre. Estamos con-
vencidos que la madurez, grado de desarrollo y exigencias de nuestra Socie-
dad debe encontrar, en una Economía Social de Mercado, la respuesta orga-
nizativa más adecuada a la organización de la vida económica y social de la
Sociedad española.
Se ha esbozado su contenido bajo dos dimensiones básicas: por un lado,
se ha tratado de ofrecer todo el armazón estructural de este orden económico
y, por otro lado, se ha configurado con un elevado grado de operatividad con
el fin de facilitar una respuesta posible a los problemas más significativos de
la organización de la economía. Esta operatividad está orientada al análisis
crítico y debe constituir el conocimiento para un fructífero diálogo sobre
formas, alternativas, posibilidades y límites que pueden apreciarse por cada
uno de los participantes.
La oportunidad del tema se centra en el plano político, pero también y,
sobre todo, para nosotros desde el plano de la contribución científica. Y esto
es, nada más ni nada menos lo que hemos querido presentar como contribu-
ción universitaria a la realidad española.
En nombre de la Universidad de Alcalá de Henares debo agradecer a todos
los presentes el interés e inmediata aceptación de su participación en este
Simposio, a los moderadores y a todos ustedes, su interés por el tema y las
contribuciones que se han previsto. A la Fundación Konrad Adenauer, aquí
en la persona del Sr. Huber, el apoyo, aliento e interés con que ha visto este
proyecto y, no por último, al Excmo. Sr. Embajador por su gentileza al in-
augurar este Simposio. Creo y espero que esta colaboración, que es punto
de un largo camino de colaboración entre la Universidad Alemana y la espa·
ñola que data ya de 1959, sea un puente sólido para una inmediata y estrecha
colaboración en el campo de las Ciencias Sociales y Económicas entre el
pensamiento alemán y el español.
Muchas gracias.
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n. LA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO
(UN EXPERIMENTO DE POLITICA DE ORDENAMIENTO ECONOMICO
DEL SIGLO XX) (*)
1. EL PERIODO DE LOS EXPERIMENTOS DE POLITICA ECONOMICA
En la formulación del tema se caracteriza a la Economía Social de Mer-
cado como un experimento de ordenamiento económico. Dicho en términos
más adecuados: como uno de los muchos experimentos. Esto es debido a
que en nuestro siglo, que desde el punto de vista económico comienza con el
. año 1914, con el inicio de la Primera Guerra Mundial, había en los distintos
países experimentos de este tipo, e incluso en algunos, varios experimentos su-
cesivos. El economista alemán Walter Eucken (1891-1950) definió ya en su libro
de texto "Principios de la Política Económica" de forma muy acertada, a la
época a partir de 1914 como el "período del experimento". Hasta 1914 dominó
preferentemente el principio del liberalismo "laissez-faire", en la mayoría de los
casos suavizado con un intervencionismo estatal puntual en favor de sectores
económicamente débiles y de grupos de personas socialmente débiles. Pero,
a partir de esta fecha surgen nuevos prototipos de político-economista en los
planteamientos: el "experimentador", tal como lo define Eucken, o el "rea-
lizador" tal como se dice hoy.
¿Cuáles son, en este sentido, las características de esta época de experi-
mentos en la que vivimos nosotros y que previsiblemente va a durar todavía
un largo período? Cinco son las características que deben destacarse bá-
sicamente:
1. La política económica no está dominada por un principio básico (tal
como se caracteriza al período de liberalismo económico por el principio de
libertad individual o al mercantilismo por la búsqueda de poder estatal). Son
(*) Ponencia presentada por el Prof. Dr. Egon Tuchtfeldt, Catedrático de la Universi-
dad de Berna.
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las diferentes y cambiantes ideologías e intereses las que caracterizan y defi-
nen las líneas generales de la política económica. Como consecuencia de las
intervenciones en la Economía surgen frecuentemente "espirales intervencio-
nistas", así como "obligatoriedades" para intervenciones posteriores.
2. Los diferentes experimentos presentan un carácter nacional específico.
El estilo único que se manifestaba en las grandes líneas que caracterizaban a
la época anterior a 1914 y que culminaron en el patrón-oro con sus condi-
ciones funcionales relativamente fijas, se perdió de forma muy rápida en el
intermedio de ambas guerras, destacándose las peculiaridades nacionales como
consecuencia del incremento del proteccionismo en la política comercial.
3. Los experimentos en su mayoría, fueron improvisados, esto es, su prin-
cipio se encontraba en la presión del propio problema. La discusión científica
se producía, por lo general, como una consecuencia de la práctica realizada
por las autoridades responsables de la política económica. Esta afirmación
tiene validez, por ejemplo, para el experimento de la organización económica
de tipo gremial-corporativo tal como se inició en Italia en 1926 y se planteó
o se intentó plantear posteriormente en otros países. La característica de la
improvisación afecta también a las economías de guerra de la Primera y Se-
gunda Guerra Mundial, así como a todos aquellos experimentos en los que
se trataba en primer lugar de acabar con el paro masivo de la crisis económica
mundial (política de la New-Deal en los Estados Unidos, política de plena
ocupación en diferentes estados). Por el contrario, el experimento de la Eco-
nomía Social de Mercado, así como también el experimento de dirección glo-
balizada que se aplicó en la República Federal de Alemania, fue precedido
en gran medida de una preparación teórica profunda. Se ha de mencionar,
sobre todo, a Alfred Miiller-Armack además de Wilhelm Ropke y Alexander
Rustow, así como a Walter Eucken y Franz BOhm como miembros de la
Escuela de Freiburgo Neoliberal.
4. Los experimentos de política económica no representan ninguna ac-
ciÓn experimental en el sentido de las ciencias naturales. Se acumularon cierta-
mente experiencias como nunca se había hecho anteriormente, pero no se
sacaron consecuencias de ellas. Eucken escribía a este respecto en 1950: "ge-
neraciones posteriores se asombrarán, quizás, de la rapidez y la improvisación
con la que se experimentaba". Casi un cuarto de siglo más tarde, Alfred Mliller-
Armack señalaba que en "ningún período de la historia hasta ahora puede
escribirse con la misma intensidad de experimento en relación al Ordena-
miento Económico y de Sociedad. En ninguno de ellos se ha seguido el prin-
cipio de actuación experimental de las ciencias naturales, según el cual en todo
experimento se determinan de forma unívoca los resultados con el fin de lograr
una selección de las experiencias". Los experimentos se interrumpieron fre-
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cuentemente por motivos políticos. Donde se prolongaron estos experimentos,
durante períodos de tiempo largos (como el caso de la planificación en Fran-
cia o de los estados de bienestar en Suecia), se han producido ciertas modifi-
caciones, pero lo cierto es que los funcionarios y burócratas estaban fuerte-
mente instalados para poder someter los a un serio control de resultados.
5. Por ello, no debe sorprender el que este período histórico de expe-
rimentación en Política Económica debería estar caracterizado también por otro
elemento que se refiere a la creciente influencia de las asociaciones económi-
cas y de la burocracia ministerial. Las asociaciones económicas se habían iden-
tificado como, por ejemplo, en Alemania con la economía dirigida entre ambas
Guerras Mundiales o en Francia con la planificación. Los experimentos de Eco-
nomía del Bienestar por parte del Estado se han realizado siempre con el apoyo
insistente de los Sindicatos. La idea clásica sobre el papel dominante de los par-
tidos en la configuración de los procesos políticos no encuentra aquí su re-
flejo. No por ello, y no por último, se habla hoy en diversos Estados de la
falta de posibilidades de gobernar, "arrinconamiento por el Estado", "domi-
nio de la burocracia", etc. En estas expresiones se manifiesta una reacción a
la rigidez de las burocracias, también se refleja la gran influencia que ha ex-
perimentado la teoría de la burocracia en las últimas décadas.
Con el fin de delimitar el marco de este período de los experimentos, po-
demos pasar a localizar más de cerca, en un paso sucesivo, el experimento
de la Economía Social de Mercado.
2. ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO Y NEOLIBERALISMO
El concepto de "Economía Social de Mercado" fue desarrollado en 1946,
por Alfred Miiller-Armack. Como experimento de Política Económica, la Eco-
nomía Social de Mercado se inició en 1948 en la República Federal de Ale-
mania. Si Ludwig Erhard en 1948 no hubiese eliminado el racionamiento de la
economía de guerra ál aplicar la reforma monetaria y, de forma simultánea,
no hubiera comenzado con la realización de la Economía Social de Mercado
concebida por Miiller-Armack, no cabe la menor duda que el desarrollo eco-
nómico de la República Federal de Alemania hubiera tenido, muy probable-
mente, otra evolución.
Desde la perspectiva actual, esta vinculación era, sin duda, correcta. En
aquel entonces correspondía, sin embargo, a un riesgo infinito que no sola-
mente provocaba a los partidos de izquierdas y a los Sindicatos a una contra-
respuesta masiva y resistente, sino que, incluso, en los recientemente creados
partidos conservadores, se mantenía la opinión dominante de que no se
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podía retornar a una economía de mercado hasta que hubiera remitido la
situación de escasez, de aquella escasez consecuencia de los métodos dirigis-
tas de racionamiento mantenidos durante la guerra y durante los tres prime-
ros años de la postguerra en los que se había distribuido más injusta que jus-
tamente.
Ludwig Erhard pensaba de otra manera. Para él estaba totalmente claro
que lo que aporta el dirigismo es escasez y la empeora. Ludwig Erhard
actuó convencido de la veracidad de este conocimiento y ha tenido razón.
Un apoyo muy signifkativo lo encontró en los militares responsables de las
fuerzas de ocupación de los Estados Unidos, general Lucius Clay. Los ingleses
(en aquel entonces gobernaba el partido laboralista), los franceses y los rusos
no estuvieron de acuerdo con esta actuación unilateral. La vinculación de la
reforma monetaria con nna modificación revolucionaria del orden económico,
precisamente con la introducción de la Economía Social de Mercado, se rea-
lizó con tal rapidez y en tal dimensión que la resistencia, por el contrario,
se redujo rápidamente. Ya en 1949 la coalición C.D.U./C.S.U. aceptaba en su
programa político la Economía Social de Mercado.
El concepto de la Economía Social de Mercado se enjuicia generalmente
como una variante del neoliberalismo. Esta localización es, sin duda, acertada.
Pero, al propio tiempo, no debe perderse de vista que el neoliberalismo
no corresponde a un pensamiento homogéneo (igual que el neosocialismo o
neoconservadurismo). El concepto de neoliberalismo, es más bien, un concepto
globalizante, cuya gama de variantes abarca desde ideas o planteamientos so-
cialistas de derechas hasta diferentes planteamientos de pensamiento liberal
y concepciones conservadoras. Los aspectos básicos y específicos, y también
las características nacionales, se aprecian claramente en los representantes del
neoliberalismo.
Las características específicas del concepto de Economía Social de Mercado,
se encuentran en que este concepto va más allá de algunas de las variantes
del neoliberalismo. Una Economía de Mercado "libre" en la que solamente
existen condiciones marco jurídicas en el sentido de las funciones estatales
clásicas (1. Seguridad hacia el exterior, 2. Ordenamiento jurídico interior,
3. Disposición de una infraestructura capaz de garantizar el funcionamiento
y desarrollo de una economía, siempre y cuando no se disponga a estos efec-
tos de un capital riesgo privado), pero que, por lo demás, no se actúa con
una política económica propiamente dicha, es la que postulan en este sentido,
sobre todo, los libertarians americanos y sus pocos seguidores europeos. De-
fienden el "Estado Mínimo" que deja la economía abocada a su propia inercia.
Los monetaristas, en tanto que se identifican como liberales, recomiendan, asi-
mismo, el "Estado Mínimo", pero quieren una política monetaria en forma de
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un aprovisionamiento de dinero vinculado a reglas concretas para el funciona-
miento de la economía. Sin embargo, en la mayoría de los casos falta una idea
de orden que exceda al ámbito económico. A este respecto la premisa carac-
terística es la de que la Economía de Mercado es en sí estable siempre
y cuando el Estado la deje tranquila. La denominada "Escuela de Freiburgo"
también denominada ardo-Liberalismo (WaIter Eucken, Franz Bohm), parten
de la idea de un Estado fuerte que orienta su actividad, en primer lugar, a
la política de competencia (principios constitutivos y reguladores del orden
de competencia según Eucken).
El concepto de la Economía Social de Mercado quiere recoger, tal como
lo ha formulado Miiller-Armack, "el principio de libertad en los mercados
vinculado con la compensación social". Estos componentes de sociedad abar-
can, por lo tanto, también el "más allá de oferta y demanda", tal como los ha
denominado a este respecto Wilhelm Ropke, o la "situación vital" humana,
por citar un concepto central de Alexandre R'iisto'W. El concepto de Economía
Social de Mercado, tal como lo han entendido tanto Erhard como M'iilIer-
Armack, no parte tanto de una estabilidad básica del sector privado, que so-
lamente puede ser distorsionada por el Estado. sino que lo que recomienda
sobre todo es una política económica compensadora.
La Economía Social de Mercado se encuentra, tal como lo ha acentuado cons-
tantemente MiilIer-Armack, construida en base a una idea de estilo, la idea
del humanismo económico. A causa de la propia dimensión humana se reco-
mienda la intervención en diferentes campos siempre y cuando ésta sea ade-
cuada al criterio de la "conformidad al mercado". Se reconocen sectores tam-
bién de excepción. Las ideas de M'iilIer-Armack, Ropke, y Riisto'W se orientan
en este sentido. Consideraremos a continuación en nuestro próximo paso los
elementos de esta idea de estilo.
3. ELEMENTOS DE ESTILO DE LA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO
Simplificando de forma considerable, puede caracterizarse el concepto de la
Economía Social de Mercado por seis elementos de estilo, básicamente. Estos
son:
1. El principio de política de orden de la libertad del individuo.
2. El principio de política de orden de la compensación social.
3. La política coyuntural.
4. La política de crecimiento.
5. La política estructural.
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6. El criterio de la conformidad al mercado, para las medidas de política
económica, en todos los sectores arriba mencionados.
Estos seis elementos constituyen en su conjunto una unidad de estilo. Si
se realizan, configuran estos seis elementos una "política económica de un
solo molde".
El primer principio de política de orden es la libertad del individuo. La
libertad no es ningún medio, ninguna "palanca económica", como lo es en el
bloque oriental, sino un valor en sí. Y para que esta libertad se pueda mani-
festar en el área económica, exige de unidades de decisión descentralizadas y
de mercados capaces de funcionar. Para ello, la política de competencia debe
de estar capacitada para crear las condiciones-marco necesarias, con el fin de
que los procesos de mercado, allí donde sean posibles, puedan desarrollarse
como procesos de competencia. La competencia se concibe, en este sentido,
como un procedimiento de búsqueda y descubrimiento, que moviliza las ideas
y las actividades de los individuos. La oportunidad del beneficio corresponde
al riesgo de la pérdida. La figura central es, a este respecto, la del empresario
que, como innovador e imitador en la competencia, sirve para la mejor utiliza-
ción posible de los recursos escasos, de acuerdo con los deseos de los deman-
dantes y con ello actúa a favor de cada uno de los individuos.
El conjunto de medidas de apoyo para mantener el mecanismo de funcio-
namiento del mercado lo constituyen el fomento de nuevas creaciones empre-
sariales y las ayudas para las empresas medias y pequeíias (fomento de clases
medias empresariales o "small business policy"). Los atractivos fiscales y otrus
atractivos para mantener la actuación de trabajo independiente son, sin duda,
conformes al mercado. Cuanto mayor sea el número de empresas medias y
pequeñas que tengan capacidad de un desenvolvimiento económico propia-
mente dicho, tanto más se asegura la Economía de Mercado desde el punto
de vista de la Sociedad.
El principio de la compensación social debe considerarse como la otra cara
de la medalla del principio de organización del mercado. A este respecto el
liberalismo del laissez-faire ha olvidado puntos decisivos. El mercado puede
distribuir rentas si funciona de forma eficiente cuando existen prestaciones
reales de los individuos al mercado, pero no puede considerar los aspectos
sociales y humanos. Las tensiones sociales y los problemas que no pueden
dominarse a través del mercado deben de resolverse, por lo tanto, a través
de una Política de Sociedad adecuada. Todos aquellos individuos que no se
encuentran toavía en el proceso de trabajo o que ya no están dentro del mis-
mo, deben ser protegidos ampliamente ante situaciones de necesidad no me-
recidas. El Estado debe garantizarles unos standares mínimos sociales. Impor-
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tante es a este respecto el que las medidas de la Política de Sociedad sólo
actúen como una red de seguridades para los casos cambiantes de la vida y
no en el sentido de un aprovisionamiento generalizado tal como se pretende
en los Estados de Bienestar. Los atractivos a la aportación individual y al
ahorro individual deben y tienen que estar suficientemente acentuados para
que pueda mantenerse la capacidad de funcionamiento de los procesos del
mercado.
Un papel importante dentro del marco de una Política de Sociedad amplia
debe asignarse a la configuración patrimonial privada. Los patrimonios crean,
en una gran medida, libertad individual o bien la posibilidad de poder utilizar
esta libertad. Deben mencionarse también a este respecto, en forma de con-
ceptos, actuaciones como los premios al ahorro, favorecer la adquisición de
. viviendas propias, las acciones de personal y otras formas de la participación
en el capital de las empresas en las que se actúa. Entre el grupo de medidas
de apoyo deben incluirse también las correspondientes a la Política de Edu-
cación (una mejora de las oportunidades), así como las de Política Familiar.
La política de competencia y la política social serían suficientes como
pilares básicos cuando la economía fuese en gran medida estable. Esto exige,
sin embargo, flexibilidad de precios o bien movilidad de los factores con el
fin de que puedan realizarse, ante llna modificación de los datos externos, los
procesos de adaptación de la manera más suave posible. En la realidad prác-
tica, como consecuencia de la falta de estas condiciones, se producen oscilacio-
nes coyunturales en el sentido de la existencia de una velocidad diferenciada
de crecimiento. En la estructura económica surgen siempre estrangulamientos
y excesos de capacidades que no pueden ser solucionados completamente por
parte del mercado. En la Economía Social de Mercado se precisan, por lo tanto,
además de las condiciones-marco de una política de competencia y de una
política social, de otras condiciones adicionales que faciliten la realización de
ambos principios de ordenamiento del mercado con el fin de garantizar las
libertades individuales y la compensación social, tales como la política coyun-
tural, la política de crecimiento y la política estructural.
Como tercer elemento de estilo se debe mencionar, por tanto, a la política
coyuntural. Toda economía industrial tiene oscilaciones constantemente en la ac-
tividad económica, debido a que su orientación al mercado presenta ciertas pér-
didas como precio de la libertad. Las tasas de inflación y los incrementos de pro-
ductividad de los distintos países, cuando existan estrechas interdependencias
en materia de comercio exterior, provocan desequilibrios monetarios y reales
en el grado de ocupación, en la estabilidad del valor monetario y en la ba-
lanza de pagos que hacen problemática una situación desde el punto de vista
económico y social. Aquí se han de mencionar sobre todo los costes sociales
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del paro. Desde el punto de vista de la Economía de Mercado debe de dársele,
por tanto, a la estabilidad monetaria la prioridad fundamental. Ya que todas
las experiencias de las últimas décadas nos enseñan que si se produce una
desvalorización constante del dinero, no puede garantizarse ni la plena ocupa-
ción ni el equilibrio de la Balanza de Pagos.
A este respecto los representantes de la Economía Social de Mercado, tanto
en el campo de la política como de la ciencia, han rechazado constantemente
las proyecciones cuantificadas sobre las tasas de inflación esperadas. Precisa-
mente Ludwig Erhard se ha opuesto apasionadamente a estos pronósticos en
el sentido de que relativizan el objetivo de la estabilidad monetaria, puesto
que se aceptan de forma oficial tasas de inflación para el año siguiente. Y ello
es debido a que las tasas de inflación pronosticadas se acostumbran a auto-
realizar, ya que -si se dan a conocer por el Gobierno- se creen y los su-
jetos económicos las incluyen en sus comportamientos. En otras palabras:
los pronósticos sobre la evolución del valor monetario no se comportan de for-
ma neutral. Piénsese sólo en los efectos que estas predicciones tienen en las
negociaciones salariales. Para evitar malentendidos a este respecto ha de ci-
tarse al mismo tiempo que la abstinencia en la predicción de objetivos econó-
micos globales, no significa que el Gobierno no deba de fijar ningún pronós-
tico en el sistema de Economía Social de Mercado. Ya los propios planes de
presupuestos y fiscales exigen premisas cuantitativas sobre la evolución del
conjunto económico.
En la política de crecimiento, que es el área siguiente, se trata de crear las
condiciones marco, jurídicas e infraestructurales, para una evolución de la eco-
nomía lo más libre de interferencias y de obstáculos. La planificación estatal
de las tasas de crecimiento es, por el contrario, disconforme con el mercado, ya
que esta planificación estatal representa una "acumulación de saber" (F. A.
von Hayek), que no posee ninguna autoridad administrativa ni ninguna oficina
de planificación. La planificación estatal puede limitarse a las tasas de cre-
cimiento globales, esto es, a la economía global. Si traslada su actuación a un
nivel inferior, esto es, si se intenta aplicar esta tasa de crecimiento a niveles
regionales o sectoriales, tenemos el tipo de la planificación francesa cuya eficien-
cia está claramente por debajo de la que corresponde a la Economía Social
de Mercado.
A una política de crecimiento conforme al mercado corresponden, por ejem-
plo, los atractivos para un rejuvenecimiento del aparato productivo mediante
las amortizaciones correspondientes. El "milagro económico alemán", después
de la reforma monetaria de 1948, se debe en una parte muy importante al
fomento de la autofinanciación. Dentro de las medidas de política de creci-
miento conformes al mercado pueden incluirse también otros atractivos para el
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fomento de la innovación. Nuevos descubrimientos y el desarrollo de tecnolo-
gías de futuro no solamente se producen en las grandes empresas, sino precisa-
mente en todo el área de las empresas medias y pequeñas.
En el sector de la estructura económica existen una serie de mercados que
no funcionan, cuando se dan situaciones de transformaciones estructurales, en
base al mecanismo del mercado, como consecuencia de aspectos naturales,
técnicos u otros. Si a largo plazo surgen, como consecuencia de esta evolución
estructural, dificultades de adaptación estructural, se encontrará que sectores
o regiones padecerán estas situaciones, por lo que debe dárseles una ayuda de
adaptación de política estructural; en el mercado de trabajo pueden servir las
ayudas que le doten de una mayor movilidad (para un cambio profesional o para
una nueva ubicación regional) para disminuir el paro estructural.
Cuando los resultados de los mercados no sean los deseados desde el pun-
to de vista de política industrial, político o militar (por ejemplo, como conse-
cuencia de asegurar el aprovisionamiento con alimentos, energía y materias
primas en tiempos de guerra o de necesidad) deberán configurarse medidas
para un mantenimiento relativo de las estructuras de la forma más transpa-
rente y eficiente posible. Por lo demás, se plantea en este sector de excepción
constantemente la pregunta de cuáles son las medidas a las que se debe
dar preferencia. Las transferencias de rentas directas son, por ejemplo, prefe-
ribles a las subvenciones y, sobre todo. frente a las garantías de venta.
Para toda política que sirva para complementar o corregir los procesos de
mercado, tiene validez como criterio de intervención la exigencia de confor-
midad con los objetivos, esto es, el que las medidas adoptadas sean apropiadas
para los objetivos que se persiguen. Pero, más importante es, sin embargo, la
exigencia de conformidad con el mercado, es decir, que ]05 procesos del
mercado no deben ser distorsionados ni obstaculizados, a ser posible, por
la política económica. En casos y sectores de excepción, en los que se desvíen
de estos principios enumerados, se deben formular los criterios de interven-
ción de forma clara y, sobre todo, las medidas deben limitarse en el tiempo y
deben someterse a un control continuo. Un ejemplo: las subvenciones deben
estar siempre vinculadas al objeto al que se destina y limitadas en el tiem-
po; además, deben someterse a un control de resultados.
Estos elementos que se manifiestan en los sectores de la política de com-
petencia, de la política social, de la política coyuntural, de la política de cre-
cimiento y de la política estructural, así como los criterios de intervención en
conformidad con el mercado, constituyen la unidad de estilo de la Economía
Social de Mercado.
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4. CARACTERISTlCAS ESPECIFICAS DEL EXFERIMENTO
ALEMAN
Aunque si bien, en algunos sectores económicos singulares, no puede reali-
zarse en su absoluta totalidad, existe un tipo de marca para la política económi-
ca de la República Federal de Alemania desde 1948 hasta 1966. La característica
de marca de la "Economía Social de Mercado" se identificó en el extranjero
ampliamente con el "milagro económico alemán". A este respecto debe, en jus-
ticia, señalarse que confluyen en este período una serie de diferentes factores
de forma única en la historia. El concepto de la Economía Social de Mercado
era, sin duda, una condición necesaria pero no suficiente para el denominado
"milagro económico". Sabemos tanto de la historia económica de Europa como
de la experiencia de los países en vías de desarrollo, que no es, en ninguno de
los casos, suficiente con liberar las fuerzas individuales. Deben de añadírsele
condiciones adicionales. Para el caso de la República Federal de Alemania fue-
ron fundamentalmente los siguientes seis factores:
l. Gracias a su optimismo y a su tenaz convencimiento de lo acertado
del camino emprendido consiguió Ludwig Erhard ganar a la mayoría
de los escépticos del nuevo experimento, a pesar de las graves dificul-
tades iniciales.
2. La necesidad de reconstruir de nuevo todo el aparato productivo inu-
tilizado, facilitó una modernización tecnológica básica. Después de una
década de Economía Social de Mercado, la República Federal de Ale-
mania disponía de las instalaciones de producción más modernas de los
países industrializados que no se vieron afectados por las destrucciones
de guerra. Un papel importante fue el favorecitniento que se dio a la
autofinanciación, vía de la política fiscal, sin la que no hubiera sido posi-
ble salvar la enorme escasez de capital de forma tan rápida.
3. En la primera década de la Economía Social de Mercado se dispuso de
mano de obra de forma ilimitada. Deben mencionarse aquí los diez mi-
llones de fugitivos y de desplazados que viven, a partir de 1944, en la
República Federal de Alemania. La expansión del aparato productivo
se encontraba, por lo tanto, sin límite desde el punto de vista del mer-
cado de trabajo. El paro, que en febrero de 1950 ascendía aproximada-
mente al 15 por 100, va disminuyendo en este período hasta 1970, si-
tuándose por debajo del 1 por 100. En el aspecto cualitativo, la economía
de Alemania Occidental disponía de un potencial directivo basado en
gran parte en hombres formados en el ejército, cuya importancia para
el "milagro alemán" no debe desestimarse.
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4. Las dificultades iniciales que pudieron haber existido en el sector de
divisas se lograron soslayar gracias a la generosa ayuda americana
(Plan Marshall). Con ello, la República Federal de Alemania se encontraba
en la situación de poder importar alimentos y materias primas en la
medida en que le eran necesarios para un desarrollo sin obstáculos.
5. Las distorsiones coyunturales fueron relativamente muy débiles -de-
jando a un lado las condiciones exógenas del "boom" de Corea- lo
que, naturalmente, estaba en estrecha interdependencia con la tenden-
cia de crecimiento.
6. La evolución de la política interior presentó una extraordinaria esta-
bilidad. Tres períodos de legislatura, esto es, de 1949 hasta 1963, fue
canciller de la República Federal, Adenauer, y ministro de Economía
Erhard. Para asegurar la Economía Social de Mercado, la estabilidad
de la política interior dio al clima de inversiones una base de confianza
que solamente pu~de medirse cuando se compara con otros países in-
dustriales que se vieron afectados por la inestabilidad en la política na-
cional.
Con estos seis factores que contribuyeron de forma decisiva a la rápida re-
construcción, se dieron condiciones de arranque muy favorables para el expe-
rimento de la Economía Social de Mercado. La desaparición de gran parte de
estas condiciones tuvo como consecuencia el que desde finales de los años cin-
cuenta se produjese un empeoramiento en el "clima" de la política económica
que llevó, como consecuencia de un dominio político defectuoso, a una pérdida
de estilo de la Economía Social de Mercado y, por último, después de un des-
plazamiento político hacia la izquierda se introduce una orientación hacia
el Estado de Bienestar.
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111. LA ECONOMIA DE MERCADO EN LA HISTORIA
DEL PENSAMIENTO ECONOMICO ESPA~OL (*)
Mis primeras palabras han de ser de agradecimiento a varias personas.
Agradecimiento a mi querido amigo Santiago García Echevarría por haber creí-
do que podría decirles a ustedes alguna cosa interesante; agradecimiento a
la Fundación Konrad Adenauer por haber organizado este Simposio de carácter
internacional, de cooperación intelectual internacional, hoy tan conveniente. El
único mérito de mi modesta exposición será, el ser fruto de la combinación de
ideas formuladas por autores de varios países. Y, finalmente, de agradecimiento
a ustedes que, a una hora poco adecuada para dejar las actividades normales,
han venido aquí, sin duda, con la misma esperanza que tiene Santiago García
Echevarría.
Varios estudios de los últimos años han intentado destruir una idea for-
mulada por el profesor alemán Max Weber hace más de medio siglo. La idea
de que el capitalismo moderno fue fruto de la reforma protestante. Max Weber
sostuvo que el Catolicismo en la Edad Media produjo una sociedad estática
y poco evolutiva; que cada hombre, según la concepción católica medieval,
tenía que ocupar el sitio a que Dios le había destinado, y que fueron las ideas
protestantes, sobre todo las de Calvino, las que dieron movilidad y agilidad a
la vida económica y, en definitiva, promovieron el desarrollo económico actual.
Esta idea durante medio siglo ha sido generalmente aceptada por los historia-
dores. Decimos generalmente porque ha habido quien la ha negado; por ejem-
plo, Lujo Brentano, de la Escuela Histórica alemana, afirmó que Max Weber
exageraba la influencia de la religión en la vida económica, que tan eficaz di-
solvente de la mentalidad medieval fue Maquiavelo como Calvino, y que, en
definitiva, la economía de mercado se fue abriendo paso no sólo en los países
protestantes, sino también en los católicos.
(*) Ponencia presentada por el Prof. Dr. Lucas BeItrán, Catedrático de la Universidad
Complutense de Madrid.
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En estos años últimos se ha destacado la importancia de la llamada Escuela
de Salamanca, formada por teólogos, filósofos, moralistas y juristas que, sin
una conciencia muy clara de constituir una escuela, enseñaron en varias uni-
versidades españolas y principalmente en la de Salamanca, en los siglos XVI,
XVII y XVIII. Hayek afirma que en varios de estos autores aflora una idea
que, en definitiva, es la central del pensamiento de Hayek y también la idea
central de la concepción de la economía de mercado: que hay un orden natural
en las actividades humanas que no es fruto de la voluntad consciente de los
hombres, sobre todo de los gobernantes. Generalmente se admite que hay dos
clases de órdenes: el orden del mundo físico, con sus leyes, que se cumplen
invariablemente, el orden de la naturaleza, de la química, de la física, de la
astronomía; y el orden jurídico, fruto de la voluntad de los gobernantes. Pero
Hayek observa que existe un tercer orden, que es fruto de la actividad hu-
mana, pero no de la voluntad consciente, y la expresión más clara de este
orden es el mercado.
Los autores de la escuela de Salamanca consideraron al mercado como un
orden natural y por esto Hayek ve en ellos el origen de la economía de merca-
do. Esta es un orden natural, pero no un orden consciente, no un orden deli-
berado; es un orden natural, distinto del orden físico, porque es fruto de la
voluntad humana libre, pero no de una voluntad individual y coactiva, sino
de varias voluntades que se coordinan autónomamente.
Esta idea de Hayek ha dado origen a unos estudios todavía poco conocidos
en España: los de la investigadora inglesa Marjorie Grice-Hutchinson. La in-
vestigación científica en el mundo moderno generalmente se hace en las uni-
versidades, pero la señora Grice-Hutchinson durante treinta años ha investigado
la historia del pensamiento económico español, sin estar conectada con nin-
guna universidad, y, en definitiva, sin más contacto con el mundo oficial de la
ciencia que el que tiene con el profesor Hayek, del cual fue discípula en su
juventud. Marjorie Grice-Hutchinson, de origen y de lengua británicos, vive
en Málaga desde hace treinta años, y ha dedicado el tiempo que le dejan libre
sus obligaciones de ama de casa, a estudiar la historia del pensamiento eco-
nómico español. Sus investigaciones se han concretado en dos libros: The School
of Salamanca, publicado en 1952, y Early economic thought in Spain (1177-1740),
publicado en 1978. Ninguno de los dos ha sido hasta ahora traducido al caste-
llano, aunque parece que el segundo lo será en breve. En estos dos estudios
analiza los autores de la Escuela de Salamanca, que actuaban movidos princi-
palmente por las consultas que les hacían los comerciantes y los banqueros de
aquella época sobre la licitud de sus actividades, sobre si era lícito cobrar in-
tereses de los depósitos bancarios, si era lícito intercambiar la moneda de un
país por la de otro y obtener con ello un beneficio, si era lícito vender las mer-
cancías a unos determinados precios, cuál era el precio justo, etc.
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Hemos de estar agradecidos al profesor Hayek y a la señora Grice-Hutchin-
son por sus investigaciones, en primer lugar por el interés general de las mismas
para todos los ciudadanos del mundo; en segundo lugar, porque han revalo-
rizado unos autores españoles que estaban algo olvidados, aunque no total-
mente, porque otros autores españoles, como Larraz, habían estudiado tam-
bién la escuela de Salamanca. Pero sería erróneo deducir de estos estudios la
consecuencia (que Hayek y la señora Grice-Hutchinson no han deducido cier-
tamente) de que España es la patria de la economía social de mercado; por el
contrario, voy a intentar exponer (no diré demostrar, porque esta es una pa-
labra muy presuntuosa) que desgraciadamente la mentalidad española es más
reacia a la idea de la economía de mercado, a la idea de un orden natural eco-
nómico independiente de la voluntad de las autoridades políticas, que la men-
talidad de los demás países europeos. Para ello voy a referirme a un libro
que hace poco más de medio siglo fue muy leído en España, y que hoyes
citado a veces, pero relativamente poco leído: el libro de Joaquín Costa El
colectivismo agrario en España. Joaquín Costa, seguramente es conocido de
todos los españoles que me oyen, y no lo es de los alemanes que me escuchan;
fue una original personalidad española de finales del siglo pasado y de princi-
pios del actual, que llegó a producir un movimiento político intelectual conside-
rable, que en aquella época tuvo gran influencia y que creo que la ha tenido
también en la historia posterior de España, pero que hoy está relativamente ol-
vidado. Joaquín Costa propugnaba una revolución nacional, una mayor inter-
vención del pueblo en la vida política, la proclamación de la República, la re-
población forestal, la ampliación de los regadíos, una actividad agrícola más
intensa y una mayor cultura del ¡:;:.rebloespañol. Creó un movimiento que se
llamó regeneracionismo, que en aquella época influyó en varios partidos políti-
cos. Los extranjeros que no conozcan esta curiosa personalidad, tal vez si com-
binan las características del francés Pierre J. Proudhon y el inglés Sidney Webb
obtendrán una idea aproximada de cómo era este hombre: escrupulosamente
honesto, políticamente radical y erudito investigador. Asombra la cantidad de
libros, todos ellos merecedores de ser leídos, que escribió en una vida no muy
larga. En España tiene gran prestigio porque, aunque no todos los españoles
aceptan su orientación política y económica, todos reconocen sus virtudes
cívicas, su profunda inteligencia y su tremenda vocación intelectual.
Pues bien, en su libro Colectivismo agrario en España, Costa trata de de-
mostrar que el colectivismo es la auténtica tradición nacional, que España ha
sido siempre un país con mentalidad socialista, en la teoría y en la práctica.
Creo que esto no llega a demostrarlo, aunque ésta es una opinión discutible,
pero lo que no me parece discutible es que demuestra que gran cantidad de
autores y de políticos españoles han sido profundamente intervencionistas y
diría socialistas, dando a la palabra socialismo un sentido amplio que posible-
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mente los socialistas no aceptarían. Lo que me parece interesante y digno de
ser destacado es lo siguiente: que muchos de los autores que la señora Grice-
Hutchinson cita como predecesores del pensamiento económico liberal moder-
no, del pensamiento económico de la economía de mercado, son citados por
Costa como precursores del socialismo, o como representantes de la ininterrum-
pida tradición socialista española y, en mi opinión, tanto la señora Grice-Hutchin-
son como Joaquín Costa tienen razón.
Entre estos autores figuran Pedro de Valencia, Domingo de Soto, Martín
González de Cellorigo, Francisco Martínez de la Mata. Todos ellos, destaca la
señora Grice-Hutchinson, creen con Aristóteles que la causa del valor es la
necesidad humana. Aristóteles expresó esta idea en la frase que, traducida al
latín, dice: pretium rei humana indigentia mensurat, y esta frase es el origen
remoto de la moderna teoría de la utilidad marginal. Estos autores creen que
el precio justo es el precio de mercado, cuando en éste no hay influencia mono-
polista, sino que el precio se forma por la colaboración de muchos comprado-
res y vendedores. Todos ellos niegan la idea vigente en su época de que los
metales preciosos sean la verdadera riqueza; creen que la riqueza son las mer-
cancías, los bienes y los servicios que se producen. (No obstante, algunos de
ellos son inconsecuentes y en unas páginas de sus obras afirman que la riqueza
son los bienes y servicios producidos, y en otras ceden a la tentación mercan-
tilista de su tiempo y sostienen que la riqueza son los metales preciosos). Los
autores mencionados tienden a creer que el cobro de intereses es lícito en de-
terminadas circunstancias, que el cambio internacional de monedas en el que se
obtiene un beneficio es asimismo lícito. Todas estas ideas fueron precursoras
de la economía de mercado.
Pero Joaquín Costa observa que todos estos autores están obsesionados
por las ideas de la igualdad económica y de los tremendos males de las di-
ferencias económicas. Todos ellos creen que la propiedad colectiva de la
tierra fue la primera forma de propiedad en las sociedades humanas, y que
sólo la avaricia y los vicios han hecho que la tierra y la riqueza en general estén
distribuidas desigualmente. Todos ellos tienen, ciertamente, el buen sentido de
creer que no podemos volver a la sociedad primitiva e igualitaria, pero afirman
que el Gobierno ha de interferir constantemente en la propiedad de la ri-
queza redistribuyendo las tierras de una u otra forma, para asegurar una si-
tuación no muy lejana de la igualdad. Y todos ellos creen que el Gobierno ha
de tener una fuerte influencia en la vida económica; por ejemplo, Pedro de
Valencia dice: "El rey debe cuidar de que todo el mundo cultive su tierra y
de que la cultive bien", tarea que cualquier persona un poco informada de
como funciona la economía, sabe que para el rey o el gobierno es irrealizable.
Costa trata de otros autores, de los cuales la señora Grice-Hutchinson no
se ocupa, o no se ocupa tanto porque están fuera del período que ella estudia
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o por otras razones. Costa afirma que tienen mentalidad intervencionista auto-
res con mucha fama de liberales o partidarios de la economía de mercado. Luis
Vives, el valenciano que emigró a Bélgica, escribió, como es sabido, De comu-
nione rerum, un libro de combate, contra las corrientes comunistas de la épo-
ca, sobre todo los anabaptistas alemanes y holandeses del siglo XVI; es libro
a la vez antiguo y moderno, porque los argumentos fundamentales contra el
socialismo los formuló ya Aristóteles, Luis Vives los repitió y vale la pena to-
davía leer este libro. Pero si bien, en él, Luis Vives se manifiesta como un
autor liberal, en otras obras sostiene la comunidad primitiva de las tierras,
afirma que sólo el pecado y el vicio producen las desigualdades económicas y
es partidario de la intervención constante del Estado en la vida económica.
Lo mismo ocurre con un autor del siglo XVIII como Campomanes, político
y teórico a la vez, precursor y propugnador de la economía de mercado. Com-
batió los gremios decadentes del siglo XVIII, los abusos de los ganaderos, la
prohibición a los agricultores de cerrar sus tierras y su obligación de permi-
tir que los rebaños pastasen en ellas, una vez levantadas las cosechas. En mu-
chos casos propugnó la libertad económica, pero en otros, sobre todo el comer-
cio exterior, continuó las tradiciones mercantilistas de los siglos anteriores y
del suyo.
Tal vez el caso más notable es el de Alvaro Flórez Estrada, el introductor
de Adam Smith en España. Las ideas de Adam Smith, con la publicación de
su libro, se difundieron inmediatamente a todos los países europeos, pero ni
en Francia ni en España este autor fue muy leído. Quien difundió sus ideas en
Francia fue Jean Baptiste Say, y quien lo hizo en España fue Alvaro Flórez Es-
trada, cuyo Curso de Economía Política fue el primer texto universitario que
se estudió en nuestro país a principios y a mediados del siglo XIX. Flórez Es-
trada, que sigue en casi todo a Adam Smith, es partidario de la nacionaliza-
ción de la tierra, y cree que esta nacionalización tendría los efectos más bene-
ficiosos, creencia que hace pensar en autores posteriores, partidarios de esta
medida, como Henry George.
Es cierto que Costa, como dijimos, exagera los aspectos socializantes de
los autores que estudia, que son los que hemos mencionado y muchos más. Es
escrupulosamente honesto y extraordinariamente erudito, no esconde ningún
argumento y pone de relieve también los argumentos contranos a sus ideas;
por ejemplo uno de los autores citados, González de Cellorigo, afirma que si
la desigualdad tiene inconvenientes, la igualdad y la comunidad los tiene ma-
yores, frase que subscribiríamos, me parece, todos los partidarios modernos
de la economía de mercado. Costa cita la frase a pesar de que él sostiene en
definitiva la opinión contraria. Martínez de la Mata habla de la "armonía ge-
neral", palabras que parecen ser un presagio de lo que después dirían los fi-
siócratas y Adam Smith, y también es Joaquín Costa quien nos transmite esta
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información. Pero siendo Costa un colectivista, como él se califica, tiende a ver
opiniones socialistas en todas partes, y a acentuar los aspectos socialistas de
los autores que manifiestan varias opiniones a la vez. No demuestra que la
tradición española es el colectivismo o el socialismo, pero sí muestra que la
idea de intervención del Estado en la vida económica está arraigada en el pen-
samiento de los autores y en la política de los gobiernos españoles de todos los
siglos desde la Edad Media.
Lo ocurrido en España no es esencialmente distinto de lo ocurrido en los
demás países europeos. En éstos, en los siglos XVI, XVII Y XVIII hubo una
lucha entre las ideas intervencionistas de los mercantilistas y las nacientes
ideas liberales. Pero cualquier estudioso que investigue la historia de España
y de los demás países, se convencerá de que en España las tendencias inter-
vencionistas fueron más fuertes que en Francia, que en Inglaterra o que en
Italia ¿A qué se debe esto? Este es un tema al que los historiadores del pen-
samiento económico y los historiadores en general podrían dedicar sus energías
con provecho. No tengo una opinión decidida, pero llamaría la atención sobre
un hecho que me parece fundamental en la historia de España, la Reconquista,
los casi ocho siglos de lucha contra los árabes. Es sabido que la guerra hace
conveniente la intervención del Estado en la economía, porque altera el proble-
ma económico fundamental: en una economía en tiempo de paz, los medios
son muchos y las finalidades son también muchas, y es imposible que el Es-
tado realice bien la tarea de dirigir todos los factores de producción hacia los
miles de usos de que son susceptibles y que los hombres valoran distintamen-
te; en tiempo de guerra hay una finalidad única, que es ganarla, y el problema
económico se convierte en buena parte en problema técnico. La guerra hace,
pues, que las ventajas de la economía de mercado sean menores y las ventajas
de la dirección central de la economía sean mayores, y el hecho de que nues-
tro país estuviera durante casi ocho siglos en guerra permanente con el mismo
enemigo tendió a dar un poder a los reyes, a la autoridad política central para
dirigir todos los recursos económicos.
Aventuro esta idea y no me hago fuerte en ella, digo solamente que sería
muy interesante la investigación de esta cuestión.
El resultado de un pensamiento tan fuertemente intervencionista, fue una
política también intervencionista no sólo en los siglos XVI Y XVII sino tam-
bién en los XVIII y XIX. Es cierto que la influencia de los autores de la es-
cuela de Salamanca, de autores extranjeros y la evolución del pensamiento
económico en general hicieron que algunas de las formas tradicionales de in-
tervención tendieran a disminuir y a desaparecer. La fijación de precios por
la autoridad política, la prohibición del interés fueron desapareciendo, pero
otras muchas formas de intervención tendieron a aumentar, sobre todo la in-
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tervención en el comercio exterior.El mercantilismo español no fue esencial-
mente distinto del mercantilismo francés, del inglés o del italiano, pero sí fue
más intenso, más duro y más radical. Recordemos, por ejemplo, que Sancho de
Moncada, un economista que hace unos años fue glorificado oficialmente, era
partidario de castigar el contrabando de mercancías con la pena de muerte.
En el siglo XIX España tuvo su interludio liberal como lo tuvieron todos
los países europeos, pero en España fue menos fuerte y más breve que en
otros países. A principios del siglo XIX la importación y la exportación de
la mayor parte de las mercancías estaban prohibidas en España. El comercio
exterior tenía lugar en un número reducido de mercancías. A pesar de va-
rias reformas aduaneras que, en el siglo XIX, hasta llegar a los años 70,
fueron cada vez más liberales, en 1841 había 657 mercancías cuya importa-
ción estaba prohibida. La reforma aduanera de aquel año 1841 las redujo
a 83; esto puede parecer una liberalización considerable, pero entre estas
83 mercancías figuraban casi todas las importantes por su cuantía en el co-
mercio exterior, como los cereales, los tejidos de algodón, la lana, los cal-
zados y los muebles. De manera que el comercio exterior se reducía a muy
pocos bienes.
El año 1868 tuvo lugar la Revolución llamada Gloriosa y creo que tam-
bién sería conveniente que los historiadores económicos la estudiasen. Fue
esencialmente la revolución de los liberales, de los partidarios radicales de
la economía de mercado y, como sabemos fue un fracaso, entre otras cosas,
porque los liberales iban políticamente aliados con los socialistas y los comu-
nistas y los anarquistas. En 1873 la monarquía de Amadeo de Saboya dio
paso a la primera República, ésta se descompuso en el cantonalismo, y el
resultado fue el golpe de Pavía y la Restauración en la persona de Alfonso XII.
También sería interesante estudiar cómo todo esto se pareció a lo que
veinte años antes había ocurrido en el resto de Europa. La revolución euro-
pea del año 1848, que no llegó a España porque el general Narváez lo impidió,
fue la revolución de los partidarios de la economía de mercado, pero curio-
samente aliados con los políticos y los partidos políticos de extrema iz-
quierda. Basta recordar que fue la ocasión de que Marx y Engels publicasen
su Manifiesto Comunista. Y también la Revolución del año 48 fue, política
y económicamente, un fracaso.
En 1869 se aprobó en España el arancel librecambista, obra del político
español más coherentemente partidario de la economía de mercado que ha
existido antes y después, Laureano Figuerola. En este arancel se suprimieron
todas las prohibiciones a la importación y a la exportación, se redujeron
considerablemente los impuestos de Aduanas y se previeron más reducciones
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de los mismos que tendrían lugar cada cinco años. De estas reducciones sólo
tuvo lugar la primera prevista, y ya en los años 70 la reacción proteccionista
que había tenido lugar en otros países de Europa repercute en España, de
manera que podemos decir que la época de predominio de la economía de
mercado fueron unos pocos años, desde 1869 hasta 1877. A partir de esta
fecha, las reformas arancelarias en España fueron cada vez más proteccio-
nistas hasta llegar a la autarquía de los años siguientes a 1939.
No se produce una reacción de tipo liberalizador del comercio exterior
hasta 1957; la liberalización ha continuado después con alternativas. Tam-
bién en la economía interna española, a partir de los años 70 del siglo pa-
sado hasta 1957, tuvo lugar una intensificación progresiva pero ininterrumpida
de la intervención estatal. En 1957 se inició un tímido movimiento liberali-
zador que después ha continuado con algún retroceso.
La consecuencia que quisiera sacar de todo esto, no es fatalista. Que Es-
paña sea un país tradicionalmente intervencionista no debe hacemos resigna-
dos a que el intervencionismo se perpetúe. Creo que hemos de combatir esta
tendencia, pero haciéndonos cargo de la importancia que ha tenido en la his-
toria y del dominio que ha ejercido en la mentalidad nacional. Hemos de
procurar marchar hacia la economía social de mercado con la mayor ilusión
y el mayor entusiasmo, pero con consciencia de las dificultades que encontra-
remos en nuestro camino.
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IV. LA POLITICA DE COMPETENCIA EN LA ECONOMIA
SOCIAL DE MERCADO (*)
El orden de Economía de Mercado se interpreta erróneamente tanto por
sus defensores como por sus enemigos, frecuentemente en términos parecidos.
Por ambas partes se identifica, en ocasiones, la economía de mercado con
la no actuación estatal ("laissez-faire" o estado gendarme). Los críticos de-
ducen de ello que no existe límite alguno para la explotación sobre todo de
aquellos partícipes débiles del mercado. Algunos de sus principales defen-
sores creen que solamente la renuncia a toda intervención estatal, e incluso
en el sector de la política de competencia, garantiza la libertad económica
individual como valor fundamental de una Economía de Mercado.
Ambas interpretaciones son falsas. Las experiencias acumuladas durante
varias décadas han demostrado que los órganos estatales tienen que realizar
funciones muy importantes en la Economía Social de Mercado. Sin el esta-
blecimiento de un orden de competencia estatal se producirían, de hecho,
distorsiones, es decir, un crecimiento constante de poder en la economía,
abusos sin límites del poder económico y con ello se desacreditaría el orden
de libertad a los ojos de numerosos participantes en el proceso económico.
Por otro lado, el que el Estado fije reglas generales para la competencia no
tiene nada que ver con el dirigismo. Naturalmente, no se puede excluir el que
los órganos estatales en ocasiones coloquen erróneamente las vías de la polí-
tica de competencia al prescribir, vinculantemente por su parte, el comporta-
miento económico individual (por ejemplo, al determinar los precios máximos)
en lugar de excluir meramente aquellos comportamientos que limiten la com-
petencia y evitar con ello que se cierren las áreas de actuación para las de-
cisiones individuales libres. Una tal política de competencia dirigista sería,
de hecho, una política contraria a la Economía de Mercado.
(*) Ponencia presentada por el Prof. Dr. Walter Hamm, Catedrático de la Universidad
de Marburg.
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A una política de competencia dentro de una Economía de Mercado per-
tenece, como primer elemento, la consideración de determinadas reglas de
actuación estatal que se expondrán a continuación. Con el fin de que la po-
lítica de competencia pueda alcanzar los objetivos fijados se deben realizar, en
segundo lugar, algunas condiciones. A este respecto, debe remitirse sobre todo
a la estabilidad monetaria. Pero, antes de entrar en estas cuestiones, parece
adecuado señalar algunas características sobre la importancia y los objetivos
de la política de competencia estatal en una Economía Social de Mercado.
1. IMPORTANCIA Y OBJETIVOS DE LA POLlTICA DE COMPETENCIA
La Economía Social de Mercado se diferencia de todas aquellas formas
de planificación autoritaria estatal y de dirigismo de la economía sobre todo
en que: ésta asegura en gran medida la libertad individual. Sin embargo,
esta libertad no puede ser una libertad sin límites. En todas aquellas situa-
ciones en que los hombres colaboran estrechamente se precisan unas reglas
fijas que deben de mantenerse. La libertad individual en una Economía So-
cial de Mercado no debe de equipararse con una no intervención completa
de los órganos estatales. Y ¿cómo puede garantizarse la libertad individual
a pesar de la actividad estatal?
La contestación a esta pregunta puede ser la siguiente: los órganos es-
tatales fijan sólo determinadas prescripciones-marco que delimitan los cauces
de la actuación individual, pero que no prescriben en ningún caso un compor-
tamiento determinado. Los límites se fijan de tal manera que la actuación
individual no pueda llevar a una desventaja para el conjunto. Dentro de los
límites así establecidos, cada individuo puede actuar libremente con el fin
de alcanzar sus objetivos individuales, con aquellos comportamientos que él
mismo elija. Esto tiene validez tanto para el oferente como para el deman-
dante de bienes y servicios.
Dentro del grupo de prescripciones-marco más importantes de una Econo-
mía Social de Mercado, destaca el ordenamiento de la competencia. Este orden
de competencia, no tiene sólo como función el cuidar de que se disponga de
reglas de juego correctas y el garantizar a cada individuo el desarrollo libre
en su actuación económica. A la libertad económica pertenece, también, la
oportunidad de poder elegir entre diferentes posibilidades sin que se ejerza
por ninguna parte una obligatoriedad arbitraria. La competencia se ha mos-
trado como un instrumento eficaz que evita el abuso de poder económico.
El ordenamiento de la competencia prevé, por tanto, la prohibición de com-
portamientos que limiten la competencia. Otras prescripciones-marco estatales
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para la actuación económica individual afectan, entre otras, a la seguridau
pública, a la protección del medio ambiente y a las regulaciones sociales.
El orden de competencia no solamente cuida de la protección frente al
abuso del poder económico, sino también de los atractivos eficaces, mediante
la continua persecución de los competidores, para poderse sobreponer a la
competencia, asegurando un aprovisionamiento, ajustado a las necesidades,
bueno y barato. Sólo cuando los bienes producidos y los servicios prestados
corresponden a las necesidades del comprador, pueden alcanzar los empresa-
rios sus objetivos de renta. La producción de artículos invendibles no se
remunera. En la competencia sólo consiguen imponerse aquellos que pueden
ofrecer bienes mejores o parecidos a los de la competencia. La competencia
provoca, por consiguiente, una adaptación constante y una obligatoriedad de
aportaciones reales.
De esto pueden deducirse las características típicas de los procesos de
competencia, que pueden definirse con las palabras "penetración" y "perse-
cución". La competencia crea la oportunidad de obtener beneficios anticipa-
dos a aquellas empresas que actúan de forma innovadora. Si se demuestra
que los empresarios pioneros obtienen éxito, obligan necesariamente a la com-
petencia a imitarles. Un conocimiento superior se difunde en los procesos de
competencia y se impone. Con ello se nivelan los beneficios de los innovado-
res, lo que provoca a su vez fuertes atractivos para impulsos nuevos de in-
novación. Estos procesos no tienen validez solamente en las innovaciones de
productos, sino también en las innovaciones de procedimientos. Los bene-
ficios procedentes de innovaciones pueden conseguirse mediante una utiliza-
ción económica de los factores de producción. La competencia constituye, por
tanto, un procedimiento muy eficaz para descubrir hechos que permanecerían
desconocidos sin competencia (von Hayek).
Los procesos de competencia se caracterizan, frente a todas las formas de
planificación y dirección estatal de la economía, por el hecho de que poseen
una trayectoria extraordinariamente dinámica y ofrecen unas tasas elevadas
de progreso. Los comportamientos individuales, elegidos libremente (en el
orden estatal establecido, en el campo de la competencia, de la Seguridad So-
cial, de la seguridad pública, del medio ambiente, etc.), facilitan la utilización
de los conocimientos económicos ampliamente dispersos en tal medida que no
es posible encontrarla en ningún otro orden económico. Ya en la propia pla-
nificación estatal de la estructura económica, en términos parecidos a la pla-
nificaci6n francesa, se limita seriamente la posibilidad de actuaciones individua-
les independientes. Si las instancias estatales son las que determinan, en
primer lugar, la dirección y volumen de las inversiones y de la producción,
las ideas y el conocimiento pueden ser muy poco utilizados. Una parte fun-
damental del conocimiento descentralizado se utilizará necesariamente de forma
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ineficiente. Incluso, las instalaciones modernas de elaboración y transforma-
ción de datos electrónicos no pueden abarcar las corrientes de ideas nuevas
de cientos de empresarios, elaborarlas y analizarlas para hacerlas útiles a una
instancia central. Una amplia utilización del conocimiento individual solamente
es posible cuando se concede libertad individual para la actuación. Para coor-
dinar las actuaciones individuales se utiliza un mecanismo de coordinación
(von Hayek) que permita, lo más ampliamente posible, un juicio impersonal,
que no dependa de enjuiciamientos individuales y que coordine los esfuerzos
individuales, mecanismo que corresponde al sistema de precios en una eco-
nomía de competencia organizada en base del mercado.
2. FUNCIONES Y LIMITES DE LA POLITICA DE COMPETENCIA
ESTATAL
¿Cuáles son, por tanto, las reglas generales que constituyen en su conjunto
el Orden de Competencia 7
a) Prohibición de cárteles
En primer lugar, debe mencionarse la prohibición de todas las limitaciones
de la competencia basadas en cárteles o en comportamientos acordados pre-
viamente. Los cárteles limitan las posibilidades de elección de los partícipes
en el mercado. Las empresas renuncian a la utilización de la competencia en
uno o en todos los parámetros de acción del sector. Como consecuencia, los
partícipes en el mercado no son libres en la elección de su comportamiento.
Al mismo tiempo surge el poder colectivo que no se controla ya o por lo
menos no suficientemente mediante la competencia.
b) Controles de los acuerdos empresariales
La competencia no sólo se elimina o se limita mediante acuerdos entre
competidores o mediante acuerdos en los comportamientos, sino que tam-
bién mediante fusiones empresariales se puede alcanzar el mismo objetivo.
Por lo que también pertenecen al orden de competencia todas las actividades
y medidas que prohiben aquellas posiciones de poder económico limitadoras
de la competencia que facilitan las fusiones empresariales. En este grupo de
medidas no solamente se debe de considerar la compra de la competencia
por parte de empresas dominadoras del mercado (concentración horizon-
tal de empresas). Surge también el poder económico mediante la concen-
tración vertical de empresas y mediante la formación de grandes konzern mix-
tos que no pueden ser controlados satisfactoriamente por la competencia.
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e) Supervisión sobre las grandes empresas con poder económico
En cuanto surgen grandes empresas con poder económico, se ha de cuidar
que este poder económico no se utilice para perjudicar a la competencia o a
los otros partícipes. Es aquí donde deben prohibirse comportamientos que
sólo puedan utilizar con éxito económico aquellas empresas dominantes del
mercado (por ejemplo, boicot, discriminación de precios, condiciones específi-
cas de contrato). En segundo lugar, se ha de examinar si tales empresas utilizan
el poder económico para limitar la competencia de forma que dificulten la en-
trada de nuevos competidores en los mercados o que obliguen a los competi-
dores existentes, mediante amenazas, a comportamientos más satisfactorios.
Tales prácticas, que perjudican la competencia, no pueden ser permitidas dentro
de una Economía Social de Mercado.
d) Prohibiciones de prácticas de competencia incorrectas
Las instancias estatales han de cuidar, además, que todos los partícipes
en la competencia utilicen prácticas correctas. La difamación de los competi-
dores, la crítica injusta de los productos de la competencia, el equívoco en
las partes contractuales y otros comportamientos parecidos deben ser prohi-
bidos.
e) Limitación de las intervenciones estatales en la competencia
Frecuentemente, las limitaciones a la competencia se deben a intervenciones
estatales. Los Gobiernos de muchos países utilizan un amplio instrumentario
cuyos efectos son limitadores de la competencia. El poder estatal, impuesto
obligatoriamente, puede ser capaz de limitar de una forma más eficaz la com-
petencia de lo que podría lograrse a través de contratos privados o comporta-
mientos acordados. Por ello, una revisión crítica de todas las limitaciones
procedentes de la entidad estatal deben ser consideradas especialmente. Fre-
cuentemente se practican intervenciones estatales de las que deben desta-
carse:
- La prohibición de entrada de nuevos competidores al mercado (no se
autoriza la actividad económica) o el dificultarla en gran manera (ele-
vadas exigencias para la entrada de nuevos competidores). Y puesto
que los mercados abiertos (el derecho a un libre ejercicio profesional)
constituyen una de las condiciones más importantes de libertad econó-
mica individual y corresponde a una competencia eficaz, deben enjui-
ciarse de forma muy crítica todas aquellas limitaciones de entrada al
mercado de tipo estatal.
Las ampliaciones de capacidad se supeditan frecuentemente a una autori-
zación estatal. Es, a su vez, un hecho frecuente el que tales medidas
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estatales se exigen por empresarios o se apoyan, porque una limita-
ción de la oferta limita la competencia y facilita beneficios especiales
derivados de situaciones de escasez. Estos beneficios especiales no se
obtienen por consideraciones de una aportación económica superior y
no pueden ser nivelados por un proceso de competencia. No tienen nin-
guna función y desacreditan totalmente a la Economía de Mercado.
- Los precios se fijan vinculantemente por órganos estatales. La compe-
tencia de precios legales entre las empresas se elimina de esta manera.
y puesto que el precio constituye un instrumento muy importante de
las estrategias de competencia, la fijación de precios por parte del Es-
tado reduce notablemente los procesos de competencia. Las empresas
con gran capacidad de aportaciones reales a los mercados, tropiezan
con dificultades para aportar a los mismos su superioridad en compara-
ción con la competencia en cuanto al precio. La selección competitiva
(eliminación de las empresas menos eficaces) funciona muy mal. A los
participantes en el mercado se les quita la posibilidad de conseguir
ventajas en base a comportamientos adecuados.
- Se limita la competencia de los oferentes extranjeros mediante restric-
ciones de las importaciones. Se refiere esta actuación, sobre todo, a los
derechos aduaneros y a las limitaciones cuantitativas a la importación
(contingentes), pero también al gran número de restricciones adminis-
trativas a la importación. Una competencia competitiva de más allá de
las fronteras ejerce un efecto vivificador muy especial y eleva la ca-
pacidad de las empresas nacionales. Este es un motivo fundamental
para el crecimiento rápido de los niveles de vida en los países de la
Comunidad Económica Europea.
- Allí donde se consideran como adecuados los monopolios jurídicos por
distintos motivos (por ejemplo, en los suministros públicos de energía
y diferentes sectores de transportes) se limita, además frecuentemente, la
competencia de sustitución (así, por ejemplo, la competencia del tráfi-
co de carretera para proteger a las empresas estatales del ferrocarril).
Se acentúan las posiciones monopolistas. Y puesto que la supervisión
del abuso por las autoridades de cárteles tropieza con grandes difi-
cultades, puede considerarse que las limitaciones de la competencia sus-
titutiva son especialmente negativas. La mayoría de las veces existe
la posibilidad de incluir elementos de competencia en los sectores ex-
cepcionales o exceptuados de la política de competencia (por ejemplo,
concediendo concesiones de tráfico de líneas de transportes solamente
para períodos determinados de tiempo y concursos abiertos para la
concesión de nuevas autorizaciones limitadas).
Resumiendo, puede decirse con respecto a las limitaciones sobre la com-
petencia, dispuestas por la actuación estatal, que limitan la libertad económica
de oferentes y demandantes, frecuentemente en forma indefendible. Sobre todo
porque no se consideran los efectos negativos a largo y medio plazo. Las limita-
ciones prescritas estatalmente con la competencia poseen la mayoría de las
veces efectos de conservación estructural, evitan la posible transformación de
los factores en los sectores productivos con alta productividad y, al propio
tiempo, dificultan los posibles crecimientos de las rentas de amplios sectores
de la población.
f) Límites de la política de competencia estatal. El ejemplo de la supervisión
de precios
Sin lugar a duda, existen también en la República Federal de Alemania
signos de degeneración de la política de competencia. Estos efectos pueden
definirse con la referencia a que las autoridades de cárteles se han conver-
tido en un tipo de comisarios de precios, que fijan cuáles deben ser los
precios y los beneficios. Y es por esto que aquellas empresas con una posi-
ción fuerte de mercado se ven sometidas de forma creciente a un control de
su política de precios. Si estas tendencias consiguen afianzarse, los precios
no se configurarán ya en los mercados sino en los despachos de las autoridades
de la oficina de cárteles. Las consecuencias notables sobre la libertad indivi-
dual en cuanto al aprovisionamiento de los clientes, en cuanto a la capacidad
de los oferentes, constituyen todos ellos, a su vez, efectos sobre la asignación
de los factores de producción y sobre el crecimiento económico. La supervisión
de precios y las correcciones, por parte de las autoridades de cárteles, de los
precios de aquellas empresas que tienen una posición fuerte en el mercado
significan la rotura con un principio básico de la política de competencia
estatal en la economía social de mercado. Si bien es cierto que las autoridades
de cárteles tienen la función de vigilar y, en su caso, aplicar las reglas fijadas
por el Estado como marco para la competencia, su función no es, sin embargo,
el prescribir en lugar de las empresas comportamientos concretos. A estos
efectos les falta competencia y responsabilidad.
En todos los casos en los que se ha procedido contra supuestos abusos
de precios demasiado elevados, las autoridades de cárteles no han considerado:
a) que ni han sido pagadas las elevadas aportaciones extraordinarias de
una empresa con sus correspondientes precios y beneficios, o que
b) una escasez transitoria de la oferta ha elevado los precios y los bene-
ficios, o que
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c) las limitaciones privadas o estatales de la competencia han sido las
causas de precios altos y beneficios elevados.
En los casos a) y b) corresponden, a los precios y beneficios elevados, una
función de economía de mercado muy importante (atractivo económico; ra-
cionamiento a través del precio con atractivos para eliminar estrangulamientos).
En el caso c), la función de los órganos estatales consiste sólo en eliminar
las limitaciones de la competencia y en devolver la capacidad funcional en
su totalidad a la competencia. Con ello, se lucha indirectamente y de forma
defendible, desde el punto de vista de la Economía de Mercado, contra los
precios elevados sin que las autoridades de cárteles se conviertan en comisa-
rios de precios.
g) ¿Contrapoder en el mercado en lugar de política de competencia estatal?
Es frecuente encontrar la opinión de que las reglas estatales para la com-
petencia y las autoridades de cárteles son superfluas cuando se permiten cár-
teles y fusiones empresariales como medio para compensar el poder económico
desde el otro lado. El abuso de poder se elimina de esta manera. Estos con-
trapesos de poder en el mercado se configuran por propia iniciativa de la
economía. La función del Estado sería no evitar la creación de estos contra-
poderes del poder en el mercado, sino incluso de fomentados.
Aunque a primera vista esta impresionante idea de Galbraith presenta se-
rios problemas, la tesis de que el poder en el mercado automático crea
contrapoder puede contrarrestarse empíricamente. Sobre todo los consumido-
res no se encuentran, generalmente, en la situación de poder configurar con-
trapoderes eficaces. El comercio al por menor o los Sindicatos no pueden ser
los abogados de los consumidores, ya que poseen intereses propios que en
casos de conflicto se han demostrado como muy superiores en comparación
a los intereses de los consumidores. Y puesto que el poder económico de la
parte oferente y de la parte demandante varía constantemente con el ritmo co-
yuntural (mercados de compradores-mercados de vendedores), solamente pue-
den llegarse a configurar situaciones de neutralización del poder mediante
contrapoder en el mercado en períodos largos y, a su vez, para períodos de
corta duración. Y puesto que la adaptación a las modificaciones permanentes de
las relaciones de mercado precisan tiempo, no puede esperarse en este sentido
una neutralización del poder en el mercado.
A las oscilaciones coyunturales deben añadírsele además variaciones estruc-
turales imprevistas y progreso técnico que ejercen, al mismo tiempo, influen-
cia en el poder económico. El principio de contrapoder descuida las cues-
tiones de la competencia intraindustrial, que posee una importancia decisiva
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para la libertad de elección de los contratantes y para el incremento de la ca-
pacidad productivo. Y puesto que aquel sector económico más concentrado
ofrece la magnitud de medida para la configuración de contrapoder en todos
los sectores económicos restantes, se llega a un notable incremento de la
concentración. Otras complicaciones adicionales se derivan de la inclusión de
las relaciones económicas con el exterior. En la industria transformadora
y en el sector de servicios la configuración de contrapoderes en el mercado
con igual peso, tropieza con dificultades insalvables como consecuencia de
la magnitud en la diferenciación de los productos. Estos y otros nume-
rosos obstáculos permiten considerar que el principio de contrapoder en
el mercado no es una alternativa a la política de competencia estatal. La liber-
tad económica se limita de forma muy notable disminuyendo la capacidad
competitiva de la economía.
3. CONDICIONES BASICAS PARA EL FUNCIONAMIENTO
ADECUADO DE LA POLITlCA DE COMPETENCIA ESTA TAL
El orden de competencia solamente consigue alcanzar el objetivo perseguido
cuando se dan al menos dos condiciones fundamentales. La primera es que el
valor monetario debe ofrecer un mínimo en estabilidad y la segunda que tie-
ne que merecer la pena superar a la competencia; en otras palabras: los atrac-
tivos para un comportamiento competitivo tienen que ser eficaces. Refirámo-
nos a estas dos condiciones a continuación.
a) Garantía de la estabilidad monetaria
Cuando se dan tasas de inflación elevadas, éstas constituyen una caracte-
rística de que la demanda económica global se anticipa a las posibilidades
de producción. Un exceso de demanda no significa otra cosa que no existe
para los oferentes ninguna dificultad de ventas. Se les quitan las mercancías
de sus manos. No se precisan esfuerzos de ventas. Pero también aquellos
productores con una eficacia económica inferior, pueden vender sus productos
y conseguir notables rentabilidades. Las sanciones de la competencia, esto es,
las pérdidas y eliminación de la competencia, no son eficaces. Especial-
mente no funciona satisfactoriamente la competencia de precios. La cuestión
de cómo se puede alcanzar una mayor estabilidad de precios y con ello también
una eficacia competitiva mayor, vamos a señalarla brevemente. Tal como de-
muestra la experiencia en docenas de países del mundo occidental, una
política estatal de congelación de precios y salarios es inapropiada para
resolver el problema de la inflación. Si con decretos estatales se evita el que
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los precios crezcan, lo único que se consigue es destruir el instrumento de
medida que marca aquellos valores elevados que no se desean. Solamente se
curan los síntomas si se combaten las causas propiamente dichas de la infla-
ción. Una congelación de precios y salarios congela la relación de precios his-
tóricos, evita las modificaciones de la demanda y de la competencia confor-
mes a las relaciones de precios y lleva a una fuerte desorganización de la eco-
nomía, y ello tanto más cuanto más dure. Los estrangulamientos en aprovisiona-
miento y la canalización errónea de los elementos productivos, son la consecuen-
cia principal. Las experiencias con la reglamentación de precios en Alemania
entre 1936 y 1948, así como las experiencias con las congelaciones de precios en
casi todos los países del mundo occidental en las últimas fases de altas infla-
ciones (1974 a 1976) confirman, de forma unívoca, esta afirmación. Además, por
otro lado, se ha demostrado que solamente una política de dinero escaso es
apropiada para combatir la inflación. Bien es cierto que, como consecuencia de
los inevitables retrasos en apreciarse los efectos, los resultados no se alcanzan
de hoy a mañana.
b) Creación o mantenimiento de atractivos eficaces
Los procesos de competencia exigen la disposición de los individuos para
superar a los competidores y alcanzar de esta manera sus propios objetivos. Estos
comportamientos sólo se encuentran cuando los riesgos de las avanzadas de
la competencia no son superiores al resultado alcanzable y cuando merece la
pena el esfuerzo utilizado. Los beneficios provenientes de la eficacia econó-
mica -uno de los atractivos más importantes de un orden de Economía de
Mercado- se condenan, sin embargo, frecuentemente, lo que implica el no
considerar adecuadamente que los beneficios provenientes de la eficacia so-
lamente se consiguen mientras una empresa pueda satisfacer mejor las ne-
cesidades o más baratas que sus competidores. Los beneficios provenientes
de una mayor eficacia son, por consiguiente, un precio para la aportación
destacada del conjunto. Si se elimina este premio no existe ya motivo alguno
para que el empresario pueda arriesgarse a riesgos elevados como consecuen-
cia de esta penetración en un nuevo terreno técnico-organizativo y económico y
con ello contribuir al progreso.
Las experiencias de los últimos años -también en la República Federal de
Alemania- demuestran que es difícil asegurar una plena ocupación y un pro-
ceso dinámico de competencia o bien restablecerlo cuando se han disminuido
notablemente y de forma sistemática los beneficios, con lo que disminuye la
propensión a la inversión por parte de las empresas. Por ello, la política sa-
larial de los Sindicatos, pero también la política fiscal, poseen una importan-
cia decisiva para el desarrollo de las fuerzas de la competencia. Solamente
48
una política salarial mesurada de los Sindicatos, en los años 1978 y 1979, ha
constituido en la República Federal de Alemania la premisa para una actua·
ción inversora importante, desde el punto de vista de la entidad privada. Una
mayor carga fiscal que canalice los beneficios predominantemente a la Caja del
Estado y que signifique que el riesgo de la pérdida, por el contrario, sola-
mente lo soporta la empresa reduce igualmente la iniciativa empresarial. Y
por último se deben mencionar también los riesgos políticos que surgen por
el hecho de existir poca claridad sobre el camino futuro de la política eco-
nómica, social y fiscal. Para eliminar la desgana inversora puede contribuir
de forma decisiva el Gobierno de un país.
4. CONCLUSION
El orden de competencia crea libertad económica individual y, con ello,
puede caracterizarse el paralelismo que necesita la libertad política en una
democracia parlamentaria. Los procesos de competencia ayudan a controlar
las posiciones de poder económico y deben de contribuir, al mismo tiempo,
a una adaptación permanente en las cambiantes necesidades y a una presión
hacia mayor eficacia en cuanto a las empresas. Una dinámica elevada de los
procesos de competencia, progreso y elevación del bienestar no se produce de
forma automática. La competencia debe de interpretarse más bien como fun-
ción; sobre todo, como función para las instalaciones estatales.
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v. LA INDEPENDENCIA DEL BANCO EMISOR (*)
El objetivo estabilidad del nivel de precios no falta en ninguno de los
catálogos de objetivos de los diferentes países dentro de la política económica
general; el instrumentario de la política coyuntural o bien de una dirección
globalizada de la economía, consiste, además, sobre todo, en las medidas de
la política monetaria y de la política fiscal, cuyos responsables son, por una
parte, el Banco Emisor, por otra parte, el Gobierno. Con esta primera or-
denación puramente formal terminan, sin embargo, los aspectos comunes.
Existen diferencias fundamentales en cuanto a las prioridades con las que
se deben perseguir los diferentes objetivos; numerosos países dan pre-
ferencia a la plena ocupación sobre la estabilidad del valor monetario. Sin
duda, han pasado ya los tiempos en los que se podía partir de un conflicto a
largo plazo entre la lucha contra el paro y la inflación, tal como parece plan-
tear el denominado teorema de Phillips. El canciller alemán, Helmut Schmidt,
expresó su prioridad al comienzo de los años 70, en su calidad de Ministro
de Hacienda, en la campaña electoral frecuentemente bajo el denominador
simplificado: "es preferible un 5 por 100 de incremento de precios que un
5 por 100 de paro". Entre tanto, sin embargo, el propio canciller ha dejado
a un lado esta idea simple al demostrarse, sin lugar a dudas, que una política
inflacionista, en el mejor de los casos, es válida a corto plazo para elevar el
nivel de empleo a costa de la estabilidad de precios; los efectos de incremento
de ocupación se absorben, sin embargo, rápidamente de manera que la eco-
nomía se encuentra pronto en una situación en la que tanto la tasa de infla-
ción como el paro se encuentran a niveles muy superiores a los precedentes.
y si en un país se ha implantado, en una primera fase, un proceso de acopla-
miento a la inflación, se ajustan entonces, sin demora y frecuentemente, los sa-
larios a la velocidad del crecimiento de los precios o incluso se apresuran a
ir por delante; un incremento de la ocupación no puede conseguirse entonces, ni
siquiera a corto plazo, a través de una política inflacionista.
(*) Ponencia presentada por el Prof. Dr. Otmar Issing, Catedrático de la Universidad
de Wiirzburg.
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Incluso en Gran Bretaña, como país que ha perseguido especialmente de
forma intensiva y durante mucho tiempo una filosofía y una práctica de la
política de ocupación, muy cercana a las ideas del teorema de Philips, se ha
aceptado paulatinamente el conocimiento de que la plena ocupación no pue-
de a1canzarse a largo plazo a costa de la estabilidad monetaria. Esta opinión
la formuló el entonces primer ministro inglés Callaghan en el Congreso de su
partido el 18 de septiembre de 1976 en Blackpool de la siguiente manera:
"éramos de la opinión de que se podía mejorar la ocupación simplemente me-
diante una disminución de los impuestos y una elevación de los gastos gu-
bernamentales y con ello salir de la recesión. Quiero decirles, con toda sin-
ceridad, que ya no existe esta opción y que esta política no consigue otra
cosa que inyectar inflación en la economía. Y cada vez que esto sucedía,
se ha producido un incremento de las cuotas medias de paro. Una infla-
ción creciente lleva, consecuentemente, a un paro creciente. Esta es la his-
toria de los últimos veinte años".
De acuerdo con la experiencia práctica actual y los conocimientos teóricos,
la importancia del mantenimiento de la estabilidad monetaria no puede dis-
cutirse hoy ya con la mera referencia a los conflictos inevitables con el obje-
tivo plena ocupación. Ninguna diferencia de opinión debe o puede existir
sobre el hecho de que la evolución de los precios en un país depende fun-
damentalmente de la política monetaria y, con ello, también del compor-
tamiento del Banco Emisor. Por ello, se plantea, hoy más que nunca, la cues-
tión de cuál es la posición del Banco Emisor frente al Gobierno como respon-
sable de la política fiscal.
1. LA POSICION DEL BANCO EMISOR
En las relaciones entre Gobierno y Banco Emisor, no solamente debe de
pensarse en muchas variantes; en la práctica de muchos países se realizan y
se aplican regulaciones de la más diversa índole. Es de interés a este res-
pecto diferenciar entre las dependencias o bien independencias personales y
materiales (funcionales).
A nivel de decisiones personales abarca la posible influencia del Estado
desde el nombramiento hasta la destitución de la dirección del Banco Emi-
sor. La existencia de períodos de dirección en el Banco Emisor suficiente-
mente largos, o las posibilidades de destitución más o menos diferenciadas,
son tan importantes como la cuestión sobre cuáles son las instancias que
en cada caso la componen (Jefe de Estado, Gobierno, Parlamento, etc.), o
bien, hasta qué punto el Gobernador del Banco Emisor puede ser destituido
de su puesto dentro del período para el que ha sido elegido.
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En cuanto a la dependencia (independencia) material o funcional, se trata
de considerar hasta qué punto el Banco Emisor es independiente en cuanto
a la utilización del instrumentario de la política monetaria. Aquí se pueden
apreciar situaciones de los Bancos Emisores en posiciones extremas, que de
iure o de facto están o pueden considerarse como supeditadas al Gobierno, la
mayoría de las veces al Ministerio de Hacienda, y aquellos otros bancos emi-
sores que son totalmente independientes de las intervenciones del ejecutivo.
Entre estas dos situaciones extremas se encuentra un derecho de cooperación
o codecisión del Gobierno que posee una capacidad de aprobación de los
acuerdos del Banco Emisor o la posibilidad del veto.
2. EL EJEMPLO DEL BANCO FEDERAL ALEMAN
Las funciones y poderes del Banco Central Alemán, como el Banco Emisor
de la República Federal de Alemania, se encuentran reguladas en la ley del
Banco Emisor del año 1957. Según el artículo 3 de esta Ley, posee el Banco
Emisor la función de asegurar la moneda, entendiendo como tal garantizar la es-
tabilidad del valor monetario en el interior (nivel de precios) y en el exterior
(tipo de cambio). La competencia para decidir sobre la utilización del instrumen-
tario de la política monetaria, se encuentra en el Consejo del Banco Emisor
como órgano supremo del Banco Federal. La relación entre Gobierno y Banco
Emisor queda regulada en el artículo 12: "El Banco Central Alemán está obliga-
do, garantizando su función, a apoyar la política económica general del Gobierno
Federal. En el ejercicio de sus poderes, poderes que le son competentes por
ley, es independiente en su actuación de las instrucciones del Gobierno Fede-
ral". El ministro Federal tiene ciertamente el derecho de participar en las sesio-
nes del Consejo del Banco Emisor, pero no dispone del derecho de voto; lo
que puede exigir solamente es que los acuerdos del Banco Emisor puedan ser
demorados catorce días en su implantación.
Con lo que el Banco Emisor posee autonomía en la utilización de su instru-
mentario de política monetaria y, con ello, la independencia material del Go-
bierno Federal. Al mismo tiempo señala claramente la Ley que el Banco Fede-
ral tiene que apoyar la política económica general del Gobierno en tanto y cuan-
to esta política sea compatible con la garantía de sus funciones; en principio,
esto significa que otros objetivos como la plena ocupación, así como el objetivo
de un crecimiento económico apropiado y constante tienen también validez para
el Banco Emisor; por ello, solamente en cuanto no surja ningún conflicto inevi-
table con la función "de asegurar el valor monetario".
En lo que se refiere al nombramiento del sucesor del actual presidente del
Banco Federal, en los últimos tiempos se ha discutido mucho el problema de la
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independencia personal. El legislador ha intentado evitar una reducción de la
independencia material al buscar una fórmula de nombramiento que tenga en
cuenta el carácter federativo de la República Federal y que, además de la Fede-
ración, también los distintos países federados posean un derecho de codeci-
sión a la hora del nombramiento de los miembros del Consejo Ejecutivo del
Banco Emisor. Además, la existencia de un período de actuación relativamente
largo, de ocho años, significa una cierta garantía para la independencia perso-
nal de los miembros de este Consejo Ejecutivo del Banco Emisor.
3. LA ARGUMENTACION EN FAVOR DE UNA AUTONOMIA
DEL BANCO EMISOR
La República Federal de Alemania se considera actualmente, en base a esta
independencia del Banco Emisor, como un "caso modelo" para una regulación
óptima de la posición del Banco Emisor dentro de la estructura estatal. De
gran importancia para esta interpretación ampliamente difundida es, natural-
mente, también el hecho de que la evolución del valor monetario en la Repúbli-
ca Federal de Alemania, ha discurrido, en períodos· suficientemente largos, de
forma más favorable a lo que ha sucedido en otros países occidentales.
Sin duda, el ejemplo del Banco Emisor alemán no puede ser traspasado sin
más a otros países. Por lo tanto, se trata a continuación de discutir los argu-
mentos en pro y en contra de una independencia del Banco Emisor desde un
punto de vista general, utilizando, naturalmente, los puntos de referencia, que
facilita la experiencia en la República Federal de Alemania, como argumentos.
Las exigencias de una autonomía del Banco Emisor se fundamentan, sobre
todo, por el hecho de que precisamente en una democracia parlamentaria, el
objetivo de la estabilidad monetaria es el que se encuentra en mayor peligro. El
Gobierno se encuentra, frecuentemente, inclinado a "resolver" las dificultades
presupuestarias con la ayuda de la impresora monetaria; y, sobre todo, en pe-
ríodos previos a las elecciones, en que la presión de los grupos de intereses se
acentúa para que se realicen deseos específicos en materia de política presupues-
taria. Todo Gobierno estará, a su vez, interesado en conseguir una situación
económica lo más positiva posible en el momento de las elecciones generales,
esto es, sobre todo, en reducir al máximo la cuota de paro -las consecuencias
negativas sobre la evolución del valor monetario surgirán a ser posible en un
momento posterior, y pueden ser encubiertas, si es necesario, mediante interven-
ciones administrativas (fijación de precios)-. La política fiscal resultante de
este comportamiento lleva a los "ciclos políticos", 10 que implica un amplio do-
minio de la creación de dinero monetario por el Banco Emisor, según las exigen-
cias del Gobierno.
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De esta manera, se da que un objetivo muy importante no tiene defensores
políticos efectivos, ya que, no es posible organizar el interés general existente
en la estabilidad de precios. La decisión sobre una independencia del Banco
Emisor, con la que se trata de que la política monetaria quede fuera de la cons-
telación mencionada, corresponde a un tipo de "pérdida de poder" deseada del
Parlamento o bien del Gobierno o como un acto con el que se transfiere la ga-
rantía de un objetivo de la política económica general a una institución inde-
pendiente de intereses políticos específicos dirigido por expertos.
El anterior presidente del Banco Emisor alemán, Klasen, ha formulado el
problema en los siguientes términos: "El Banco Federal en una democracia
debe ser independiente en sus decisiones, consistiendo su función básica en
apoyar la política económica del Gobierno. Esta independencia es necesaria, ya
que sin ella determinadas decisiones no pueden ser adoptadas. Donde no existe
independencia será siempre muy difícil adoptar decisiones impopulares. Pero
es que, además, es bueno para un Gobierno que determinadas cosas sobre las que
no puede decidir por dificultades párlamentarias o de política electoral, se trans-
fieran a un gremio que no actúe desde el punto de vista de consideraciones elec-
torales, sino que desde una posición independiente trate de actuar buscando la
decisión objetiva más apropiada".
Desde el punto de vista político, las decisiones sobre un Banco Emisor in-
dependiente corresponden a un proceso de autolimitación consciente que trata
de garantizar una función muy importante para el bien común frente a intereses
especiales, a instituciones que no son afectadas por estos intereses; la política
monetaria se extrae del juego político y se lleva por "expertos" casi neutrales
que, en base a su competencia objetiva, adoptan las decisiones más apropiadas
desde el punto de vista económico y, con ello, lo que tratan de garantizar es
la estabilidad del valor monetario.
La defensa de un Banco Emisor independiente se basa, sin duda, en la pre-
misa de que esta institución ha recibido, por parte del legislador la fija-
ción unívoca del objetivo, o formulado de otra manera: no sería posible,
políticamente, exigir que la autonomía del Banco Emisor debiera abarcar tam-
bién la elección de los objetivos de la política monetaria. Por ello, tiene una
importancia significativa la definición de los objetivos por el legislativo; cuan-
to más difusa sea la fijación de objetivos tanto más amplia es la zona de juego
del Banco Emisor, pero también tanto mayor es el peligro de que el Banco
Emisor se vea arrastrado a las diferentes políticas en cuanto a las prioridades
entre los distintos objetivos divergentes. Pero cuanto más restringido y preciso
sea, por otra parte, la formulación de las funciones de la política monetaria,
más atención debe darse a la cuestión de hasta qué punto el Banco Emisor
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se encuentra, o bien puede encontrarse, en la situación, de cumplir las expec-
tativas que en él se han puesto.
4. EL INSTRUMENTO APROPIADO
Un Banco Emisor sólo podrá realizar las funciones que se le han transferi-
do, cuando disponga del suficiente instrumentario apropiado para la realización
de su política. En otras palabras, esto significa que pueda controlar realmente
las magnitudes monetarias decisivas-denominadas hoy como objetivos inter-
medios de la política monetaria-o Si no se pueden utilizar las armas de la po-
lítica monetaria, éstas no son apropiadas, de acuerdo con los deseos del Banco
Emisor, para alcanzar determinados objetivos; también incluso, para aplicarlos
realmente, lo que significa que no existe en realidad la independencia. Un
Banco Emisor "sin poder" por falta de competencias, no puede traducir un su-
puesto estatuto de autonomía en la aplicación de una política monetaria efec-
tiva propia; las diferencias con una institución sometida a los deseos del Go-
bierno son ya, en estos casos, de carácter secundario.
A este respecto juega el papel más importante, sin duda, el dominio del
volumen monetario por parte del Banco Central. Esta magnitud se encuentra
en peligro en la medida en la que el Gobierno tenga acceso a la creación de
dinero; la independencia del Banco Emisor debe protegerse, precisamente,
ante abusos de este tipo. Un obstáculo en el control del volumen monetario
por el Banco Emisor puede ser, sin embargo también, un instrumentario insu-
ficiente porque el volumen de la oferta monetaria puede verse determinado am-
pliamente por influencia de los institutos de crédito.
Por último, existe la posibilidad de que el Banco Emisor pierda el control
de la oferta monetaria como consecuencia de las influencias del comercio ex-
terior. También en este campo, puede remitirse a la experiencia del Banco
Emisor alemán, pero, concretamente en este aspecto con una base práctica-
mente negativa. Mientras existió una paridad fija frente al dólar-USA, el Banco
Emisor se vio obligado siempre a comprar grandes cantidades de divisas en
los mercados y actuar con una política contraria a sus propias intenciones de
orientar el curso de su actuación a la estabilidad de precios. Solamente cuando
consiguió pasar a una flotación en la primavera de 1973, le fue posible, al
Banco Emisor, aplicar, consecuentemente, una política monetaria orientada a
la estabilidad. Con esta base de fondo, deben analizarse las sospechas amplia-
mente difundidas de que el nuevo sistema monetario europeo puede poner al
Banco Emisor ante problemas semejantes.
La independencia del Banco Emisor, por sí misma, no ofrece, en ninguno de
los casos, una garantía de que la política monetaria se oriente a una estabilidad
56
monetaria con éxito; además es necesario asegurar suficientemente la econo-
mía exterior y un instrumentario adecuado a la misma. En este campo, el Banco
Emisor debe apoyarse, principalmente, en aquellas medidas que sean efectivas
en cuanto al control de las variables monetarias en base a su eficacia global
no discriminante. Todos aquellos instrumentos que ejercen efectos selectivos
como, por ejemplo, la limitación o topes crediticios, ponen en peligro el "status"
de la autonomía del Banco Emisor, debido a que una instancia neutral, desde
el punto de vista jurídico, que no posee ningún control material, no tiene le-
gitimación para dirigir el crédito hacia determinadas aplicaciones. Las deci-
siones sobre el fomento o abandono de determinados sectores económicos,
de dimensiones de empresas, etc., no pueden dejarse en manos de un Banco
Emisor independiente. Por ello, es, a modo de ejemplo, absolutamente conse-
cuente que el Gobierno no transfiriese, a su libre elección, en el proyecto de ley
de los instrumentos para la limitación crediticia y la fijación de las reservas
de los incrementos de activos (con aplicaciones selectivas), ya que su utiliza-
ción debe hacerse más bien como tarea común entre Gobierno y Banco
Emisor. Pero es que, además, es comprensible la reacción del Banco Emi-
sor a esta propuesta; el deseo de un complemento, correspondiente a un
instrumentario de política monetaria, no se volvió a plantear desde entonces,
de manera que el proyecto de ley para la revisión de la ley del Banco Emisor
desapareció pronto entre los papeles olvidados.
5. EL CONSENSO POLITICO
Aunque se debe temer el peligro de un conflicto entre los objetivos
plena ocupación y estabilidad monetaria y, con ello, sobre las posibles prio-
ridades de la política fiscal y monetaria, no ya a largo plazo, sino sobre todo
a un plazo relativamente corto, no puede de esto deducirse que, a pesar de
ello, exista una amenaza para el "status" de autonomía del Banco Emisor.
Un Banco Emisor, al que se le ha concedido una amplia zona de autono-
mía, la utilizará, por lo general, de forma muy precavida y tratará de evitar a
ser posible las diferencias básicas con el Gobierno. Las confrontaciones serias
entre Gobierno y Banco Emisor solamente pueden concebirse como casos de
excepción. El aliado "natural" del Banco Emisor es, a ser posible, junto a la
correspondiente oposición parlamentaria, la opinión pública, cuyo apoyo de-
pende sobre todo del grado de confianza que hayan logrado las autoridades
monetarias en el pasado como garantía de los intereses comunes. Como base
para las discusiones ordinarias no es ciertamente apropiada la huida a la opi-
nión pública. El respaldo político del Banco Emisor, para una política restric-
tiva, o bien para la renuncia a medidas expansivas inflacionistas, viene deter-
minado fundamentalmente, al mismo tiempo, por la dimensión del retroceso
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en la ocupación existente o bien de la que se espera. Cuanto más padezca la
población bajo la presión del paro, tanto más fácil será para el Gobierno y
para los Sindicatos ejercer presión sobre el Banco Emisor. Incluso, también
cuando el propio Banco Emisor, con motivos fundamentados, considere que
las causas para una disminución de los niveles de ocupación se encuentran en
un comportamiento erróneo del Gobierno y/o Sindicatos en el pasado, seña-
lando que no puede esperarse un resultado permanente al sancionar una in-
flación como consecuencia de errores de política fiscal y por exigencias sala-
riales demasiado elevadas, siendo para el Banco Emisor muy difícil, sin em-
bargo, o bien incluso imposible, el poder mantener la correspondiente política
frente a un amplio grupo de oponentes a la estabilidad. El Banco Emisor debe,
en este caso, elegir entre dos males. Si se aferra a su política de estabilidad
pone en peligro su estatuto de autonomía y ello tanto más rápidamente cuan-
to más fácil sea la modificación de la legislación reguladora del Banco Emisor,
desde el punto de vista de técnica legislativa. La consecuencia de actuar con-
forme al convencimiento de los responsables del Banco Emisor puede ser, que,
a largo plazo, termine con la autonomía y ello significa, al propio tiempo, la
pérdida de una política monetaria objetiva. Por otro lado, el Banco Emisor
debe considerar que, además de retirar sus prioridades, también pierde pres-
tigio al acceder demasiado frente a la política del Gobierno.
Si se parte de la posición de un "principio democrático extendido", puede
definirse la independencia del Banco Emisor solamente como un error de sis-
tema, que debe de eliminarse lo más rápidamente posible. Si se considera que
el bienestar de un estado liberal, por el contrario, depende básicamente de que
el poder del Gobierno se encuentre incrustado en una estructura equilibrada de
"checks" y "balances", adquiere esta cuestión una dimensión muy diferente. A la
larga, sin duda, es impensable que el mantenimiento de la estabilidad monetaria
pueda confiarse sólo a la independencia del Banco Emisor y de que ésta pueda
imponer su función también contra las prioridades declaradas del Gobierno y
de los principales grupos sociales. La premisa fundamental para una política
monetaria, orientada a la estabilidad a largo plazo, es un consenso básico de
los principales partidos y grupos sociales sobre la importancia que tiene el
mantenimiento del valor monetario; a esto también corresponde seguramente,
de forma inevitable, una conciencia ampliamente respaldada por la población
sobre la importancia de este objetivo. Dentro de este marco, la independencia
del Banco Emisor puede lograr lo que se ha esperado en principio: la garan-
tía de una función muy importante para el bien común; la disposición de, en
caso necesario, adoptar decisiones impopulares, y que, incluso, en principio,
puedan estar consideradas como apropiadas por el Gobierno, pero que éste
no se encuentre en la situación de poder adoptados como consecuencia del ins-
trumentario democrático, por la presión de las elecciones o de los grupos de
intereses.
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VI. MEDIDAS PARA LOGRAR LA ESTABILIDAD
MONETARIA Y LA PLENA OCUPACION (*)
Mientras que el objetivo de la plena ocupación se considera como primor-
dial, no sólo por parte de los Gobiernos y de los políticos, sino también de
la población, se cree frecuentemente que se puede renunciar a la estabilidad del
nivel de precios. El que no posee ahorros, obligaciones u otros exigibles está
satisfecho cuando la inflación le compensa mediante las correspondientes eleva-
ciones de sus rentas provenientes de salarios y beneficios. El que posee deudas
considerables puede incluso llegar a ganar cuando las ve disminuidas como
consecuencia de la desvalorización monetaria, incrementándose su renta nomi-
nal en forma correspondiente al grado de inflación. Además, los propios Sin-
dicatos y algunos Gobiernos temen, que una política de lucha contra la infla-
ción, incremente el paro y ahogue el crecimiento económico. Por consiguiente,
se considera la inflación como el precio para conseguir la plena ocupación y
para un crecimiento económico elevado. Así, en el pasado mes de julio, el
Presidente de la Federación de Sindicatos Alemanes, Vetter, se oponía a que
el Banco Emisor Alemán adoptase una política monetaria restringida y era de
la opinión de que la lucha contra la inflación de los años 1973-1974, si bien
llevó a unas tasas de inflación más bajas, al mismo tiempo, sin embargo,
produjo un millón de parados. Esta opinión se encuentra aún de forma más
acentuada en los Sindicatos ingleses y franceses. Y puesto que los políticos
temen perder electores a la hora de adoptar una política de lucha contra la
inflación, los gobiernos de muchos países proceden o bien no actuando o re-
duciendo solamente a medidas muy suaves su actuación para frenar la infla-
ción. Se pretende meramente que la inflación de su propio país no se diferen-
cie mucho de la media de las tasas de inflación de los otros países industriales.
Esta actuación quitando importancia a la inflación no sólo descansa en una
teoría errónea, sino que tampoco considera las experiencias que se han hecho
(*) Ponencia presentada por el Prof. Dr. Ernst Diirr, Catedrático de la Universidad
de Nurenberg.
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hasta ahora en numerosos países. Así, si comparamos las tasas de inflación
y las cuotas de paro en los cuatro países industriales más importantes de la
Comunidad Económica Europea, se puede apreciar de forma unívoca que la
plena ocupación no puede ser comprada con inflación. Por el contrario, cuan-
to mayor es la media, entre los años 1974 y 1978, de la tasa de inflación tanto
mayor ha sido la cuota de paro. En la sucesión de las tasas de inflación me-
dias anuales pueden enumerarse: la República Federal de Alemania con el
4,8 por 100, Francia con el 10,7 por 100, Gran Bretaña con el 16,2 por 100 e
Italia con el 16,7 por 100. La sucesión de las tasas medias anuales de paro en
este período son las siguientes: República Federal de Alemania, 3,7 por 100;
Francia, 4,1 por 100; Gran Bretaña, 4,6 por 100, e Italia, 5,9 por 100 (1).
Pero es que además la inflación lleva a una asignación errónea de los fac-
tores de producción y con ello necesariamente a una dilapidación de capital.
Las investigaciones empíricas que se han realizado sobre 15 países industriales,
para el período comprendido entre 1952 y 1969 demuestran que la productivi-
dad del capital (medida como valor recíproco de los coeficientes marginales de
capital) es tanto más reducida cuanto más elevada es la tasa de inflación (2).
Esta canalización errónea de capital en la situación de inflación se debe a:
1.0 Que la inflación distorsiona los precios y éstos no reflejan ya la esca-
sez relativa;
2.° Que con la expansión del volumen monetario se incrementa la deman-
da en muchos sectores, de tal forma que los fabricantes no necesitan
ya preocuparse tanto por las ventas como en el caso de una estabilidad
en el nivel de precios y, como consecuencia de ello, disminuye la presión
de la competencia de los oferentes;
3.° Que la población no coloca sus ahorros ya en depósitos ni obligaciones,
sino en valores inmobiliarios. Con ello lo que se produce es una pér-
dida de capital para la industria y para la creación de nuevos puestos
de trabajo.
Las consecuencias son inversiones erróneas, viviendas vacías o cons-
trucciones sin terminar.
Estos efectos de la inflación, que actúan frenando el crecimiento, no sola-
mente llevan a una reducción de la ocupación, sino también a una reducción
de la zona de juego para las elevaciones salariales reales. Por lo tanto, no se
actúa en interés de los trabajadores cuando los Sindicatos combaten una po-
lítica de estabilidad por miedo al paro.
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Además, la inflación lleva a lucha de clases, ya que los Sindicatos no orien-
tan sus exigencias salariales sólo a los crecimientos de productividad, sino tam-
bién a las tasas de inflación pasadas y futuras. De esta manera, se producen
elevaciones salariales, que no pueden ser soportadas, a pesar de la inflación,
por muchas de las empresas, ya que la expansión inflacionista de la demanda
no se reparte de forma equivalente en todos los sectores y además la inflación
de demanda se refleja de forma pausada, mientras que en las elevaciones sala-
riales se produce en golpes muy fuertes.
Las tensiones sociales y las injusticias se producen, además, por el hecho de
que una parte de las rentas, especialmente las pensiones y los pagos por trans-
ferencias, no se adaptan, o por lo menos, no suficientemente a la inflación. Los
ahorros, en forma de cuentas de ahorro, de valores de renta fija y de seguros,
pierden su valor, lo cual lleva a un empobrecimiento de los sectores de pobla-
ción, especialmente de la clase media y, por otra parte, obstaculiza la forma-
ción de patrimonio en manos de los trabajadores. La formación de patrimonio
de los trabajadores es, sin embargo, muy importante con el fin de ganados para
el sistema capitalista. Además, la inflación reduce considerablemente la pro-
pensión a ahorrar.
El intento de reducir el paro mediante una expansión de la demanda, con
la ayuda de una política expansiva monetaria y presupuestaria, sólo tiene posi-
bilidades de éxito cuando el valor monetario es estable, cuando no se espera
una inflación y cuando no se limita la competencia. Solamente en esta situa-
ción un incremento de demanda puede conducir a una elevación del grado de
utilización de las capacidades, a nuevas inversiones y a un incremento de la
ocupación. Cuando, por el contrario, el paro está vinculado a la inflación y
además existen expectativas de que prosiga la política inflacionista, una polí-
tica monetaria y presupuestaria expansiva lleva meramente a un crecimiento
acentuado de los salarios y de los precios sin que con ello se consiga incre-
mentar la producción y la ocupación. Además, se debe esperar que la política de
ocupación inflacionista conduzca a una elevación del paro. Este peligro es
tanto mayor, cuanto más se limite la competencia en los mercados de trabajo
y de bienes.
Condición previa para una política de ocupación con éxito es, por tanto,
la confianza en la estabilidad del valor monetario. Esta confianza no puede
crearse por el hecho de que se disminuya en los planes económicos cuantita-
tivos el objetivo de inflación, por ejemplo del 20 por 100 al 15 por 100, ya
que también una tasa de inflación del 15 por 100 lleva necesariamente a unas
elevaciones salariales de golpe que no pueden ser mantenidas por muchas em-
presas. Además, también una tasa de inflación del 15 por 100 está vinculada
a errores en la inversión de capital, errores que no pueden evitarse en las
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situaciones de elevadas tasas de inflación sea del 10, 15 Ó 20 por 100. También
el ahorro y su colocación en los Bancos y en los Mercados de capitales no se
ve incrementado por el hecho de que se disminuya la tasa de inflación sino se
aproxima verdaderamente a una estabilidad monetaria. La incertidumbre sobre
los objetivos de inflación en los planes de estabilización posteriores y las dudas
sobre su realización elevan la incertidumbre de los inversores y no contribuyen
precisamente a una elevación de la disposición a invertir. El período de adap-
tación de las empresas a la estabilidad monetaria se alarga innecesariamente y
se dificulta el cálculo económico cuando los períodos de estabilidad se extien-
den a varios años. Faltan los impulsos para un comenzar nuevo en la política
y en la economía.
Además, como mi colega Tuchtfeldt destacó ayer en su conferencia, cada
sujeto económico cuenta con la tasa de inflación, que se fijaba en el Plan de
Estabilización, como tasa mínima para su cálculo económico, y no como meta
o pauta de referencia.
Tras largos períodos de elevadas tasas de inflación, debe situarse, en pri-
mer lugar, al comienzo de la política de estabilización, la recuperación de la
confianza en la moneda. Y puesto que la política inflacionista está vinculada
generalmente a una política de intervencionismo y proteccionismo, debe com-
pletarse la política de estabilización de forma consecuente e inmediata con la
creación de un orden de Economía de Mercado.
Para recuperar la confianza en la moneda no es suficiente con anunciar un
programa de estabilidad o con cuantificar objetivos de estabilidad. Sin unas mo-
dificaciones básicas de las leyes que regulan el Banco Emisor, nadie cree en
la capacidad y en el deseo del Gobierno de poder sostener a largo plazo tal
programa. El Gobierno depende, a este respecto, demasiado de los grupos
de presión sociales, que si bien en principio y por regla general persiguen la
estabilidad del nivel de previos, temen una política de estabilización efectiva
por cuanto ello pudiera reducir sus intereses. Por tanto, la constitución del
Banco Emisor debe modificarse mediante ley, de tal manera que el Banco Emi-
sor sea independiente del Gobierno. Para que el Banco Emisor no pueda rea-
lizar una política monetaria a su capricho debe fijarse el objetivo de la po-
lítica monetaria, precisamente en la estabilidad del nivel de precios de forma
expresa en la ley. Queda en la apreciación de los responsables del Banco
Emisor con qué instrumentos se ha de alcanzar este objetivo. En cualquiera
de los casos deben dársele los instrumentos que son necesarios para regular
el volumen monetario. A ellos pertenece especialmente la posibilidad de mo-
dificar los tipos de reservas mínimas, esto es, la modificación de aquella parte
de los depósitos que tienen que establecer los bancos en forma de pasi-
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va en el Banco Emisor, así como la posibilidad de limitar el redescuento
de las letras de cambio no sólo con la elevación del tipo de descuento,
sino también mediante la reducción cuantitativa de los volúmenes a re-
descontar. Se ha demostrado precisamente en casi todos los países que los
Bancos en los períodos de alta coyuntura inflacionista elevan, al mismo tiempo
que el tipo de redescuento, el volumen de descuento de letras con el fin de
conseguir de esta manera los medios financieros del Banco Emisor que nece-
sitan para su expansión crediticia. El Banco Emisor sólo puede dirigir el vo-
lumen monetario para alcanzar la estabilidad de la moneda, cuando no se vea
obligado a intervenir a largo plazo en compra y venta de divisas en el merca-
do de divisas. Por lo tanto, el tipo de cambio ha de ser flexible. Toda fija-
ción del tipo de cambio disminuye la eficacia de la política monetaria. La po-
sibilidad de revalorizar o devaluar un tipo de cambio fijo de forma periódica
no puede disminuir este defecto más que de forma imperfecta, ya que tales
modificaciones del tipo de cambio la mayoría de las veces se realizan de forma
tardía y especialmente cuando la modificación del tipo de cambio no se realiza
solamente por el Banco Emisor, sino que la decisión la tiene el Gobierno. Hasta
que no se alcanza una modificación de un tipo de cambio erróneo no debe
intervenir el Banco Emisor en el mercado de divisas. Con ello disminu-
ye su capacidad para orientar y dirigir el volumen monetario hacia la es-
tabilidad del nivel de precios o, tal como ha sucedido en algunos años en la
República Federal de Alemania, incluso se llega a eliminar esta posibilidad.
La necesidad, en el caso de tipos de cambios fijos, de comprar divisas constan-
temente como consecuencia de las diferencias internacionales de inflación, y
de renunciar a una política monetaria restrictiva ha llevado en la República
Federal de Alemania al comienzo de los años 70 no sólo a una aceleración
de la inflación, sino también a producirse, a continuación, una depresión cuan-
do en 1973 el Banco Federal recuperó, mediante la libertad del tipo de cambio,
la posibilidad de realizar una política orientada a la estabilidad. Una política
estabilizadora tardía lleva, sin embargo, frecuentemente a una crisis de esta-
bilidad.
El Banco Emisor puede facilitar a las empresas y a los Sindicatos ciertas
pautas orientativas para la zona de juego que puede darse a las elevaciones
salariales, cuando se conocen anualmente las tasas de crecimiento previstas
del volumen monetario. Pero estas tasas de crecimiento, anunciadas como obje-
tivo del volumen monetario, no pueden orientarse más que a las elevaciones
esperadas de la producción real. La inclusión de tasas de inflación toleradas, en
el cálculo de la expansión del volumen monetario, deben de ser lo más bajas
posibles, con el fin de que no se ponga en peligro la confianza en la estabilidad
monetaria nuevamente. Los motivos para la permisibilidad de una cierta tasa
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de inflación pueden encontrarse en la elevación de los precios de importación,
por ejemplo, del petróleo. Pero, a este respecto, debe considerarse, además, que
precisamente una política de estabilidad monetaria, tal como lo demuestra la
evolución de la República Federal de Alemania y de Suiza a mediados de los
años 70, lleva a una revalorización de la propia moneda, y los precios de im-
portación -y con ellos también los precios del petróleo- se ven disminuidos
en el porcentaje correspondiente a la revalorización. De esta manera consiguió
la República Federal de Alemania mantener, en límites aceptables, la elevación
de los precios del petróleo de 1973-1974.
Los efectos positivos de una modificación de la legislación sobre el Banco
Emisor, en cuanto se refiere a la confianza en la estabilidad del valor mone-
tario, pueden elevarse cuando la nueva ordenación monetaria se hace apre-
ciable para todo el mundo en una nueva moneda y se propaga esta nueva or-
denación monetaria por parte del Estado. La modificación de la denomina-
ción de la moneda, por ejemplo, el que una peseta nueva sea igual a 100 pese-
tas viejas, tal como se hizo en Francia en 1958, un frar:co nuevo igual a 100 fran-
cos viejos, solamente tiene importancia a través del efecto psicológico, pero
precisamente este efecto psicológico no debe despreciarse, ya que con la
modificación monetaria, en combinación con una modificación de la legis-
lación sobre el Banco Emisor, se puede iniciar un nuevo período de esta-
bilidad monetaria, que sería apreciado por cada uno de los ciudadanos. Pues-
to que la reforma monetaria francesa de 1958 no estuvo vinculada a una
reforma de la legislación del Banco Emisor, el período de estabilidad monetaria
solamente duró un par de años y cayó de nuevo Francia en el inflacionismo,
con la correspondiente pérdida de confianza en la moneda. Con esta omisión tie-
ne que luchar actualmente Raymond Barre.
La modificación de la legislación sobre el Banco Emisor y la reforma mone-
taria deben verse completadas con una reforma económica con el fin de que,
en base a la estabilidad monetaria, surja un nuevo impulso económico. El mer-
cado debe encontrarse en situación de poder dirigir los factores de producción
a su utilización más productiva. La competencia debe cuidar de que, en aque-
llos sectores con unos crecimientos de productividad superiores a la media, se
produzcan las reducciones de precios que son necesarias para compensar los
crecimientos de precios que se producen y son necesarios en aquellos sectores
con crecimientos de productividad por debajo de la media, con el fin de equi-
librar oferta y demanda. La competencia tiene que obligar además a incre-
mentos de productividad y a la innovación.
Con el fin de dirigir la producción a través del precio, el Estado debe eli-
minar todas las disposiciones sobre fijaciones de precios y controles de los
mismos. La inflación no debe eliminarse mediante controles estatales de los
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precios, sino solamente mediante un control del volumen monetario y mediante
la competencia. La eliminación de las oficinas de control de precios, tal como
en los últimos tiempos se está realizando en Gran Bretaña bajo el gobierno
Thatcher, disminuye además gastos estatales improductivos. La competencia
debe asegurarse mediante ley contra todas las actuaciones limitadoras de la
competencia, prohibiendo los cárteles y las prácticas monopolísticas y dificul-
tando el que se puedan alcanzar posiciones dominantes en los mercados me-
diante fusiones. Una ley de estas características debe, sin embargo, aplicarse
de forma efectiva y no de la forma en que se ha aplicado la ley española de 1963
contra las limitaciones de la competencia. Todas aquellas limitaciones para
el acceso al mercado deben de ser eliminadas con el fin de que todo empresario
pueda realizar sus planes en cualquier mercado. Sólo de esta manera se pue-
den realizar las innovaciones de empresarios dinámicos y se pueden imitar a
los empresarios ya establecidos obligando a éstos a innovaciones propias o a
salir del mercado. Una evolución dinámica de la economía es la condición
más importante para la elevación de la ocupación y del bienestar.
La liberación de la economía en el interior de un país debe completarse
mediante la liberación del tráfico internacional de bienes y capital, ya que el
comercio internacional libre es el más apropiado para evitar las concentracio-
nes de poder en los mercados, incluso en aquellas áreas en donde no es su-
ficiente o fracasa la política de competencia. Además el comercio internacional
evita que se vinculen factores de producción en aquellos sectores econóIl1icos
que existen en el extranjero en mejores condiciones de producción, mientras
que no se pueden utilizar las oportunidades de producción de que se dispone
en el interior desde el punto de vista de los costes comparativos. En la libe-
ralización del comercio exterior se trata de eliminar fundamentalmente las li-
mitaciones cuantitativas y los controles de divisas, en primer lugar, ya que in-
ciden de forma mucho más acentuada en el mecanismo de mercado y en el
comercio internacional que las propias tasas aduaneras. La libertad de creación
de establecimientos para las empresas extranjeras es apropiada para intensi-
ficar la competencia y obligar a las empresas nacionales del mismo sector a
incrementos de productividad.
Sin embargo, las empresas nacionales deben situarse en posición de hacer
realidad las oportunidades de inversión y de productividad que les ofrece
el mercado. Para ello es necesario, en primer lugar, el desarrollo de todo el
sector crediticio y del mercado de capitales. Ya la propia estabilización del
valor monetario lleva a que las empresas puedan financiarse de forma más
simple a través del mercado de capitales, ya que muchos de los ahorradores
no tendrían motivos para invertir sus ahorros en valores inmobiliarios y se po-
dría detener la huida de capital, como consecuencia de la inflación, hacia el
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extranjero. Se produciría, más bien, de forma creciente el que sus ahorros se
canalizarían, a través del mercado de capitales, a utilizaciones productivas y
con ello contribuirían a la creación de puestos de trabajo. La política de com-
petencia no debe detenerse ante las puertas de las instituciones crediticias. Es
necesaria la competencia en una diferenciación múltiple de instituciones cre-
diticias con el fin de facilitar también a las empresas medias y pequeñas o las
empresas más jóvenes el acceso al crédito. Los Bancos deben verse obli-
gados, a través de la competencia, a esforzarse para conseguir empresas como
clientes. A estos efectos pueden jugar un papel muy decisivo los Bancos ex-
tranjeros. Por lo tanto, debe autorizarse la implantación de Bancos extran-
jeros de forma bastante generosa.
La política de estabilidad del valor monetario puede conducir, sólo transi-
toriamente, a una elevación de los tipos de interés. La eliminación de la in-
flación está vinculada a una disminución de los tipos de interés. Así, el tipo de
interés en el mercado de capitales en la República Federal de Alemania en 1974,
a pesar de una política monetaria restrictiva, se encontraba con un 11 por 100
muy por debajo del tipo de interés de Gran Bretaña, donde como consecuencia
de la inflación se disparó hasta el 16 por 100. En la República Federal de Ale-
nia pudo disminuirse de forma muy rápida el tipo de interés en cuanto dis-
minuyó la tasa de inflación.
Cuando en los períodos previos a la inflación se han acordado tipos de in-
terés que incluyen contractualmente, para largos períodos de tiempo, cifras in-
crementadas por el efecto inflacionista, debe establecerse por ley la posibi-
lidad de denunciar anticipadamente estos créditos, o bien la conversión de los
empréstitos, con el fin de que las empresas, después de la estabilización, no cai-
gan en serias dificultades como conseeuencia de la carga de tipos de interés
excesivos.
El riesgo que trae consigo la competencia debe ser compensado con las
correspondientes oportunidades de beneficio. Y aunque si bien es cierto que la
justicia social exige una mayor carga fiscal para los ingresos más elevados, tam-
bién está justificado, sin embargo, en interés de los propios perceptores de rentas
más bajas, que los beneficios que se obtienen como consecuencia de aportacio-
nes reales y no como aprovechamientos de posiciones de poder en el mercado,
puedan ser sometidos a una carga fiscal más baja cuando no se utilicen en el
consumo, sino que se inviertan en la empresa o se canalicen hacia el mercado
de capitales. Para incrementar la inclinación hacia la inversión puede disminuirse
la carga fiscal para las inversiones autofinanciadas en la propia empresa de
forma más sustancial que la suavización fiscal que puede concederse para inver-
tir el propio beneficio en el mercado de capitales. Con el fin de acelerar la adap-
tación de la empresa a las cambiantes situaciones estructurales pueden conce-
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derse ayudas estatales de adaptación que, en cualquiera de los casos, deben
encontrarse limitadas en el tiempo y deben poseer un carácter regresivo.
La creación de nuevas empresas debe fomentarse mediante avales estatales
y mediante bonificaciones fiscales limitadas en el tiempo. Y puesto que las em-
presas medias y pequeñas no poseen, de forma directa, acceso al mercado de ca-
pitales, el Estado puede fomentar la creación de instituciones crediticias que
otorgan créditos a medio y largo plazo a las empresas medianas y pequeñas y
que estas instituciones se refinancien, a través del mercado de capitales, median-
te la emisión de obligaciones.
Cuanto menos actúe el Estado para cubrir sus déficits financieros en el mer-
cado crediticio y de capitales, tanto más favorables serán las condiciones credi-
ticias para las empresas privadas. Sin embargo, el Estado tiene, también en una
economía de mercado, la función de realizar inversiones propias en el sector de
la infraestructura, especialmente para reducir las diferencias de bienestar y de
ocupación regionales. Además, el Estado debe conceder ayudas para la finan-
ciación de la Seguridad Social, que es necesaria para suavizar las durezas so-
ciales, que están vinculadas a una economía de mercado flexible. Por otro lado,
el Estado ahorra en gran medida con la reducción del intervencionismo en gas-
tos corrientes. Mientras que en la economía privada es la competencia la que
obliga al ahorro, no existe este medio obligatorio en los gastos públicos. El sector
público sólo puede verse obligado al ahorro por una limitación de las posibili-
dades de financiación de sus déficits presupuestarios. Especialmente deben
limitarse las concesiones crediticias del Banco Emisor al Estado.
En cuanto se refiere a una eliminación concreta del paro concentrado en zo-
nas regionales específicas, puede conceder el Estado, además de una concentra-
ción de las inversiones en infraestructura en estas áreas geográficas, subvencio-
nes fiscales para que se produzca la creación de empresas en estas áreas. Ahora
bien, estas ayudas estatales deben configurarse de forma regresiva y limitadas
en el tiempo con el fin de que se vean obligadas a la adaptación en la capacidad
productiva de las empresas a las demás regiones. Una función de la política in-
fraestructural estatal es la de aproximar las condiciones de localización en las
distintas regiones. Las diferencias en las condiciones de localización no pueden
ser eliminadas totalmente por el Estado. Por ello, es necesario una diferencia-
ción regional de los salarios para que en aquellas regiones con desventajas na-
turales y que no puedan ser evitadas mediante una política infraestructural, sea
posible la ocupación de la mano de obra. La fijación estatal de salarios míni-
mos no es el instrumento adecuado para elevar el nivel de vida de los traba-
jadores. Los salarios mínimos que se encuentran por encima de los niveles de
productividad del trabajo llevan a una acentuación del paro. También una
protección excesiva del derecho al despido sólo sirve a los que tienen un pues-
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to de trabajo, mientras que se dificulta seriamente la ocupación de mano de
obra adicional y, en general, se obstaculiza la capacidad de adaptación de la
economía y, con ello, las oportunidades de crecimiento.
y ya que los empresarios tienen que aceptar el riesgo del mercado, no
pueden ser recargados, además, con el riesgo de una modificación de la política
económica. Ya Walter Eucken, el fundador de la escuela neoliberal en Ale-
mania, señaló, a finales de los años 40, que una economía de mercado
necesita de una política económica constante. Por consiguiente, los empresa-
rios deben poder confiar en que no se modificará el orden de propiedad, en
que no se modificarán los objetivos de política económica y en que no se
abandonará el orden de economía de mercado introducido, en favor de otro
tipo de orden económico. Después de una reforma fiscal, que pudiera ser ne-
cesaria en determinadas circunstancias, tampoco deben modificarse, a ser
posible o lo mínimo posible, las leyes fiscales. Solamente de esta manera se
crea un clima de inversión favorable y lleva a la creación de puestos de tra-
bajo y a la elevación de la producción.
Por el contrario, no es función del Estado facilitar a las empresas mayor
seguridad actuando, él mismo, en base a planes de desarrollo de varios años,
con datos cuantitativos, sobre la evolución futura de cada uno de los sectores,
tal como se ha producido en la planificación francesa y en los planes de desa-
rrollo español a partir de 1964. El Estado no puede prever mejor que cada
una de las empresas o individuos las oportunidades de crecimiento en cada
uno de los sectores, ya que para pronósticos sectoriales falta toda fundamen-
tación teórica. Incluso la dirección sectorial de las inversiones no puede evi-
tar inversiones erróneas en sectores totales, tal como muestra el ejemplo de
la grave crisis en la industria de acero francesa, a pesar de los largos años de
planificación estatal. Y el que en Francia no hayan vuelto a surgir más
crisis estructurales se debe al hecho de que las empresas, frecuentemente,
no han orientado sus planes a los pronósticos estatales. En cualquiera de los
casos la planificación francesa demuestra las grandes desviaciones de produc-
ción entre las previsiones del plan y la realidad que en algunos sectores al-
canzan hasta un 200 por 100.
Es verdaderamente saludable que el Ministerio de Economía Español, en
su programa a medio plazo para la economía española, renunciase de forma
decisiva a una planificación sectorial cuantitativa y que diese prioridad a las
medidas configuradoras de un orden de economía de mercado. Sin embargo,
falta todavía el paso decisivo para la configuración de un orden de competen-
cia, de un Banco Emisor independiente y para una rápida eliminación de la infla-
ción. No puede darse por satisfecho con acercarse a la medida de las tasas de
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inflación de los países de la Comunidad Económica Europea, ya que estas tasas
de inflación son demasiado elevadas para evitar el paro, para evitar utilizaciones
improductivas de los factores de producción y para eliminar las tensionessociales.
El que sea posible alcanzar plena ocupación y crecimiento econOmlCOme-
diante una estabilidad monetaria y una reforma económica lo demostró la
República Federal de Alemania en 1948 y también España podría haber evi-
tado muchos de sus problemas actuales si con la actuación liberalizadora de
los años 1959 hasta 1963, que estuvo vinculada a una reducción drástica de
la tasa de inflación y a una duplicación de las tasas de crecimiento econó-
mico, no hubiera aceptado la planificación francesa y no hubiera retrocedido
a una política monetaria inflacionista. ¿Por qué no puede dar hoy España el
paso decisivo de 1959 y actuar en este camino de forma consecuente?
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VII. POLITICA SOCIAL EN UN ORDEN DE ECONOMIA
SOCIAL DE MERCADO (*)
1. EL COMPONENTE POLlTlCO-SOCIAL EN LA ECONOMIA SOCIAL
DE MERCADO
El principio básico de la Economía Social de Mercado es el "principio de
la libertad en los mercados combinado con una compensación social" (A. Mtil-
ler-Armack). En el "Cuadrado mágico" se reflejan los objetivos de plena ocu-
pación, crecimiento económico, estabilidad de nivel de precios, equilibrio de
la balanza de pagos, que han de ser compatibles con los principios de liber-
tad personal, de seguridad económica y social, así como con el de crecimien-
to. Los objetivos deben alcanzarse al mismo nivel y deben garantizar una
adecuación del sistema. Las antinomias que se producen en este sistema de
objetivos obligan a la búsqueda de medios y caminos para poder alcanzar
una síntesis de los mismos.
La idea de un Orden de Economía de Mercado puro se ha completado
con el principio de la Economía de Mercado orientada socialmente. Además
de las fuerzas económicas que actúan en el mercado, el sistema de Economía
Social de Mercado trata de crear componentes que permitan, en contrapar-
tida, una compensación social. El concepto de Economía Social de Mercado,
con un fuerte contenido de doctrina liberal, se ve completado en su plantea-
miento básico con componentes que acentúan de forma muy significativa la
Política Social. Ya incluso la idea de Orden contiene la exigencia de una am-
plia configuración de protección social.
La Economía Social de Mercado constituye una obligación para cada uno
de los sujetos que actúan en el sistema. La realización de la justicia social y
del comportamiento social en este Orden de Sociedad se ha confirmado siem-
(*) Ponencia presentada por el Dr. Herbert Schmidt, Director General del Ministerio
Federal de Asuntos Sociales y de Trabajo de la República Federal de Alemania.
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pre como positivo. En este sentido, es también básico el concepto de la Eco-
nomía de Mercado liberal. En él, sin embargo, el hombre como factor de tra-
bajo, y el trabajo como factor de producción, han constituido la base de su
análisis. Es, por lo tanto, inmanente al sistema el que surjan fenómenos inde-
seados desde el punto de vista social. El mercado, por sí mismo, aparece siem-
pre pobre cuando se trata de emitir señales sociales. Estas deben fijarse
constantemente como datos correspondientes a la evolución de la moderna
industria y de la técnica. La Economía Social de Mercado se ve también
afectada con problemas de deficiencia social (Arthur F. Utz). La economía
debe crear las bases para el progreso social y de la sociedad. Sólo cuando
se afirmen los principios de la Economía Social de Mercado pueden conse-
guirse, de acuerdo con las experiencias del pasado y una comparación de los
sistemas existentes, condiciones de libertad humana. La transformación de la
Economía de Mercado en una Economía Social de Mercado, se realiza me-
diante la fijación y reconocimiento de estos valores ético-sociales. Estas exi-
gencias, para que puedan ser satisfechas, deben considerarse en la Política
de Sociedad, en la legislación, en los comportamientos y en la responsabilidad,
y ello se ejerce desde el concepto ideal de la Economía Social de Mercado
como sistema económico apetecible con amplia capacidad de desarrollo de
las libertades sociales.
El hecho de que existan sectores sociales que escapan al acontecer econó-
mico del mercado como, por ejemplo, aquellos en los que incide fuertemente
la actividad estatal, deben definirse según la idea básica de la Economía So-
cial de Mercado como "no conformes al sistema". La doctrina de la Economía
Social de Mercado no contiene ningún dogma en este sentido. Este fenómeno
debe interpretarse dentro del concepto de la Economía Social de Mercado en
un sentido positivo y el concepto de Orden como un sistema abierto. Ofrece
en el sentido más amplio la posibilidad de desarrollar las ventajas de la actua-
ción de Economía de Mercado mediante la capacidad funcional del meca-
nismo de mercado. Esta "zona libre" en el concepto de la Economía Social
de Mercado es incluso hoy día un ob.ieto de discusión en todos los plantea-
mientos sobre los límites entre una Economía de Mercado libre y una pe-
netración de por sí problemática de la Administración Central, por ejemplo,
en cuanto al hecho de que una burocracia social excesiva pudiera contrarres-
tar algo al sistema global orientado en el concepto de la competencia de la
Economía Social de Mercado.
En el sistema de vida de una sociedad en su conjunto, ya sea, por ejem-
plo, en el campo del trabajo o en el ámbito de la Seguridad Social, existen
numerosos problemas sociales, que corresponden, en su variedad, a la propia
heterogeneidad de la población, que no pueden ser solucionados de forma sa-
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tisfactoria dentro del marco del mecanismo de autodirección de la Economía
de Mercado. Si estos hechos se dejasen a su propio destino, se llegaría a plan-
tear y cuestionar seriamente el concepto global de la Economía de Mercado,
o bien la capacidad funcional del principio de Economía de Mercado para
solucionar los problemas de la Sociedad. El concepto de Economía Social
de Mercado permite, precisamente, intervenir configurando en el "espacio
libre" dejado por aquellas áreas del mercado que no son capaces de dar una
respuesta satisfactoria a los problemas existentes y creando con ello la base
fundamental para que pueda funcionar adecuadamente la Economía de Mer-
cado en su conjunto. Esta actividad se realiza por vía de la Política de Orden
Estatal y exige, dentro de la Política Social, un amplio espectro de medios
para la aplicación de la misma. La Política de Orden Social contiene aque-
lla parte de la Política Social que fija las condiciones marco de tipo or-
ganizativo-jurídico por las que se encauza el desarrollo de la sociedad a largo
plazo, especialmente el sistema de la Seguridad Social, la ocupación y el
mundo del trabajo. Desde el punto de vista de las medidas políticas de apli-
cación de este ordenamiento de la política social debe considerarse de forma
inmediata la incidencia directa y a corto plazo de las relaciones cuantitativas
de los procesos de desarrollo en el sistema social y en el mundo de trabajo.
Así mismo, deben incluirse las actividades de política estructural. En las
democracias parlamentarias con un orden de Economía de Mercado ha de
darse preferencia a las políticas de ordenamiento básicas frente a las medidas
de intervención directa en la política de desarrollo. Con la realización de
una compensación social, al menos tendencialmente, y de una mayor justicia
en el acontecer económico del mercado, se contribuye, mediante la posibili-
dad de evitar tensiones sociales en la Sociedad, a una estabilización del orden
de Sociedad y de la forma de Estado Democrático.
El orden económico de la Economía Social de Mercado parte básicamente
de que se trata de una política económica conforme al sistema
- estabilidad y bienestar económico para todos,
- una ordenación monetaria que sea eficaz, además de socialmente
aceptada,
- Seguridad Social como justicia y progreso social.
Con ello lo que se consigue es que la Política Económica realizada de
acuerdo con estos principios debería ser al propio tiempo la mejor Política
Social. El Orden Económico y Social son conceptos inseparables dentro de
una Economía Social de Mercado.
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2. PRINCIPIOS DE LA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO EN LA
POLITICA SOCIAL
2.1. El principio de Estado Social como leit-maxime del Derecho
Constitucional
La idea básica de la Economía Social de Mercado, como expresión de un
ordenamiento de la Sociedad, se encuentra en la ley fundamental de la Re-
pública Federal de Alemania. Si bien es cierto que esta Constitución no re-
fleja, en ninguno de sus apartados, de forma específica y propia, los compo-
nentes que pudieran definirse como la constitución económica y social de la
Economía Social de Mercado, sin embargo, las libertades y derechos cons-
titucionales que encuentran su reflejo en la Ley Constitucional están carac-
terizados por la idea básica de la Economía Social de Mercado. Estos son
los principios que deben de contribuir a crear un Estado Social.
El principio de Estado Social se refleja en aquellas normas vinculantes
que, de forma preceptiva, definen las actuaciones sociales y que regulan los
comportamientos en la Sociedad de forma que se cumpla lo prescrito en la
Constitución. La expresión constitucional de que la República Federal de
Alemania es un Estado Federal de derecho, social y democrático, es una nor-
ma determinante y obligatoria (Cláusula de Estado Social). Atendiendo a la
interpretación de la Doctrina Constitucional Alemana, ello constituye la ex-
presión de que el Estado debe y puede configurar el Orden Social. Cada uno
de los derechos fundamentales que se garantizan constitucionalmente debe
interpretarse y verse a la luz de esta declaración de Estado Social.
El "Derecho positivo", con su carácter liberal, encuentra su complemento
en una serie de "derechos fundamentales sociales" o "derechos sociales". La
Economía Social de Mercado limita los derechos de libertades absolutas tra-
dicionales. Estos se han de contemplar con reserva social, esto quiere decir
que deben ser investigados en cuanto a su compatibilidad social o con el
sistema de Sociedad. Las actuaciones que lleven al ejercicio de tales derechos
pueden clasificarse en conformes y no conformes al sistema. Está claro que
la compensación social en la realización del pensamiento del Estado Social no
se puede realizar por sí sola, sino que precisa de un marco de ordenación
que permita alcanzar este objetivo. De esto se puede deducir el derecho y
la obligación del Estado en las actividades de Política Social y en lo que res-
pecta a la legislación social.
lCuáles son los derechos fundamentales que tienen una importancia es-
pecial a la vista de la cláusula de Estado Social? A este respecto deben con-
siderarse especialmente:
- La protección de la dignidad humana, por ejemplo, mediante una con-
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figuración humana del trabajo y la integración correspondiente de los
hombres en el proceso de trabajo.
- El Derecho al libre desarrollo de la personalidad.
- La prohibición de discriminación, de manera que nadie puede ser dis-
criminado o tratado de forma diferente como consecuencia de su sexo,
edad, origen, etc.
- La libertad de coalición, esto es, el derecho de configurar, en base a la
libre elección del objeto de asociación, agrupaciones de intereses, sin-
dicatos, cooperativas, etc.
- La garantía de la propiedad privada, pero ello condicionado a una vin-
culación social expresa, que implica la posible existencia de limitaciones
cuando la utilización de la propiedad no sirva al "bien de la comu-
nidad".
Con la fijación de un marco de ordenamiento correspondiente con la idea
de la Economía Social de Mercado y con la obligación, tanto del Estado como
de cada uno de los individuos, de adaptar sus formas de comportamiento a
las normas, el legislador constitucional ha adoptado, en la República Federal
de Alemania, una posición distante del "principio ec1éctico", el cual señala
que puede actuarse, en parte, de forma pragmática y, en parte, de forma des-
coordinada, y solamente actúa la política reaccionando y legislando en forma
de correcciones para evitar decisiones sociales unilaterales e inseguras. La Po-
lítica Social tradicional percibe con esto una nueva orientación que la lleva
a la construcción de una Política moderna que contiene objetivos constructi-
vos. En el transcurso de los procesos de industrialización ha quedado demos-
trado que frecuentemente aquellas actividades de la Política Social adopta-
das de forma aislada para eliminar las situaciones sociales graves no han
tenido los efectos previstos. De esta manera no se puede configurar un Orden
Social consistente y reconocido que pueda ser aceptado. El Estado Social con-
figurado en el sentido de esta nueva orientación, puede definirse como un
estado que valora las relaciones condicionadas económicamente también en
la Sociedad, favoreciendo y asegurando -de acuerdo con el objetivo de que
debe garantizarse a todo individuo la di~nidad humana- la disminución de
las diferencias de bienestar y que deben eliminarse y controlarse las relaciones de
dependencia.
2.2. El principio de Solidaridad y de Subsidiariedad
La Política Social Estatal se orienta, en la configuración de sus medidas,
de acuerdo con determinados marcos, principios y fundamentos. Entre éstos deben
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encontrarse, además del principio de Estado Social, los principios de Solidaridad
y de Subsidiariedad. Pero además debe medirse el principio de la propia respon-
sabilidad de los ciudadanos y la garantía de la libertad personal corno valores
fundamentales de Política de Sociedad. Posee una influencia importante la doc-
trina social de la iglesia en lo que respecta a las máximas de Política Social,
pudiendo señalarse, por ejemplo, los enunciados del orden de sociedad y el
principio de Subsidiariedad Social contenidos en la Encíclica Social del Papa
Pío Xl. "Quadragesimo anno" del 15-5-1931.
El principio de Solidaridad es una idea tradicional procedente del desarrollo
económico y social. La Doctrina Social Cristiana y todos los movimientos obre-
ros o sindicales le han concedido una importancia muy significativa en los pe-
ríodos de industrialización. Significa que, caracterizados por el sentimiento de
la pertenencia a grupos de intereses idénticos y con características específicas,
les permite identificar mejor los riesgos sociales de iguales características. Lo que
a su vez ofrece planteamientos constructivos para poder contrarrestar estos pe-
ligros, o bien riesgos, de forma comunitaria. Como consecuencia de ello se ha-
bla de Seguridad Social en el sentido de comunidad solidaria de los asegurados
o bien de contrato generacional en los Seguros de Vejez. Las comunidades so-
lidarias se configuran, por lo tanto, en base a planteamientos de auto ayuda y
según el principio de seguros, con el fin de prevenirse comunitariamente con-
tra los posibles riesgos, así como contra las desventajas de la compensación eco-
nómica y social que resultan de los procesos de desarrollo económico del mer-
cado.
El principio de Solidaridad, que descansa en la propia responsabilidad, ha
sufrido en el marco de la Economía Social de Mercado, con los principios vincu-
lantes de Orden al Estado Social y de obligatoriedad de actuación, una cierta
pérdida de importancia. Las causas de ello se encuentran en la tendencia a ase-
gurar cada vez más por parte del Estado, de forma amplia, los riesgos sociales
7j de la Sociedad.
A pesar de esto, la capacidad funcional del sistema global de la Seguridad
Social es demasiado importante y de gran dimensión política, dentro del siste-
ma de una sociedad industrial moderna como para que el Estado pueda per-
manecer de forma inactiva.
El principio de Subsidiariedad se basa,asimismo, en la propia responsabili-
dad. Significa básicamente, que la autoayuda tiene preferencia ante la ayuda
ajena y la "ayuda para la autoayuda" subsidiaria tiene preferencia frente a la
transferencia de responsabilidad social de los afectados a terceros, por ejemplo,
al Estado. El principio de Subsidiariedad debe, de esta forma, garantizar que la
voluntad para la autoresponsabilidad y para la autorealizací6n del individuo no
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se debilite y que la responsabilidad no sea transmitida a la comunidad. Los sen-
timientos autovalorativos, de confianza en sí mismo y de responsabilidad indi-
vidual de los ciudadanos deben fortalecerse y hacerse funcionales en el conglo-
merado del Estado Social.
2.3. El principio de la justicia respecto a la aportación
El princlpzo de justicia, en relación con las aportaciones prestadas, posee
una importancia especial en este caso. En un sistema social a todo aquél que
ha hecho aportaciones a un sistema de seguridad social en la época de su vida
activa le corresponde como contraprestación (principio de equivalencias) que
se le garantice su "parte" una vez terminada aquella. Las expectativas que son
consecuencia de la capacidad de aportaciones del individuo, deben correspon-
der a una contraprestación adecuada a la aportación realizada en el caso de
pensiones y en otros casos de necesidad, lo que debe valorarse básicamente
por encima de un "regalo del Estado". Contraprestaciones para prestaciones
propias tienen el efecto, desde el punto de vista de la Sociedad y personal, de
una satisfacción. Una sensación de dependencia y agradecimiento frente a la
comunidad Estatal por la percepción de un "subsidio de paro" dentro de la se-
guridad total estatal, limita a la larga la propia responsabilidad, el deseo al desa-
rrollo de la personalidad y no contribuye al desarrollo comprometido de la
Sociedad en libertad. La interpretación del concepto de prestaciones se realiza
en los últimos años de forma sumamente materializada en aspectos monetarios.
Las aportaciones no vinculadas a rentas y las exigencias correspondientes no
se valoran adecuadamente. La polémica en cuanto a lo adecuado de la discu-
sión sobre la igualdad del hombre y de la mujer, las nuevas orientaciones de la
política de familia y las exigencias planteadas, demuestran claramente que el
principio de justicia en las aportaciones debe verse valorado bajo el punto de
vista de los ideales basados en las normas éticas y cristianas. Esto constituye
también una característica orientadora de la Economía Social de Mercado.
2.4. Conflictos básicos en el proceso de decisión estatal
El principio de subsidiariedad corresponde básicamente al principio de Esta-
do Social. Sin embargo, se debe establecer una cierta limitación como conse-
cuencia del efecto de la propia dinámica del principio social. Mientras que el
principio de subsidiariedad plantea una aceptación limitada de la responsabili-
dad por parte del Estado, allí donde se realiza una actividad estatal en
el campo de la política social, se desarrolla una tendencia constante a la am-
pliación del sistema de Seguridad Social con el objetivo de cubrir el máximo
de riesgos.
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No se registra, por lo tanto, sólo una limitación de la importancia del prin-
cipio de subsidiariedad. En la solución de los problemas de la ayuda social, en
la concesión del mínimo existencial como última instancia a recurrir en el sis-
tema de la Seguridad Social, corresponde precisamente al principio de subsidia-
riedad, con sus obligaciones, en primer lugar, dentro del marco de la familia, el
que se asocien todas las posibilidades del aseguramiento social y que solamen-
te entonces el Estado complementa con su contribución.
Una limitación de los márgenes impuestos por una Economía Social de
Mercado es función de toda política económica y social liberal.
Los principios dominantes, dentro del marco de una Economía Social de
Mercado, implican para la Política Social la revisión continua sobre cuáles deben
ser los problemas sociales objeto de la Política Social y que, consecuente-
mente, deben incluirse en el sistema colectivo de la Seguridad Social. Debe
aclararse, además, en qué medida ha de perseguir se una solución a los pro-
blemas entre aquellas que ofrecen los principios de solidaridad, de equiva-
lencia, o, bien, de seguros o de subsidiariedad. Y, debe decidirse, además, si
ha de surgir un seguro base o mínimo o una seguridad total, de forma que,
según el principio del Estado Social, pudiera cubrirse totalmente la previsión
social.
3. EL INSTRUMENTO DE LA POLITICA SOCIAL
3.1. Política Social Global
Política Social, en el sentido que aquí se entiende, es el conjunto de las ac-
tuaciones configuradoras de un Estado que, basándose en la idea de la Política de
Sociedad y con las ideas de Orden, tenga como objetivo mejorar o asegurar
las situaciones económicas y de sociedad de cada uno de los individuos o de
los grupos e individuos, de manera que se utilicen para ello los medios más
apropiados. Esta definición global debe obligar a que todos los portadores de la
Política Social actúen conforme a la idea básica del Estado Social. Las fuerzas
configuradoras de esta política son especialmente el Estado, las empresas, las
iglesias, las asociaciones benéficas, las asociaciones económicas y los sindicatos.
La cláusula de obligatoriedad social de la Economía Social de Mercado,
obliga al Estado y a la Política a tener siempre presente el bien de la Sociedad.
De tal manera que también la Política Económica y Presupuestaria, con sus
múltiples medios de ordenamiento y de proceso, deben concebirse de tal ma-
nera y aplicarse de tal forma que se consideren en todo momento los aspectos
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económicos y sociales. Poseen especial importancia a este respecto los instru-
mentos de la política de plena ocupación, de estabilidad y de la política coyun-
tural que corresponden, dentro del marco de las relaciones especiales, a la polí-
tica de precios, a la política de competencia, a la política estructural, a la polí-
tica fiscal, entre otros objetivos máximos de la Economía Social de Mercado.
Esto implica que todas estas medidas han de ser conformes al Sistema y al
mercado y, como consecuencia, también han de estar orientadas socialmente.
3.2. Política Social Específica
El instrumentario concreto de Política Social, visto de esta manera, cons-
tituye un complemento para los medios de la Política Económica y Presupuestaria
global. Su aplicación ha contribuido, especialmente, a garantizar la compensa-
ción social en todos aquellos sectores en los que el principio de Economía So-
cial de Mercado, que arranca del mercado, no conduce a una evolución equili-
brada en lo social y en los problemas de la Sociedad. El instrumentario de la
Política Social abarca, por ello, desde:
- La política de protección "clásica" que corresponde a la Política Social
empresarial voluntaria, que se ha hecho vinculante con la realización de
fases ya muy elevadas de industrialización, a través de la Política Social
estatal, y que se ha diferenciado correspondientemente según los aspec-
tos sociales pasando por:
- La política de la Seguridad Social, con los seguros de vejez, enfermedad,
accidentes y paro, hasta
- La política de compensación social y de configuración de la Sociedad.
La Política Social, dentro del marco de la Economía Social de Mercado, fo-
mentada por el principio del Estado Social ofrece un valor propio e igual al
valor de las otras políticas estatales de diferentes tipos. En la forma de una Po-
lítica configuradora gana cada vez más importancia la prevención mediante la
concepción de medidas previsoras en la economía privada y ello dentro del
marco de la Política Social Estatal. Las medidas correctoras, "a posteriori", para
cubrir situaciones socialmente defectuosas, se consideran en segundo plano;
allí donde pueda preveerse y configurarse de forma planificada evitando o dis-
minuyendo los efectos indeseados para la Sociedad o para grupos singulares.
La política social estatal en una Economía de Mercado vinculada socialmente
persigue:
1) Fomento de la igualdad de oportunidades a través del perfeccionamien-
to de los derechos a la formación y participación en el bienestar de la
Sociedad mediante participaciones adecuadas en rentas y patrimonios.
79
2) Disminución de las diferencias indeseadas producidas por el mercado
entre pobres y ricos en cuanto a las rentas y patrimonios.
3) La aplicación de mayor libertad, justicia, dignidad humana, desarrollo
de la personalidad, configuración de la sociedad y responsabilidad.
4) Desarrollo del instrumental de sociedad y política social y el marco
de ordenamiento para garantizar los derechos básicos sociales y fo-
mentar la red de seguridades sociales.
4. PRINCIPALES SECTORES DE LA POLITICA SOCIAL ESTATAL
Las actividades del Estado en el campo de la protección del trabajador y
de la Seguridad Social pertenecen a la Política Social clásica. Se derivan de las
necesidades básicas de los trabajadores para su protección físico-psíquica den-
tro de la Seguridad Social. Bajo el concepto de la Economía Social de Merca-
do tuvo validez el que se complementase esta Política Social tradicional. Bajo
la divisa de que el hombre es más importante que las cosas y de que la calidad
de la vida está determinada especialmente por la calidad del trabajo, toda la
política de protección al trabajador ha presentado una nueva renaissance.
4.1. Mejora de las condiciones de trabajo
Mediante las medidas de Política de Orden Social ha tenido lugar el des-
arrollo, orientado socialmente, de la Constitución del Centro de Trabajo y de
la Empresa (1). Un mayor grado de democracia en la Economía y en el Centro
de Trabajo que conceden las leyes vigentes ha sido reflejado en la Ley Cons-
titucional del Centro de Trabajo (1952) y en su nueva codificación (1972), así
como en las leyes de Cogestión. Para la minería y para el acero y carbón en
1951; en 1956 se aprueba el modelo de cogestión de la CECA, con distribución
paritaria de representantes del capital y del trabajo del Consejo de Supervisión
de la empresa. En 1976 se aprueba una ley de cogestión que amplía la coges-
tión a todas las empresas con más de 2.000 personas empleadas. Si bien no se
alcanza la paridad total como en el caso de la CECA en lo que se refiere a los
derechos de los trabajadores.
La Cogestión es prácticamente una limitación del proceso autónomo de
formación de decisiones y de las decisiones de la dirección de la empresa al
admitir la participación de los trabajadores o bien de sus representantes. Di-





























materia de dirección se diferencian de las decisiones sociales o de las deci-
siones a niveles de trabajo. Ambas formas de cogestión deben servir para
la compensación de intereses económicos y sociales. Para mejorar las condi-
ciones de trabajo contribuye especialmente la regulación de la cogestión a
nivel de centro de trabajo. Como medida de Política de Orden el legislador
social ha fijado, a través de la Cogestión, un marco mínimo para el tipo y
forma de colaboración entre la dirección del Centro de Trabajo y los tra-
bajadores. El Consejo del Centro de Trabajo, como órgano de la constitución
del Centro de Trabajo, tiene que vigilar, junto con la Dirección del Centro,
el que se apliquen en favor de los trabajadores los derechos vigentes, las or-
denanzas y las prescripciones de accidentes y aquellos otros aspectos referen-
tes a los convenios. Esto es, que se realicen las numerosas medidas protectoras
del trabajo y sociales en los procesos de su aplicación, en una "colaboración
plena" entre empresario y trabajador.
La política de protección del trabajador, denominada por regla general Po-
lítica de Protección del Trabajo, posee, en el Sistema de Economía Social de
Mercado, su posición asegurada como Política Social. Como corrector de
los procesos no deseados y de las consecuencias del mecanismo de mercado,
derivadas de planteamientos unilaterales en la sobre valoración de los puntos
de vista de la productividad y de la rentabilidad, así como de la dificultad de
valoración de los crecientes procesos de tecnificación o bien de automatización,
se ha producido como consecuencia del ordenamiento básico orientado social-
mente en la República Federal de Alemania, un mayor detalle e intensifica-
ción. Básicamente puede interpretarse la política de protección del trabajador
diferenciándola entre la protección del trabajo en 10 técnico y en 10 social.
El hecho de que en la República Federal de Alemania aproximadamente el
44 por 100 de los trabajadores y empleados (la participación de los trabajado-
res: más del 50 por 100) hayan percibido en 1977 pensiones anticipadas de
invalidez, como consecuencia de la incapacidad profesional y de trabajo, es
una señal relevante sobre la importancia que debe atribuirse a las medidas
para la humanización del trabajo.
En cuanto a protección social del trabajo se entienden, especialmente, todas
aquellas regulaciones que afectan a la protección de los grupos específicamente
afectados, tales como prohibición del trabajo de niños, prohibición del tra-
bajo de jóvenes, protección a la maternidad. La protección, en cuanto al tiem-
po de trabajo, trata de evitar períodos de trabajo excesivos. La regeneración
del trabajador, así como el mantenimiento y fomento de la salud de los ocu-
pados, deben ser considerados en el mundo del trabajo. La regulación de los
tiempos libres diarios, su consideración en trabajos peligrosos, los tiempos
libres de trabajo y de descanso, así como la fijación de los límites máximos
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en cuanto a la prolongación de la jornada de trabajo, prescripciones sobre el
trabajo en domingo y fiestas, etc., son elementos que configuran esta protec-
ción. Como problemas especiales, a este respecto, en los estados industriales
caracterizados por un grado de industrialización creciente, deben considerarse
todas aquellas regulaciones que afectan al trabajo en turnos y trabajos noc-
turnos, así como los trabajos de turnos móviles. En cuanto a la protección
técnica del trabajo deben considerarse todas aquellas regulaciones que tienen
como objetivo la aplicación de la técnica de seguridad en máquinas y apara-
tos. La protección empresarial al trabajo debe considerar la seguridad de los
medios de trabajo en cada uno de los talleres de producción; en interés de
una protección de previsión de peligros de accidentes debe considerarse la
ley de protección de máquinas (Ley sobre los medios técnicos de trabajo,
. 1968), que considera la máxima seguridad también para todos aquellos
mercados en los que puedan utilizarse los productos independiente de que se
encuentren en un taller con respecto a la producción, o en el hogar, o que
sean utilizados en tiempos libres. Para mejorar la organización de protección
al trabajo en la empresa se han incluido en la Ley de la Medicina de la Em-
presa, a los ingenieros en seguridad y a otros expertos para la protección del
trabajo (Ley de Seguridad del Trabajo, 1973).
4.2. La Seguridad Social
La política de Seguridad Social a través de la construcción de un sistema
de prestaciones para la Seguridad Social posee ya una vieja tradición. Las
actividades dentro del Seguro Social en cuanto al seguro de vejez, seguro de
enfermedad, seguro de accidentes y de paro constituyen los puntos fundamen-
tales de la Política Social Estatal en una Economía Social de Mercado. La
garantía legal contra los riesgos de vejez, de invalidez y de paro, constituyen
las necesidades básicas del hombre. Estas formas de Seguridad Social deben
contrarrestar, en el sentido de nuestro sistema de Sociedad, la disminución
que él pudiera implicar de libertades y de independencia. Fomentan la per-
cepción de los derechos sociales garantizados por la Constitución, ofrecen opor-
tunidades para aceptar los riesgos de aportaciones e iniciativas en compe-
tencia dentro de la sociedad y de la economía. La disposición a la responsa-
bilidad y la voluntad a una configuración activa, se acentúa de forma muy
específica allí donde las necesidades fundamentales están satisfechas por la
Seguridad Social.
Punto básico de la Política de Seguridad Social constituyó, en la primera
fase de la Economía Social de Mercado, la aplicación del concepto de las pen-
siones dinámicas (Reforma de Pensiones, 1957). Esta ley contiene la adapta-
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ción de las pensiones de vejez a los valores salariales de la parte de la po-
blación activa. Las disminuciones de valor que pudieran afectar a las cuotas
realizadas como contribuciones en los períodos de vida activa del individuo,
los cuales le conceden ciertos derechos, deben verse garantizadas, de forma
que, por ejemplo, no se vea afectada la validez de estas rentas por la evolu-
ción inflacionista. Las pensiones se han convertido, en realidad, en seguros y
se ha garantizado el mantenimiento del nivel de vida. De acuerdo con el
principio de solidaridad, no se ha realizado ni una garantía total y absoluta,
ni una renta estatal. La base fundamental es la aportación de las propias con-
tribuciones. Son también posibles complementos de previsión futura a nivel
individual. Los seguros de vejez empresariales, las medidas de fomento del
ahorro y las medidas de configuración del patrimonio, son todos ellos atrac-
tivos a este respecto. Las pensiones de vejez y de invalidez participan en el
incremento de las aportaciones económicas del conjunto del país.
La garantía de un mínimo existencial ha encontrado su expresión, en la
República Federal de Alemania, en la ayuda social. Se concede de acuerdo con
el principio de individualidad. Las necesidades personales se tienen especial-
mente en cuenta a la hora de fijar el importe de la ayuda social, siempre
que no esté vinculado a unos importes normativizados. Y puesto que tiene
que ser "una ayuda para la autoayuda", a la hora de su concesión debe conside-
rarse el principio de la subsidiaridad, es decir, que se han de considerar
tanto los patrimonios propios, rentas o posibilidades de cada uno de los in-
dividuos, así como las obligaciones de alimentación y cuidado de sus familia-
res. Como responsables de la ayuda social se han constituido en la República
Federal de Alemania asociaciones caritativas y de asistencia que han reali-
zado una gran labor. Con su actividad se trata de ejercer una influencia indi-
recta de la política social estatal en la forma de una Seguridad Social li-
mitada.
En el sentido del principio del Estado Social se desarrolla la red de la
Seguridad Social. Característica de este desarrollo es la introducción cada vez
de mayores riesgos y grupos de personas. En este sentido, por ejemplo, se
están incluyendo los miembros de la familia que no se encuentran en pro-
ceso activo, así como a los trabajadores independientes de empresas media-
nas, dentro del sistema de la Seguridad Social. La introducción de los "límites
flexibles", esto es, la oferta de los que se encuentran en el proceso produc-
tivo en un período de tiempo entre los sesenta y tres hasta los sesenta y siete
años, los inválidos, los incapacitados profesionales, así como también los que
abandonan anticipadamente el proceso de trabajo, constituyen todas ellas co-
tas que se han alcanzado en la construcción del sistema de Seguridad Social.
La pensión, en caso de enfermedad, está regulada, casi para el 90 por IDO
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de los ciudadanos de la República Federal de Alemania, a través del seguro
de enfermedad obligatorio. Los trabajadores, los pensionistas y los labradores
están también incluidos. Aproximadamente ellO por 100 están asegurados
de forma privada voluntaria. En el período de enfermedad los enfermos
tampoco tienen pérdidas en sus ingresos. Los empresarios están obligados
legalmente a continuar el pago de sus salarios durante un período de tiempo
de seis semanas. Las amplias normas promulgadas para la protección de los
enfermos se consideran, por muchos críticos, que son resultado y consecuen-
cia de una amplia iniciativa adoptada por los Sindicatos, que tratan de apli-
car una protección maximalista para los que están en activo en la vida pro-
ductiva. La discusión política de nuevas "cuestiones sociales" contiene un
incremento de consideración en las pretensiones de grupos marginales socia-
les o de grupos que se encuentran organizados de forma deficiente.
En cuanto a la política de ordenamiento del Estado, deben incluirse tam-
bién, dentro del marco institucional, los Seguros de Enfermedad. Han surgido
a este respecto problemas de dimensión bastante importantes como consecuen-
cia de los desplazamientos sociales entre los miembros asegurados y como
consecuencia de la gran dispersión, lo que acentúa la explosión de costes que
se ha producido en Sanidad.
Los riesgos de los accidentes de trabajo y de las enfermedades profesiona-
les están asegurados en los seguros de accidentes legales. En este campo se
encuentran diferentes vinculaciones, reparto de competencias y derechos de
los asegurados. El elevado gasto que implica la financiación de los costes como
consecuencia de los accidentes, es una causa fundamental para la intensifica-
ción de la política estatal de protección del trabajador.
4.3. Política del mercado de trabajo y de ocupación
La Política del mercado de trabajo y de ocupación está orientada a con-
seguir y mantener un elevado nivel de ocupación. Mediante medidas de fo-
mento del trabajo, se trata de mejorar constantemente la estructura ocupa-
cional de manera que pueda mantenerse una economía y un mercado de tra-
bajo funcionalmente activos. A los aspectos de la movilidad de los trabaja-
dores se les concede una importancia básica como elemento de la dinámica
del mercado de trabajo.
Una ley de fomento del trabajo (1969) constituye el marco del ordena-
miento de este sector de la Política Social. La Política Estatal en este campo
permite apreciar claramente la transformación que va de un seguro de paro
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puro a una configuración de medidas preventivas para evitar posibles difi-
cultades en la vida profesional y en el mercado de trabajo.
El instrumental de la política de mercado de trabajo abarca desde la con-
cesión de pagos compensatorios en la situación de paro y realización de todos
los esfuerzos posibles para facilitar un puesto de trabajo, hasta una entrada
en la vida profesional o un cambio profesional, facilitado todo ello a través
del asesoramiento de trabajo y el asesoramiento de formación. Los medios fi-
nancieros para el seguro de paro se podrían entonces aplicar de forma pro-
ductiva mediante, por ejemplo, financiación de medidas de formación profe-
sional, medidas que facilitasen la reincorporación en la vida profesional como
consecuencia de rehabilitaciones, pero también como fomento para la crea-
ción y reestructuración de puestos de trabajo.
En el sentido de nuestro ordenamiento de sociedad debe facilitarse a cada
uno de los individuos el que puedan recibir una respuesta adecuada a las
crisis profesionales en las transformaciones estructurales de la economía. De-
ben aprovecharse todas aquellas oportunidades que se ofrezcan. Y, además,
constituye un objetivo de la moderna política ocupacional la solución a los
problemas de grupos específicos (de edad, inválidos, mujeres).
4.4. lnterrelaciones entre política social y otras políticas parciales
En la República Federal de Alemania el presupuesto Social Estatal abarca
casi una tercera parte del Producto Nacional Bruto. Esto corresponde o con-
firma el peso propio de la Política Social, además de todos aquellos otros ele-
mentos que están sujetos al principio de la Economía Social de Mercado.
La elevada masa financiera que retienen los presupuestos sociales estatales,
implica una fuerte interdependencia de la Política Social con los demás sec-
tores políticos.
Los principios de la Economía Social de Mercado exigen en interés de una
mayor eficiencia de la Política Social coordinar esta política con las políticas
estatales económicas, presupuestaria, de vivienda, de formación, de sanidad
y de familia. Entre cada una de estas áreas políticas existe un efecto de inter-
dependencia y una mutua influencia. El resultado de cada una de las ac-
tividades estatales se ve influido por el grado con el que se hayan alcanzado
[os objetivos en los otros sectores. Lo que también tiene validez para la Po-
[ítica Social y, fundamentalmente, depende de la calidad de la política de ocu-
pación, de estabilidad, de coyuntura y de estructura. Por otro lado, el grado
de realización de estos objetivos de política económica se ven influidos, al
propio tiempo, por la efectividad de la Política Social estatal.
85
5. ENTIDADES RESPONSABLES DE LA POLITlCA SOCIAL
5.1. Estados y otros responsables de la Política Social de niveles inferiores
y no estatales
El principio del Estado Social, por un lado, y el Derecho de autonomía y
libertad, por otro lado, llevan en la Economía Social de Mercado a una es-
tructura que implica un pluralismo entre diferentes entes responsables de la
Política Social. Mediante la cláusula de la obligatoriedad social de la Ley
Fundamental de la República Federal de Alemania, el Estado se ha conver-
tido claramente en el responsable máximo de la Política Social. El espacio
libre que se deja para las políticas sociales independientes, a nivel de em-
presas innovadoras, se ha ido limitando de forma creciente a través de la Po-
lítica Social estatal. Mientras que el Estado desarrolla claramente actividades
en las áreas de la Política de Desarrollo tanto a nivel macro, como también a
niveles de ordenamiento general, ha delegado multitud de funciones y de
derechos, sobre todo aquellas funciones que poseen el carácter de ejecutoras,
a entes responsables de inferior rango en cuanto a la realización de la Polí-
tica Social. En el campo de la Seguridad Social deben considerarse también
todos aquellos responsables de los seguros de vejez, de los seguros de enfer-
medad, de los seguros de paro y los responsables de los seguros de accidentes.
A las comunidades locales v a las asociaciones que se crean libremente, a
nivel caritativo y de bienestar, se les han transferido multitud de funciones
en todo el campo de la infraestructura social. Jardines de infancia, hospitales,
centros de rehabilitación, asilos de ancianos, instituciones de formación, ofi-
cinas de asesoramiento social, entre otras, se realizan por instituciones no es-
tatales; los Sindicatos y las Asociaciones de Empresarios participan con deter-
minadas actividades configuradoras y de responsabilidad.
5.2. Autonomía en los convenios y colaboración social
Las Asociaciones de Empresarios y los Sindicatos, las partes sociales, son
los entes responsables más significativos de la Política Social. La colabora-
ción de las partes sociales y las libertades garantizadas por la .autonomía ta-
rifaria en la configuración de los convenios, con el fin de que se llegue de
forma responsable a la determinación de los convenios colectivos, se pueden
considerar como partes irrenunciables e integrales en el Sistema de Ordena-
ción de la Economía Social de Mercado. Los acuerdos de convenios en los
que se establecen salarios, pero también condiciones de trabajo; aspectos re-
ferentes a la protección frente a la racionalización y las participaciones patri-
moniales, abarcan, sin duda, aspectos que inciden en el mecanismo de mer-
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cado, en el sentido de una compensación social de intereses. El libre juego
de las fuerzas económicas del mercado se ve, con ello, limitado. "Los acuer-
dos de convenio constituyen un instrumento decisivo en la EcoA.omía Social
de Mercado en el que el pensamiento liberal de la vida económica se vincula
con la obligación social en la República Federal de Alemania en idéntica di-
mensión" CC. H. Nipperdey).
Las medidas referentes a la Política de convenios pueden influir indirecta-
mente, a posteriori, sobre el circuito económico. Fijan datos básicos de orien-
tación para el desarrollo del proceso económico. Con esta forma de cogestión
supra-empresarial pueden surgir siempre conflictos con la política económica
y social estatal, cuando los acuerdos de convenios se encuentran por encima
de las tasas de crecimiento de la productividad y del crecimiento económico
de la economía. Para "eliminar, este problema se ha intentado una acción
concertada" con base en la "Ley para el fomento de la estabilidad y el creci-
miento" (1967). Este complemento del marco de ordenamiento de la Economía
Social de Mercado debería configurar una coordinación armónica con los
objetivos del "cuadro mágico". Se persigue con ello una cierta limitación a
la política de distribución autónoma de las partes sociales donde se da más peso
a una orientación sobre el conjunto de la Sociedad.
El pensamiento básico de la colaboración entre empresarios y trabajadores,
o bien entre sus representantes lo constituye la Sozialpartnerschaft, la discu-
sión sobre si esta cooperación es solamente "base transitoria entre el Estado
empresario de ayer y el Estado sindical de mañana" demuestra que se tiene
que revisar y confirmar constantemente este principio de armonía y de cola-
boración "en paz" en el sistema de la Economía Social de Mercado. El pen-
samiento de lucha de clases que se ha considerado ya como pasado, ha vuelto
a percibir impulsos bajo la influencia del pensamiento neomarxista.
6. INFLUENCIA DE LA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO EN LA
POLITICA SOCIAL EMPRESARIAL
La limitación de la capacidad del mecanismo de autofuncionamiento de una
Economía de Mercado por lo que afecta al ámbito de lo social, se aprecia
especialmente de forma clara, allí donde pueden surgir problemas sectoriales.
El mundo del trabajo, la praxis empresarial, constituyen el lugar de surgi-
miento de problemas y la percepción de consecuencias sociales indeseadas de
los procesos de desarrollo en la Economía de Mercado. Las tensiones sociales
en el centro de trabajo, las defectuosas condiciones de trabajo, las enferme-
dades profesionales, los accidentes de trabajo, la invalidez prematura, las tasas
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de fluctuación elevadas, la inseguridad en los puestos de trabajo, la falta
de transparencia en el acontecer en el centro de trabajo, son todos ellos in-
dicadores de la necesidad de medidas de corrección de política social.
A este respecto deben considerarse dentro del plano de la política de or-
denamiento estatal, la fijación de un marco mínimo para la colaboración de
empresarios y trabajadores en el centro del trabajo y de su forma de influir
en la configuración de la constitución del centro de trabajo. La imposición de
intereses extremos mediante la dirección del centro de trabajo bajo puntos de
vista de rentabilidad, la planificación autoritaria de las fuerzas de trabajo como
factores de producción con carácter de objeto y un deseo de economía em-
presarial no justificado, puede llevar a discusiones políticas en el centro de
trabajo como consecuencia de la intervención sindical, lo que exige necesaria-
mente un ordenamiento de la forma de funcionamiento de todos los partici-
pantes en el centro de trabajo.
La influencia de los principios de la Economía Social de Mercado es nota
destacada en los comportamientos empresariales. Nuevas formas de la Polí-
tica Social Empresarial constituyen el desarrollo y la aplicación de nuevas téc-
nicas de dirección y la inclusión del "Patrimonio humano" en las consideracio-
nes empresariales. También debe considerarse, como nota destacable, la actual
reconsideración sobre las formas de medición de la responsabilidad social de
la empresa. La Contabilidad de recursos humanos, que puede contribuir a
un mejor conocimiento del valor de cada uno de los individuos, o bien de toda
la plantilla para la empresa, así como la publicación de balances sociales o el
complemento de los informes anuales de la empresa mediante la inclusión de
un informe social, son todas ellas expresiones de nuevas formas de compor-
tamiento responsable ante la Sociedad de la praxis empresarial.
En Francia .se ha impuesto a las empresas la publicación de un Balance So-
cial a través de una ley de trabajo de forma vinculante. La utilización de nue-
vos instrumentos considerados como tecnologías sociales de la Política Social
Empresarial marcan una pauta en el sentido de un abandono de los compor-
tamientos tradicionales. Mayores derechos de información, mayores derechos
de ser oídos, mayores derechos de asesoramiento y de codecisión ofrecen más
transparencia para la posición de la plantilla en el acontecer empresarial. Pero
además de estos derechos, se han concedido atractivos para una mayor colabo-
ración en la configuración y en la responsabilidad del desarrollo empresarial.
También se ha desarrollado la política de trabajo a nivel de centro de
trabajo. Para alcanzar la mayor calidad posible de las condiciones de trabajo
se ha planteado un elevado grado en la protección al trabajdor. Esto contri-
buye a una paz en el puesto de trabajo, a una paz social y con ello a una dis-
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minución de las tensiones sociales en el centro de trabajo, a la eliminación de
costes sociales y roces que provocan fluctuaciones indeseables, huelgas, en-
fermedades profesionales y accidentes, como expresión más significativa.
Aproximadamente 30.000 millones de DM es el coste que se prevé en la
República Federal de Alemania como consecuencia de los accidentes de tra-
bajo para 1980. Dentro de la contabilidad nacional no se consideran estas car-
gas de bienestar correspondientes a la descalificación, invalidez, y otras limita-
ciones de personas afectadas.
Ahora bien, no debe descuidarse u olvidarse que la creciente influencia del
Estado, en el sentido del principio del Estado Social, que actúa como garante
de una amplia influencia y obligatoriedad, está restringiendo ampliamente las
medidas autónomas de libre creatividad a nivel de Política Social empresarial.
En el mismo sentido ejerce su influencia también la política de los convenios
de las partes sociales que establecen de forma global, para determinados sec-
tores, reglas vinculantes para las empresas.
7. FUNCIONES FUTURAS DE LA POLlTICA SOCIAL
7.1. Evolución futura de la Economía Social de Mercado
El desarrollo futuro de la Política Social en la Economía Social de Mercado
está caracterizado por una ampliación de la política configuradora de la So-
ciedad que intenta alcanzar a todos los grupos sociales y por una compensa-
ción tendencial de las diferencias iniciales de rentas, patrimoniales y de cargas
sociales. Dentro de esta Política Social se acude a medidas de política familiar,
de vivienda, de patrimonio y de formación como también a actuaciones refe-
ridas a grupos, como la política juvenil, la política referente a la posición de
la mujer, la política referida a los ancianos y una política de clases medias. La
política en interés del trabajador extranjero, la consideración de sus intere-
ses e integración en el mundo del trabajo y en la vida de la Sociedad, exige
además otras configuraciones. Deben considerarse los problemas sociales del
país de origen y del país receptor.
La Política Social Estatal se realizó en el pasado de una manera relativa-
mente generalizada, esto es, de manera que las necesidades de muchos de los
grupos se han cubierto mediante "el principio de la regadera". Ello se debía,
por último, al hecho de que faltaban informaciones concretas sobre la realidad
y las áreas de problemas de la vida de la Sociedad y del moderno mundo del
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trabajo, lo que dificultaba los procesos de decisión estatales. Informaciones
concretas sobre las estructuras de ocupación y de trabajo, así como sobre las
condiciones de trabajo, han faltado en el pasado, así como también datos de-
tallados sobre la distribución patrimonial y datos estructurales de aquellos
grupos de población peor asegurados como consecuencia de las aportaciones
limitadas del seguro de vejez. Una configuración más eficiente de la Política
Social y un fomento de la estabilidad del sistema de Seguridad Social han lle-
vado a la realización de esfuerzos para una mayor transparencia en el sector
de la Política Social, construyendo un sistema de información social capaz de
dar respuesta a las exigencias de la Política Social (2). Mediante la agregación
constructiva de datos, mediante la aplicación de modelos de cálculo, la realiza-
ción de pronósticos, así como por la publicación de informes, como, por ejem-
plo, el Informe Social con el Presupuesto Social, el informe de adaptación de
pensiones, el informe para la evitación de accidentes, entre otros, se intenta in-
crementar la efectividad de la Política Social, hacerla medible y controlarla.
Este camino se está continuando de forma intensiva.
La limitación que implican los recursos escasos fija el marco para la futura
evolución de la Sociedad, tanto en las luchas por la distribución a nivel nacio-
nal como internacional. Las cuestiones referentes a la energía y a las materias
primas, los problemas del medio ambiente, entre otros, imponen, como con-
secuencia de las transformaciones estructurales que implican, exigencias al
mismo tiempo a la Política Social. Las innovaciones técnicas que resultan de
las nuevas transformaciones exigen una nueva reforma del instrumentario de
la política orientada a una compensación social dentro de una Economía So-
cial de Mercado. La comisión que se ha desarrollado para la configuración del
concepto de política de orden en lo referente a la evolución económica y so-
cial, se compone de representantes de los empresarios, trabajadores y científi-
cos y no ha conseguido realizar ninguna aportación que suponga una nueva
orientación de la política de sociedad.
La política social no es ningún descubrimiento del capitalismo para con·
vencer a la clase trabajadora. La economía política de corte marxista-leninista
ha querido ver en el instrumento de pacificación meramente una concepción
contra el proletariado de los estados industriales. Se ha considerado como ins-
trumento integral de estabilización del sistema capitalista económico. Las me-
didas de política social se consideran, entre tanto, en todos los sistemas eco-
nómicos y sociales, como necesarios. El que siga de cerca los esfuerzos comu-
nes del hemisferio oriental y occidental en las organizaciones internacional (por
ejemplo I.L.O., U.N.E.S.C.O.) pueden ver aquí un ejemplo.
Las consecuencias sociales de la transformación económica y técnica, por
citar sólo un ejemplo, son problemas que no pueden discutirse independien-
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temente del ordenamiento de la Sociedad. Lo que tiene validez tanto para el
análisis de las evoiuciones indeseadas como también por lo que respecta a la
validez de los medios utilizados para evitadas, reducirlas o eliminarlas. Las
diferencias económicas, las disparidades sociales, las diferentes necesidades de
grupos u ocupaciones, a cubrir específicamente, surgen en toda economía cre-
ciente y dinámica. El Gobierno Federal colabora en la configuración del ins-
trumentario de Política Social en los gremios internacionales. El sistema de la
Economía Social de Mercado, a veces mencionado bajo el atributo "milagro
económico", configura unas relaciones sociales relativamente estables y libres
-con resultados cambiantes- que, al aplicadas también más allá del marco
nacional, configuran una política social internacional.
7.2. Desarrollo de un orden de sociedad europea orientado en el ámbito social
Se producen problemas especiales en la integración de los estados que po-
seen diferentes órdenes económicos. Lo que tiene, sobre todo, validez para la
armonización de la política de los estados miembros de la Comunidad Econó-
mica Europea. Junto a las características nacionales de cada uno de los países,
en cuanto al orden económico, se debe considerar el grado de desarrollo de
cada una de las economías. Desde el punto de vista económico y social se
producen disparidades. Una integración completa de los sistemas de economía
de mercado con sistemas de economía planificada se autoelimina básicamente.
El acercamiento de las ideas de ordenamiento correspondientes a cada uno de
los países de la C.E.E. y la adaptación de aquellos países que han solicitado su
entrada dentro de la Comunidad, vinculándose todos ellos a la idea básica de
la C.E.E., constituye un proceso obligatorio cuando se quiera que el proceso
de integración sea realidad.
Una serie muy amplia de actividades de adaptación y de armonización en el
plano europeo convence del deseo, de la idea de la unidad europea como con-
cepto de ordenación de sociedad en una concepción económica europea con-
junta y un sistema económico conjunto.
Además de la armonización de los conceptos y medidas de la política eco-
nómica y fiscal, se hace necesario plantear la coordinación en materia de Po-
lítica Social. Las disparidades sociales y las diferencias de intervención estatal
y de los sistemas de Seguridad Social plantean múltiples aspectos. Las ideas y
las experiencias internacionales deben ser intercambiadas, siendo en este mo-
mento de gran urgencia actuaciones en este sentido. La evolución de las econo-
mías y la eficiencia en las medidas políticas se han de analizar al propio tiempo
de tal manera que acentúen las máximas directrices del orden de Sociedad. Des-
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de el punto de vista económico los países miembros de la C.E.E. se han defi-
nido, en mayor o menor grado, por la configuración de un orden económico o
liberal con una competencia libre. "El mercado unitario libre" se construye,
además de con las cinco libertades básicas -tráfico de mercancías, personas,
servicios, capital y pagos- con los equivalentes en el área de la Sociedad y
en ols aspectos sociales. También en cuanto a la responsabilidad social de los
países miembros de la Comunidad Económica Europea y frente a otros Esta-
dos con órdenes económicos liberales, así como con respecto a los países en vías
de desarrollo del tercer mundo, se plantean exigencias muy elevadas. Las nue-
vas dimensiones de la Economía Social de Mercado tienen que ser planteadas
abiertamente. El mercado, como sistema de coordinación, se considera el más
eficiente y el que posee una mayor capacidad de adaptación. Este hecho se su-
braya además por la introducción de los principios de la Economía de Merca-
do dentro del marco de la competencia socialista. Y es, en este sentido, tanto
más necesario conseguir acentuar esta realidad y desarrollarla. El fortaleci-
miento de los mecanismos de compensación social, en el sentido de una Eco-
nomía de Mercado vinculada socialmente, constituye uno de los pasos esen-
ciales. La Carta Social Europea del 18 de octubre de 1961, las prescripciones
jurídicas de la C.E.E., los acuerdos del Consejo de Europa, los acuerdos entre
los diferentes Estados, los acuerdos de la Organización Internacional del Tra-
bajo y el pacto de las Naciones Unidas sobre los derechos económicos socia-
les y culturales, constituyen un marco muy amplio para la construcción y su-
cesivo desarrollo de la política social europea.
NOTAS BIBLIOGRAFICAS
(1) Ver Herbert Schmidt: «Estructura legal de la Empresa y Democracia Empresarial».
Publicaciones de la Escuela Superior de Gestión Comercial y Marketing (ESrC). Estudios
ESIC. 4. Madrid, 1976. Idem: La ley constitucional de la explotación en la República Fede-
ral de Alemania. Cuaderno Esrc. 6. Madrid. 1977.
(2) Ver H. Schmidt: «Sistema de información social en la República Federal de Ale-
mania». Los datos de base del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. En ESrC-MARKET.
Estudios de Gestión Comercial y Empresa, núm. 21. Madrid, 1976. págs. 117-145.
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VIII. ANALISIS DEL PROGRAMA ECONOMICO DEL
GOBIERNO DESDE EL PUNTO DE VISTA DE UN
ORDEN ECONOMICO SOCIAL (*)
Para analizar el Programa Económico del Gobierno (PEG) desde el punto
de vista de un orden económico-social y más concretamente desde la pers-
pectiva de lo que se entiende por "Economía Social de Mercado", en la con-
creción histórica de la República Federal de Alemania, voy a resumir breví-
simamente las notas que considero más específicas de esta forma de organi-
zación económica.
Entiendo que el calificativo de "social" pretende destacar una importante
diferenciación con respecto a la concepción individualista del mercado que ha
caracterizado al liberalismo tradicional y a ciertos neoliberalismos. La Eco-
nomía Social de Mercado reconoce que no basta el libre juego de los agentes
individuales del mercado para obtener resultados satisfactorios para la colec-
tividad y, por eso, propone que el Estado intervenga para crear y mantener las
condiciones de competencia de mercado, para corregir las desigualdades ex-
cesivas en la distribución de la renta o la riqueza, a las que puede llevar el
mercado, y para evitar las fuertes oscilaciones de la coyuntura. Esto lo ha de
hacer, y es la segunda nota específica de la Economía Social de Mercado, con
actuaciones que sean conformes al mercado, es decir, no incidiendo en los me-
canismos esenciales del funcionamiento del mercado que podríamos resumir
en la formación libre de los precios de los bienes de consumo o de los factores
de producción.
Me atrevería, pues, a adelantar la tesis de que el P.E.G. no se ha pensado
en términos de la Economía Social de Mercado y está más cerca de las nuevas
tendencias del liberalismo individualista de la Escuela de Chicago y de los
llamados "nuevos economistas franceses" que de la Economía Social de Mer-
(*) Ponencia presentada por el Prof. Dr. Eugenio Recio Figueras, Profesor de
E.S.A.D.E., Barcelona.
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cado que formuló MUller-Armack y asumió como programa la C.D.U. ale-
mana. Para entendemos creo que se podría decir que corresponde más a las
pretensiones de una derecha liberal del tipo del F.D.P. alemán (que parece ser
la orientación más definida en la C.E.O.E.) que a un programa de centro, o de
equilibrio entre los diferentes intereses de los grupos sociales.
De las dos partes en que se divide el P.E.G. vamos a tratar muy rápida-
mente de la primera para poder dedicar más tiempo al resto, en el que se pro-
pone la orientación de la política económica que pretende seguir el partido
que está en el poder en el período de la presente legislatura, es decir, a medio
plazo.
Lo fundamental de la primera parte del Programa es el reajuste que se
hace de lo que será la evolución económica del año en curso (desde agosto
en que se dio a conocer el P.E.G. hasta diciembre), las medidas que se toman
para ello y la justificación de ambas cosas. Para nuestro propósito lo más in-
teresante es la consistencia de las razones que se aducen para justificar el
reajuste y por eso no vamos a detenemos mucho en detalles cuantitativos.
En las previsiones que hizo el Gobierno en diciembre de 1978 sobre la evo-
lución de la economía en 1979, se supuso una tasa de crecimiento de la eco-
nomía española del 4,8 por 100 y una subida de los precios del 10 por 100
con lo que se crearían de 150.000 a 195.000 nuevos puestos de trabajo. Con
estos datos la situación de nuestra economía habría evolucionado notablemen-
te mejor que en cualquiera de los años transcurridos desde 1975, como puede
comprobarse en el Cuadro adjunto en el que se recogen las magnitudes macro-
económicas, previstas y efectivas, de estos últimos años.
La rectificación que ofrece el P.E.G. en el mes de agosto supone reducir
la tasa de crecimiento a 2,5 por 100, que fue la conseguida en 1977 y que sería
todavía superior a la de los años 1975 y 1976; la tasa de inflación se eleva
al 16 por 100, ligeramente inferior a la de 1978 (16,5 por 100) y claramente
inferior a la de los años 1976 y 1977 (19,8 por 100 y 26,4 por 100, respectiva-
mente). Se teme, aunque sobre ello no dice nada el programa, que el paro
aumente en un volumen de 250.000 personas.
Un estudio comparativo de los datos de los Cuadros macroeconómicos (ad-
virtiendo la circunstancia electoral que se dio en 1977, que puede explicar las
desviaciones entre lo previsto y lo realizado) y algunos de los acontecimientos
de los meses anteriores a la presentación del Plan (estudiados con cierto de-
talle en INFORME SOCIAL 1978, publicado por la Asociación Cristiana de
Dirigentes, Barcelona, octubre 1979) nos llevan a la conclusión de que no se
puede atribuir la necesidad del reajuste exclusivamente a la subida de los pre-
cios de la O.P.E.P. en junio, a la desfavorable evolución de la economía interna-
cional y a las "situaciones nuevas en el ámbito nacional" (pág. 18 del docu-
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mento publicado por la Secretaría Técnica del Ministerio de Economía). Un
análisis objetivo de los hechos permite inferir, sin restar en modo alguno la im-
portancia decisiva de los agentes externos, que se debe añadir a lo dicho que la
existencia de una Política Económica desacertada ha contribuido a agravar la
situación y el desfase de los remedios.
Entre los hechos que consideramos más significativos para el juicio que
acabamos de emitir, enumeraríamos a título enunciativo los siguientes:
- Las previsiones propuestas por el Gobierno para 1979, y que hemos re-
cogido en el Cuadro Macroeconómico, eran excesivamente optimistas,
quizá por motivos electorales (por eso hemos llamado anteriormente la
atención, según el mismo Cuadro, sobre la experiencia de 1977). El
Équipo de Coyuntura, que dirige el profesor Fuentes Quintana, publicó
en "El País" unas previsiones más moderadas y, sin embargo, sus auto-
res consideraban que sólo se podrían lograr a través del esfuerzo de una
Política Económica muy activa. Como esa Políticil tan activa no se dio,
como mostraremos más abajo, la necesidad de rectificar los objetivos
propuestos por el Gobierno habría aparecido incluso sin la intervención
de los agentes externos aludidos.
- No parece que se puedan considerar como "situaciones nuevas", según
afirma el P.E.G., y por tanto, imprevistas cuando se hizo el Cuadro de
objetivos para 1979 ni la prolongación del período electoral hasta abril,
ni el retraso en la aprobación del Presupuesto, ni la situación caótica de
las haciendas municipales. Más bien hay que pensar que se subordinó la
economía a los intereses electoralistas y por esta misma razón se am-
pliaron los créditos extraordinarios y los gastos corrientes de la Admi-
nistración pública, que según reconoció el propio ministro de Hacienda
en la presentación del Presupuesto, fue excesivo durante el primer se-
mestre, originando un aumento del déficit presupuestario que se ha que-
rido corregir con las medidas del Programa que analizamos.
- A lo largo del primer semestre de 1979, las quejas fueron continuas, por
la falta de una Política Económica activa. En el mes de abril se toma-
ron unas medidas para evitar las desviaciones que se estaban produ-
ciendo en la política monetaria, pero fueron medidas muy puntuales sin
una visión globalizante. En el debate que tuvo lugar en el Congreso en
el mes de mayo sobre la situación económica, los responsables de la
Economía no pudieron presentar un Programa concreto a medio plazo
y el mismo partido del Gobierno presentó una moción para que se ela-
borara y a esto es a lo que ha venido a responder el P.E.G.
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La conclusión que se saca de estos hechos, y de otros que se podrían aña-
dir, es que la preocupación política ha desplazado los problemas económicos a
un segundo plano de interés, como si la democracia pudiera consolidarse sin
una economía sana. La laboriosa gestación de la Economía Social de Mercado
en el período de la constitución de la República Federal de Alemania nos
muestra aquí una patente divergencia con la actitud de nuestros políticos y de
nuestra sociedad, aunque, lamentablemente coherente con nuestra historia po-
lítica que no se ha caracterizado por su realismo y acierto en afrontar los pro-
blemas económicos.
En la segunda parte del Programa Económico del Gobierno que, como he-
mos dicho es la que más nos interesa, podemos distinguir dos secciones muy
claras. La primera es, sin duda, la parte medular del P.E.G., porque en ella se
define, sin las ambigiiedades que caracterizan a la Constitución, el sistema en
el que ha de enmarcarse la actividad de la economía de nuestro país en los
próximos años. En la otra sección se trazan las líneas básicas de actuación de
la política Económica a medio plazo.
Es curioso que para justificar la decisión por el sistema de economía de
mercado se aporten sólo razones técnicas y no se haga ninguna referencia a
los aspectos axiológicos, con el consiguiente debilitamiento de la fundamenta-
ción que esto implica.
El argumento principal que se emplea es que en un mundo tan cambiante
como el actual se necesita un sistema muy flexible para acomodarse a los con-
tinuos cambios en la estructura de demanda y en las condiciones técnicas de
producción y esto se logra mejor con el mercado que con la planificación. El
razonamiento no resulta muy convincente en los términos en que se plantea
porque si se trata sólo de un problema de incertidumbre, se podría razonar lo
mismo a nivel de Empresa y parece difícil admitir que por la opacidad del
futuro se haya de prescindir en la gestión empresarial del instrumento de la
planificación. La llamada planificación estratégica pretende precisamente con-
seguir esa flexibilidad que requiere la gestión económica para estar en un pro-
ceso continuo de revisión, pero siempre parece más seguro ir modificando el
rumbo en función de las circunstancias que no saber adónde se va.
Con esta crítica no queremos, en modo alguno, que se entienda que pro-
ponemos la alternativa de la planificación a la del mercado como más conve-
niente para el funcionamiento de nuestra economía; queríamos mostrar sola-
mente lo frágil de la argumentación a favor del mercado por las consecuencias
que pueda tener cuando la implantación de un auténtico mercado exija refor-
mas estructurales con elevados costes sociales.
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Consideramos, pues, un acierto, aunque sólo sea a nivel semántica, que
este documento se haya presentado como un "Programa", aunque esto haya
exasperado a ciertos economistas de izquierdas y a algunos políticos que no
se resignan a juzgar al P.E.G. en el contexto en que ha sido propuesto por sus
autores y lo rechazan porque no casa con sus criterios de planificación. Sin en-
trar en la discusión sobre si hay algún tipo de planificación que sea compatible
con el funcionamiento del mercado, hemos de concluir en este punto, que el
P.E.G., al menos semánticamente, está de acuerdo con la línea más ortodoxa de
la Economía Social de Mercado, y con las concepciones más liberales de los
sistemas de mercado. Es significativo, a este respecto, que cuando se ha ob-
jetado al P.E.G. que al hablar de la reconversión de sectores sólo se toman
medidas para el siderúrgico y el naval, el ministro de Economía señor Leal
haya respondido, en perfecta coherencia con este planteamiento, que eso es
problema de la iniciativa privada y que se hace excepción con los sectores ci-
tados por la importancia que tiene en ellos la Empresa Pública.
Definido el marco de la Política Económica que se ha de practicar en estos
años, podemos ya adentrarnos en lo que considero lo más específico del Pro-
grama que analizamos.
Un estudio detenido de todo el Programa nos permite concluir que todo
está pensado con la finalidad de crear confianza en la iniciativa privada para
que se anime a invertir. Aunque en una relación de medios y fines, habría que
decir que el objetivo explicitado en el P.E.G. es el de conseguir en los próxi-
mos años las tasas de crecimiento más altas que sean posibles, sin fuertes des-
equilibrios en los precios, para que se cree el mayor número posible de pues-
tos de trabajo y, por tanto, el estímulo de la inversión privada tiene razón de
medio, se pone tanto énfasis en asegurar las condiciones para que esto se pro-
duzca que, a veces, se puede dudar de cuál es el verdadero fin y cuáles los
medios.
Según esto, la operatividad del Programa se ha de reducir de la verosimi-
litud de que se gane esa confianza de la iniciativa privada y con ello se esti-
mule la inversión, y es aquí donde creemos que un planteamiento más en la
línea de la Economía Social de Mercado habría garantizado un mayor éxito.
Se ha dicho, a propósito del P.E.G., que un Programa que agrade a todos
los grupos sociales sería algo inoperante y utópico. Históricamente creemos de-
mostrable que esto fue lo que se consiguió con la Economía Social de Mercado.
y aunque la actitud de las Centrales Sindicales de nuestro país sea muy dife-
rente de la que adoptaron los Sindicatos alemanes después de la experiencia
del nacional-socialismo, el acuerdo conseguido en los Pactos de la Moncloa de-
mostró que cuando hay compensaciones que permiten distribuir realmente la
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carga con cierta equidad en el cuerpo social es posible conseguir, la colabora-
ción de todos y esto es, precisamente lo que se echa de menos en el P.E.G. que
parece querer reanimar la actividad de la Empresa, olvidándose de la realidad
social.
Para conseguir una sistematización más operativa, en el estudio de las lí-
neas básicas de actuación, de la Política Económica a medio plazo que propo-
ne el P.E.G. vamos a agruparlas en los siguientes temas: política de reasigna-
ción de recursos, política de rentas, política de inversión y actuación del sec-
tor público; con ello podremos poner más de relieve las convergencias o des-
viaciones de los criterios que hemos considerado específicos de la Economía
Social de Mercado.
El Programa afirma, con acierto, que para hacer frente a la crisis actual el
camino es mejorar hasta el máximo la reasignación de recursos. Creo que no
hay duda de que la crisis que vivimos no es una crisis de demanda como la
de 1929, sino de escasez de recursos y, por tanto, de oferta, y que es técnica-
mente consistente reconocer que el mercado es el sistema económico más efi-
caz para el aprovechamiento de los recursos.
Hay que advertir, sin embargo, que el mercado asigna los recursos según
los deseos de la colectividad expresados a través de la demanda y, por tanto,
si el poder de compra está muy desigualmente distribuido, pesará excesiva-
mente en la demanda el interés de los que tienen rentas elevadas y, en con-
secuencia, los recursos escasos no se utilizarán en función del bienestar de
todos. El mercado, además, no es el medio más flexible para transmitir la in-
formación a través de los precios si sectores importantes de la producción tie-
nen una estructura más o menos monopolista.
Se echa de menos en el programa la conciencia de que hoy por hoy el mer-
cado no puede funcionar en España correctamente por las dos razones apun-
tadas y por eso nos parece un grave error pensar que, con una política de libe-
ralización de precios y de rentas, se va a conseguir que funcione un sistema de
precios relativos que haga innecesario todo tipo de intervencionismo. La ex-
periencia muestra, y el mismo Programa lo reconoce, que la liberalización de
algunos precios como los de los automóviles y el del dinero no ha servido
más que para facilitar sus subidas. La Economía Social de Mercado exige, pues,
crear unas estructuras que como decíamos antes suponen un fuerte coste so-
cial porque se enfrentan con los intereses de poderosos grupos de presión.
El P.E.G. anuncia algunas medidas para romper las situaciones de mono-
polio, como las liberalizaciones de las importaciones, pero no se mencionan otros
instrumentos igualmente importantes como mejorar los canales de distribución
en el mercado interior para que los márgenes de los intermediarios no aumen-
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ten desmesuradamente y sin justificación, los precios y, lo que es más inex-
plicable, se prescinde aparentemente de todo el aparato contra prácticas res-
trictivas de la competencia, que es el instrumento fundamental que utilizan los
países que defienden el funcionamiento del mercado.
Por otra parte, los sectores más comprometidos para la política de pre-
cios, el energético y el agrícola, no son tratados directamente en el Programa.
Se considera que el Plan Energético Nacional resolverá los problemas del pri-
mero, pero hay que recordar todas las vicisitudes que pasó este Plan, por la
actuación de los grupos de presión hasta llegar a su aprobación en el Congre-
so a pesar de las muchas objeciones que le puso la oposición. Con respecto a
la agricultura, quizá sea un motivo de esperanza la favorable acogida que tuvo
el Programa presentado al Congreso por parte de todos los grupos allí repre-
sentados.
Resumiendo, pues, lo que se refiere a la política de reasignación de recur-
sos, parece que hay falta de valentía para reconocer la situación real, que exi-
giría importantes cambios estructurales para que pueda funcionar el mercado
de acuerdo con el modelo que nos sirve de referencia. El instrumentario apli-
cado para corregir las estructuras de partida resulta poco adecuado dada la im-
portancia que tienen las referidas políticas para crear y mantener la competencia.
La política de rentas está tratada explícitamente en la primera parte (pá-
gina 30 del P.E.G.) a propósito de la revisión prevista en el Decreto-Ley de
diciembre si los precios superaban el tope establecido para junio, y de un
modo indirecto pero muy "oportuno" en el epígrafe de "crecimiento y solida-
ridad" (pág. 57) al trazar las líneas básicas de actuación respecto al empleo.
Se afirma que es posible en los próximos años una tasa de crecimiento de
la economía española entre el 4 y el 5 por 100; que esta tasa es necesaria para
reducir el paro y que sólo se conseguirá si el crecimiento de los salarios reales
no absorbe el crecimiento de la productividad y, además, no trata de neutrali-
zar, con revisiones de rentas monetarias, la pérdida de poder de compra im-
puesta por el encarecimiento de los crudos.
Dada la insistencia con que se ha afirmado en épocas anteriores que
los salarios han de crecer al ritmo de la productividad y el que, como mínimo,
sus subidas han de cubrir la pérdida de poder de compra reflejada por el índi-
ce de precios al consumo, parece excesiva la pretensión de que se renuncie,
ahora, a esos criterios cuando ni siquiera se intentó eso en una situación tan
extrema como la que existía en el momento en que se aprobaron los Pactos de
la Moncloa. Encontramos aquí un indicador de esa falta de sensibilidad social
por la que consideramos que el P.E.G. se desvía del equilibrio que caracteriza
a la Economía Social de Mercado.
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Es verdad que nuestra economía se encuentra ante una inflación de costes
que hay que superar para resolver los problemas del paro, pero para que la
carga se distribuya equitativamente, además de proseguir por el camino inicia-
do de un sistema fiscal más progresivo, habría que garantizar que iban a ser
también seriamente afectadas las rentas de carácter especulativo y, sobre todo,
que se iban a agotar todas las posibilidades que tienen las Empresas de redu-
cir costes mediante una mayor racionalización de su gestión.
El problema de fondo está en tratar de que el excedente empresarial vuelva
a recuperar la proporción que tenía en la distribución de la renta global, pues
en estos últimos años ha habido una redistribución a favor del trabajo que
ha aumentado su participación. Es importante recordar que, en contra de lo
que muchos piensan, la participación del trabajo en la renta nacional de Espa- I
ña no es muy desigual a la de otros países, si se tiene en cuenta el volumen de
la población asalariada en España. Las grandes diferencias en la distribución I
de la renta no corresponden a lo que recibe el trabajo y el capital, sino a la
distribución personal. De todas formas, para tener una idea completa de lo
que significa esta política de rentas, que como hemos dicho antes es un factor
básico de la Economía Social de Mercado, hay que completar este análisis con
el de la política de inversiones.
La política de inversiones comprende los criterios sobre dónde y quién ha
de invertir y cómo han de financiar esas inversiones. En el Programa está cla-
ro, y en perfecta coherencia con los postulados de la Economía Social de Mer-
cado, que se deja al empresario decidir los sectores y la localización y que se
da preferencia a la iniciativa privada, centrándose la atención en el problema
de los fondos para invertir.
Para reanimar la inversión privada que, como hemos dicho, es el objetivo
instrumental más importante del PEG, hay que remover los obstáculos que la
han llevado a su postración actual. El Programa atribuye la atonía inversora
a la falta de claridad sobre el sistema económico que va a tener vigencia, a
las dificultades para el aprovisionamiento de productos energéticos, a la inde-
finición del marco legal para las relaciones laborales y a la caída del excedente
empresarial. Se afirma que se ha ido poniendo remedio a todas esas dificulta-
des y en el párrafo de las líneas básicas de actuación dedicado a la "financia-
ción de los procesos de inversión" (Pág. 66 del P.E.G.) se trata de superar
el escollo de la falta de fondos que se atribuye a la disminución de los bene-
ficios de las Empresas, a la caída del ahorro y al elevado precio del dinero.
Sin entrar a juzgar el acierto del diagnóstico (las Encuestas de coyuntura
manifiestan repetidamente que, según los Empresarios, la causa principal del
retraimiento de la inversión es la falta de demanda), conviene recordar aquí
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que el bajo nivel del ahorro privado es un mal endémico de nuestra econo-
mía que, por eso, ha utilizado formas de financiación claramente inflacionistas
en las épocas de mayor crecimiento. Y por lo que se refiere al excedente em-
presarial parece que, dado el nivel de autofinanciación de la Empresa espa-
ñola, no está justificado que se dé tanta importancia a este hecho para expli-
car la falta de fondos de inversión, aunque sí la tiene como factor desmotiva-
dor para buscar medios financieros en las fuentes tradicionales. Evidentemen-
te el saneamiento de nuestra economía exigiría un cambio de actitudes con
respecto a ambos problemas: ahorro y estructura financiera de las Empresas,
pero esto requeriría un tratamiento mucho más intensivo que el que parece
contemplar el Programa al reducirlo a un problema coyuntural. En lo refe-
rente al coste del dinero, el tema se quiere afrontar abiertamente, prosiguiendo
con la reforma del sistema financiero que viene coleando desde el Pacto de la
Moncloa y, al parecer, tiene que vencer tantos o más obstáculos que el Plan
Energético o el Estatuto de la Empresa Pública.
La revitalización de la Bolsa es también otro objetivo que se propone el
P.E.G., de acuerdo con esas reformas que tienden a configurar un sistema de
financiación coherente con las exigencias de la Economía Social de Mercado.
Pero en esto, como en los puntos anteriores, se habla de un modo bastante
general y no se concreta calendario, por lo que parece que hay falta de decisión
para afrontar problemas que son inveterados en nuestro sistema económico
y esenciales para conseguir la funcionalidad del sistema de Mercado que pro-
ponemos.
En la concepción general sobre la Política del Sector Público, que está ex-
tensamente tratada en el Programa, no hay duda de que se quiere evitar que
invada el terreno de la iniciativa privada o dificulte su funcionamiento. Cree-
mos, sin embargo, que hay bastante confusión conceptual en los criterios para
~eIimitación de competencias y no aparece en ninguna parte ni la más vela-
da alusión al principio de conformidad con el mercado que, según hemos di-
cho, es uno de los criterios decisivos para definir una Economía Social de
Mercado.
Por lo que se refiere al Gasto Público, se establece el criterio de que su
~recimiento se ha de mantener por debajo del incremento del PNB, no inclu-
yendo para este tope las transferencias del Estado a la Seguridad Social (pá-
gina 80 del PEG). Está claro que así se da una primacía al interés privado,
pero parece que sería más racional controlar su volumen mediante los aná-
lisis de costes-beneficios que por limitaciones cuantitativas referidas a una
magnitud, como en el caso propuesto. Se añade, además, que se ha de me-
jorar la participación relativa de la inversión pública en el total. de gastos,
pero no se especifica si se trata de inversiones de infraestructur~ y servicios
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que son específicos del sector público o en empresas nacionalizadas, cuya
necesidad había de probarse previamente. Se afirma que con estas inversiones
se quieren crear puestos de trabajo, pero se pone la limitación de que no
ocasionen gastos públicos corrientes, lo cual parece corresponder mejor a la
situación de Empresas productivas que a los servicios públicos propiamente
dichos y cuyos límites son también bastante elásticos.
En el párrafo dedicado a la Empresa Pública se insiste en que no ha de
ser discriminada y concurrirá al mercado en igualdad de condiciones con
la Empresa privada, se gestionará con criterios de rentabilidad, pero tratará
de corregir los desequilibrios actuales o potenciales del mercado y se tendrá
en cuenta su capacidad de generar economías externas. En un planteamiento
así, no resulta fácil encontrar la coherencia y operatividad que exige un tema
tan delicado para la definición de un sistema preciso y exigente como el de la
Economía Social de Mercado.
Para concluir vamos a resumir en los siguientes puntos los aspectos más
relevantes de nuestro análisis:
1. El Programa analizado está pensado en función de una economía libre
de mercado pero no aplica los criterios que consideramos determinan-
tes de una Economía Social de Mercado.
2. Resulta poco consistente la fundamentación del mercado, por motivos
técnicos, sin ninguna referencia a la defensa de los valores fundamen-
tales que representa este sistema.
3. Parece que se sigue sin dar a la economía la importancia que tiene para
la consolidación de la democracia y que sería lo que justificara los sa-
crificios que impone la aplicación de un sistema tan exigente como el
de la Economía Social de Mercado.
4. Se echa de menos un equilibrio para compensar el coste social que
supone la superación de la crisis por el deseo de estimular al máximo
la reanimación de la inversión privada, comprometiendo el éxito del
Programa y desviándose de lo que tanto contribuyó a los resultados
conseguidos con la Economía Social de Mercado en otros países.
5. No se afrontan, con la decisión requerida, reformas estructurales im-
prescindibles para el correcto funcionamiento de la Economía Social
de Mercado como la creación de una auténtica competencia, una dis-
tribución más uniforme de la renta, los supuestos para una política co-
yuntural, etc.
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6. La actuación del sector público queda definida confusamente y se ig-
nora el principio de conformidad con el mercado, al mismo tiempo que
se renuncia al de subsidiariedad.
7. Es muy positiva la tendencia del Programa a reconocer la autonomía
de las partes negociadoras en los Convenios Colectivos; resulta tam-
bién coherente con la Economía Socia! de Mercado la definición de
la política del sector exterior y la libertad que se reconoce a la Empre-
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IX. EL PAPEL DEL EMPRESARIO EN UNA ECONOMIA
SOCIAL DE MERCADO (*)
1. INTRODUCCION y PLANTEAMIENTO
Ludwig Erhard, uno de los políticos más destacados en la defensa sistemá-
tica de un Orden de Economía Social de Mercado y que con sus más acervado
convencimiento llevó durante varios años los destinos de la política económi-
ca -que ha presentado resultados difícilmente igualables, tanto en el orden
económico como en el social-, contestaba en 1950 a una carta abierta de
O. A. Friedriech que exponía serias consideraciones sobre la política econó-
mica que se aplicaba entonces en los términos siguientes: " ... la Economía
de Mercado es una espada de doble filo y que no asegura, sin duda, al em-
presario un destino cómodo y una pensión gratuita, sino que, por el contrario,
le exige un gran esfuerzo" (1). A esta afirmación debe añadírsele la pronun-
ciada dos años después, en 1952, que dice: "El que quiera una economía em-
presarial libre y el que vea en la función empresarial algo valioso, éste puede
o, mejor dicho, debe aceptar también la Economía de Mercado con todos sus
riesgos... El empresario que está dispuesto a conseguir beneficios, debe tam-
bién, naturalmente, estar dispuesto a aceptar pérdidas -para ello es empre-
sario-, Sobre esto, no admito ninguna negociación, pero yo creo, que esta
concepción sirve también a los intereses de los empresarios. El que exige en
una coyuntura expansiva el favor de la evolución, no debe exigir en tiempos
inversos del desarrollo el apoyo estatal" (2),
A estas exigencias planteadas a la estructura básica de una Economía de
Mercado y al comportamiento empresarial deben añadírsele las exigencias
a la política económica cuando señala: "El empresario soporta la responsabi-
lidad de su empresa y esto no es poco. Tengo que aceptar que debe ser una
preocupación justa de todo empresario, el preocuparse también de la orienta-
(*) Ponencia presentada por el Prof. Dr. Santiago García Echevarría, Catedrático de
la Universidad de Alcalá de Henares.
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ción de la política económica, ya que, en caso de duda, él es o bien el que
percibe las consecuencias de una mala política económica o el que puede tam-
bién exigir los frutos y ventajas de una buena política económica" (3).
En estas tomas de posición, de primera mano, sobre el papel del empresa-
rio en una economía social de mercado, se descubren los aspectos fundamen-
tales en cuanto a las exigencias al entorno y, en primer lugar, a la política
económica, tanto por su incidencia en la actuación y en los resultados de la
actividad empresarial, como en las exigencias al empresario sobre los riesgos
y oportunidades sobre los que debe actuar. El problema se debe centrar, pues,
en que la política económica, que debe velar por la buena marcha de la eco-
nomía y que afecta a los diversos grupos de intereses, se configure de manera
que establezca y vele porque se cumplan las exigencias del funcionamiento
de una economía de mercado y porque el empresario realice su gestión de
manera que a las exigencias de oportunidades adopte, al propio tiempo, las
medidas para correr con los riesgos.
Las características organizativas de la economía de mercado implican una
descentralización de las decisiones económicas a las unidades empresariales.
Esto exige además una distinción clara entre las competencias del Estado y
las de las unidades singulares; para ello deben determinarse los puntos de
interdependencia entre ambas. Precisamente tanto la determinación de estas
interdependencias como la creciente incidencia de la actuación del Estado con
su política social, se aprecia en los resultados de los estudios empíricos reali·
zados en diversos países occidentales. Puede destacarse, como resultado de
los mismos, que la situación actual se caracteriza por un retroceso en d
interés por ser empresario debido al peso de la política de Sociedad y a la
posición negativa por parte de grupos sociales frente a la figura del empre·
sario. Puede decirse que el predominio de una amplia política social que des·
cuida frecuentemente, en sus planteamientos, su incidencia en el sistema eco-
nómico y en la empresa repercute seriamente en la predisposición a una ac-
tuación empresarial. El papel adquirido por el Estado, como protector uni-
versal, lleva a que se rechace la actitud dispuesta a correr el riesgo que im-
plica toda actividad empresarial.
Por otro lado, la posición negativa generalizada de diversos grupos de la
Sociedad frente a la actividad empresarial ha sido un segundo factor clara-
mente incidente en la posición del empresario. Entre tanto, en diversos países,
se ha iniciado en los últimos dos años una recuperación de la imagen del em-
presario y de su papel en la Sociedad. Quizá pudiera formularse que esta si-
tuación se debe a la poca claridad con que se establecen las diversas áreas de
competencia, a la falta de concreción del papel del empresario, tanto por parte
de los propios empresarios como de los responsables de la política económica
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y social que recurren a definir comportamientos empresariales según las exi-
gencias del momento. Lo que sí está claro, es que se precisa con urgencia
clarificar, convencer y proliferar la actividad empresarial como eje clave del
funcionamiento de una Economía de Mercado y, con ello, fundamentar real-
mente el ejercicio de libertades para una Sociedad pluralista.
2. CARACTERISTICAS DETERMINANTES DE LA FUNCION
EMPRESARIAL EN UNA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO
Albach (4), en su reciente análisis sobre la figura del empresario, señala
con Erwin von Beckerath como la tran traida y llevada figura del empresario
dinámico de Schumpeter se ha convertido en un "deus ex machina" para cu-
brir o justificar interpretaciones y actuaciones por parte de los responsables
de la política económica. La figura empresarial schumpeteriana dista mucho,
a pesar de su atractivo, de reflejar la realidad del empresario situado en el
mundo actual. El empresario no es un ser que por su propia capacidad diná-
mica innovadora decide contra viento y marea, casi sin cálculo económico,
y que sólo con la fuerza de su idea logra salvar todos los obstáculos, sino que
está condicionado tanto a la propia complejidad de los procesos económicos
y sociales y a la racionalidad económica, como a la actitud de los diferentes
grupos, clientes, accionistas colaboradores, sindicatos y Estado. Es, en este
sentido, donde debe encuadrarse la pregunta sobre cuáles deben ser las con-
diciones exigibles para que pueda darse y desarrollarse la figura del empre-
sario. O dicho en otros términos, cómo deben configurarse los atractivos para
motivar a mayor número de personas a que adopten iniciativas empresariales.
Estos atractivos deben darse en el orden de Sociedad y, muy particular-
mente, en el orden económico, como base para el desarrollo del empresario.
A su vez, debe éste adoptar las decisiones económicas bajo su riesgo y opor-
tunidad.
En una Economía Social de Mercado la función empresarial viene definida
por las características siguientes:
1) En todos aquellos procesos económicos cuyas decisiones se han des-
centralizado en las unidades empresariales, el empresario es responsable de
definir los programas de la actividad económica empresarial, de la asignación
de los recursos y de la posibilidad de colocar sus productos o servicios en el
mercado.
2) Ello implica realizar estas funciones dentro de un cálculo económico
que permite determinar alternativas de riesgos y oportunidades. Exige cálculo
económico. Puede asegurarse que no existirá Economía de Mercado, si los
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procesos de decisión empresariales no descansan, en amplia medida, en el cálcu-
lo económico que aflore, en la medida pronosticable, las posibilidades de ries-
go y de oportunidad.
3) Además implica descubrir y conocer la posible capacidad real de los
mercados para desarrollar su actividad.
4) Aún cuando toda reducción de la competencia constituye, frecuente-
mente, un atractivo para la comodidad y posibilidades de realización de la
actividad empresarial por sus menores riesgos y mayores oportunidades, la
aceptación del principio de competencia, como instrumento insustituible para
garantizar una Economía de Mercado en la que se puede realizar la función
empresarial, es una de las reglas más claras, y en muchos casos la más deci-
siva para una verdadera función empresarial.
La aceptación de la competencia leal y con las mismas reglas, tanto para
todos los partícipes directamente implicados, empresas privadas o Estado,
como para los otros grupos sociales indirectamente vinculados al funciona-
miento del mercado, constituye la única expresión realista en la defensa de
la aceptación de la función empresarial. Sin esta exigencia de competencia
no puede funcionar el mecanismo de precios con 10 que se incide en
a) un deterioro y falsificación del cálculo económico y, con ello, en la asig
nación de los recursos, y
b) en un deterioro en la aportación empresarial a las necesidades de la
sociedad.
5) Pero es que además, la función empresarial constituye una función so-
cial de alcance decisivo en la resolución de los problemas de la Sociedad, si
a través de su actividad, vía competencia, realiza, de verdad, las mejores apor-
taciones reales en las mejores condiciones. Esta función social viene además
expresada en el hecho de que toda empresa, como conglomerado social, exige
respuestas a las exigencias de mejoras en las condiciones de trabajo, etc.
6) Dentro de la Economía Social de Mercado el empresario no se encuen-
tra solo frente a otros grupos sociales, sino que se halla en interdependencias
más o menos intensas con otros grupos de la Sociedad. No puede realizarse en
una Sociedad pluralista un Orden de Economía de Mercado, caracterizado por
la participación en los procesos económicos descentralizados de millones de
personas, si no existe una aceptación o consenso básico en esta forma de or-
ganizar la vida económica. Ello quiere decir que para la existencia de un
orden de Economía Social de Mercado es necesaria, además de la predispo-
sición de los individuos a realizar actividades autónomas, la existencia de un
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consenso social. Sin este consenso, difícilmente se podrá realizar, por muy
innovador a y dinámica que sea una persona, una actividad empresarial.
Sencillamente los riesgos son tan difíciles de calcular que exigirían oportuni-
dades más cercanas a las dimensiones especulativas que a las empresariales
propiamente dichas.
Pero para lograr este consenso se precisa convencer a la Sociedad de que
los problemas existentes y los nuevos pueden ser resueltos mejor de forma
descentralizada que a través de formas de organización centralizada o colec-
tiva. Todo problema sólo puede resolverse por tres vías: a través del mer-
cado, a través de los procesos estatales y a través de una colaboración entre
economía privada y Estado. La primera vía se debe caracterizar por dar so-
luciones más eficaces, económica y socialmente, a los problemas de la Socie-
dad, dependiendo en gran medida de la figura empresarial, que la vía de los
procesos estatales. A éstos, en aquellas intervenciones que realizan, deben
dársele más contenido empresarial, actuación, sin embargo, que encuentra
sus límites muy pronto en su propia estructura organizativa. La tercera de
las vías trata de devolver a la dinámica empresarial procesos que no han sido
o no han podido plantearse por la primera. Debe aquí insistirse en que la
primera de las vías, el mercado, si funciona adecuadamente, ofrece solu-
ciones mucho más allá de lo que hoy se le atribuye. Y en esta expecta-
tiva el empresario, por su parte, debe buscar una respuesta para recoger el
protagonismo en muchos procesos que se han planteado en la segunda de
las vías.
7) Pero una de las condiciones para que pueda dar el empresario una
respuesta mejor, en lo económico y en lo social, es que existan políticos que
configuren el orden político y económico de manera que pueda desarrollarse
una posición favorable a la actividad empresarial. La tan debatida incertidum-
bre se centra en una gran medida en la confianza que se deposite en el con-
vencimiento y beligerancia de que los políticos acepten realmente la actividad
empresarial en una concepción descentralizada y que con ello permitan un
horizonte económico suficientemente largo para que pueda darse un desarro-
llo del empresario.
No hay más que mirar la historia moderna para ver cuándo se ha dado
la combinación de empresarios y políticos dinámicos. El propio desarrollo de
varios países europeos se ha dado y se da cuando existe esta combinación.
La responsabilidad de los políticos, que quieren garantizar las libertades en
una Sociedad pluralista, se debe centrar en dar un orden de sociedad y eco-
nómico-dinámico, garantía de una actividad empresarial. Pero si un político
adopta tal papel no sólo necesitará de su convencimiento personal, sino del
consenso social que lo sostiene políticamente. Por lo que, a su vez, el empre-
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sario debe, como función básica, demostrar que aporta a la Sociedad solucio-
nes más eficientes para sus problemas que las organizaciones estatales. Este com-
promiso es uno de los pilares básicos para asegurar la actividad empresarial,
lo que a su vez sólo se dará cuando se vele intensamente por el mecanismo
que hace posible la continua búsqueda de mejores soluciones: la competencia.
y aquí debe hoy acentuarse que la responsabilidad sobre este mecanismo lo es
a su vez tan propio del empresario como del político. La combinación de
ambos es condición básica para asegurar la dinámica que exige una Sociedad.
En la Sociedad en que no se disponga de ambas difícilmente se logrará sacar
adelante una actividad empresarial como eje de la Economía Social de Mer-
cado. La constancia en la política económica debe complementarse con la
confianza en el responsable de la configuración política.
8) La caracterización de la actividad empresarial actual, en cuanto se
busque en ella la respuesta innovadora a la solución de los problemas de la
Sociedad, difiere de la creencia extendida del individuo empresario como
emprendedor nato y a todo riesgo. Los procesos de innovación, base para una
constante superación de las soluciones a los problemas, implican cada vez
más (Albach) (5):
- De organizaciones complejas, de grandes empresas que aseguran una
constancia en los procesos de innovación.
- De una capacidad de los mercados para dirigir estos procesos de inno-
vación.
- De la capacidad de cálculo del riesgo por parte del empresario y su
relación con la identificación real de las necesidades.
- La determinación de las alternativas posibles para cubrir las necesi-
dades.
- La disposición creciente de recursos propios como base para realizar.
9) Una de las características decisivas para el surgimiento de la actividad
empresarial moderna, se encuentra dentro de la propia empresa: la capacidad
innovador a en su organización. Las exigencias organiza tivas, la evolución pro-
fesionalizada del management, la creciente separación entre propiedad y reali-
zación empresarial, exige de una gran capacidad innovadora para dar respues-
tas organizativas a las crecientes exigencias de coordinación a las que está
sujeta la actividad empresarial. Hoy en nuestro país, ciertamente entre otros,
la exigencia innovadora para lograr el cambio organizativo constituye la con-
dición sine qua non tanto para la empresa como para la orientación del le-
gislador a la hora de configurar en sus procesos políticos el marco en el que
debe resurgir y afianzarse la figura empresarial.
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Esta respuesta innovadora a la organización empresarial no constituye una
mera evolución misional, sino que el impulso innovador se producirá como
consecuencia de la implantación de un orden de Economía Social de Mer-
cado. Pero tampoco se asegura un tal orden económico, y menos se man-
tiene, si no se asegura el proceso de innovación soportado por múltiples
empresarios. La riqueza innovadora de tales procesos descentralizados des-
borda en dimensiones amplias a las posibilidades de innovación en procesos
centralizados e igualitarios.
3. EXIGENCIAS FUTURAS A LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL
Puede señalarse que la función base del empresario, en el presente y el futuro,
es hacerse él responsable, en una Economía Social de Mercado, del poder
de planificación y de decisión que le concede la autonomía económica en una
organización descentralizada. Se debe resaltar que esta función no es tanto
una función consecuencia de la libertad individual, sino que es una función
asignada al empresario por la Sociedad. Con ello lo que se trata de resaltar es
que un empresario, con su capacidad de planificación y de decisión sobre los
procesos económicos, es uno de los responsables del funcionamiento del orden
económico.
Por tanto, cuando se plantea la responsabilidad empresarial ante la Socie-
dad, no es una referencia a su aportación social, sino a que es el ente res-
ponsable de la delegación de poder que se le asigna en una Economía de
Mercado. Así puede decirse que una reducción u ocultación de la competen-
cia, bien por parte de medidas estatales o de medidas empresariales, pondría
en duda la responsabilidad que implica la libertad empresarial, lo que es
tanto como encontrarse con un privilegio sin legitimación (Buedenkopf) (6).
Cuando se logra un orden económico y de sociedad en el que el poder sobre
el mercado se equilibre puede hablarse de un empresario libre.
El mantenimiento de la competencia constituye, pues, la primera exigen-
cia al empresario para asegurar su propia legitimización en las funciones que
le asigne la Sociedad. En esta relación empresa-sociedad la futura evolución
trae ya al menos los siguientes problemas (Albach) (7):
1) Una creciente separación entre los que realizan las funciones de pla-
nificación y de decisión y los que poseen la propiedad de los medios
de producción.
2) El mantenimiento de un orden de competencia es función conjunta
del Estado y del empresario.
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3) Es necesario buscar un equilibrio interno entre los intereses de los
consumidores, trabajadores y empresarios.
La búsqueda de una solución a los conflictos de intereses de los diferen-
tes grupos nucleares y satélites comprometidos con la empresa constituye una
tarea que definirá la capacidad empresarial solamente cuando la empresa
convenza de que las aportaciones que realiza solucionan de forma más eficiente
los problemas sociales que otros sistemas, entonces se sentarán las bases para un
cOnsenso de la Sociedad por una Economía Social de Mercado. Sólo cuando se
logre convencer de la superioridad de este orden económico, que centra las liber-
tades en la responsabilidad empresarial, se verán creadas las bases para una so-
ciedad pluralista. Cuando esto no se logre, difícilmente podrá obtenerse el
consenso necesario para que este orden económico sea aceptado y para que
se pueda desarrollar una actividad empresarial autónoma.
Con lo que se observa que no puede admitirse la concepción del empresa-
rio, cuya función es, como se vuelve a insistir recientemente, la de hacer lo
mejor posible su actividad productiva y de ahí no debe salir. Sin duda, ya
esta tarea es ardua, pero es insuficiente para legitimar el poder que le con-
cede un orden de Economía Social de Mercado. Del empresario depende en
gran medida que se pueda desarrollar este orden económico. Y del Estado
depende que con sus actuaciones normativas y/o administrativas no desvir-
tue o haga imposible el ejercicio de poder cedido al empresario para una
solución eficiente de las necesidades. Lo que implica una estrecha interde-
pendencia que obliga a considerar, exigir y realizar por parte del empresario
los condicionantes que le hagan posible la realización de su función delegada
por la Sociedad y, por parte del Estado, dar con su actuación las condiciones
necesarias para el ejercicio de la actividad empresarial, exigiendo su funcio-
namiento, pero no interviniendo en el mismo. La existencia de una Economía
Social de Mercado depende de ambos y de ahí la exigencia "política" al em-
presario y la exigencia "empresarial" al político.
Para que surja y actúe el empresario como portador básico de un orden
de Economía Social de Mercado es preciso no que se de el empresario Schum-
peteriano, sino la combinación de los condicionantes del entorno, en especial
del político, de la capacidad empresarial, del equilibrio ajustado entre los di-
ferentes objetivos y fuerzas que actúan en el interior de la empresa (directi-
vos y trabajadores), de la capacidad receptora de los mercados en cuanto a
la aceptación de la innovación, y, no por último, de la capacidad organizativa
innovadora. No es pues una exigencia a las dotes de un solo individuo, sino
que se debe dar la combinación necesaria para que se pueda garantizar ver-
daderamente una actividad empresarial que sin dominar los mercados realice
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su actividad libre y con la responsabilidad que le incumbe por el mandato
que recibe de la sociedad.
Con ello se ha querido meramente esbozar que no es un mero protago-
nismo individual, por muy importante que sea éste, el que decide sobre una
ordenación libre de la actividad empresarial, sino el compromiso de los res-
ponsables del entorno empresarial y de las estructuras internas de la em-
presa las que, en el futuro inmediato, puedan garantizar una economía descen-
tralizada, basada en la autonomía empresarial. El papel del empresario en
una Economía Social de Mercado es pues una responsabilidad sobre la que
recae no ya el destino de la empresa en concreto, sino que define el orden
, económico y debe garantizar el funcionamiento de una Sociedad pluralista.
Sin una defensa de la autonomía empresarial, sin una combinación correcta
de los elementos determinantes de la autonomía correcta de los elementos
determinantes de la autonomía empresarial será imposible concebir una so-
ciedad libre. Y este es el decisivo papel del empresario: el tipo de Sociedad
que se desea.
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B. Documentos sobre
Economía Social de Mercado
I. LA EVOLUCION DE LOS PRINCIPIOS DE LA
ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO (*)
El concepto "Economía Social de Mercado" se utilizó en Alemania en
dos sentidos diferentes, uno alrededor de 1948 para significar la Política Eco-
nómica introducida por el entonces Ministro de Economía Ludwig Erhard,
la otra para circunscribir la idea programática a la que recurrió la política
de Erhard. En lo que sigue es válida la aplicación de las dos acepciones y
también la idea que desarrollaron un grupo de economistas y juristas libe-
rales convencidos, al objeto no sólo de facilitar las directrices para la re-
construcción económica de Alemania, sino para poder disponer de un pro-
grama a largo plazo para la configuración de un orden económico y social
según principios liberales.
La expresión Economía Social de Mercado se emplea aquí en el sentido
que más tarde llegó a ser aún más preciso, por parte de Von BOhm, Von
Dietze, Eucken, Hense!, Lutz, Maier, Meyer, Schmitt, Schmolders, y los miem-
bros del grupo de trabajo 'Ion Breckerath (hay que nombrar además a Jens-
sen, Lampe, Preiser, von Stackelberg y Wessels), así como de las interpreta-
ciones de Ropke, Riitow y Miiller-Armack. Este último no sólo acuñó. el
concepto, sino que lanzó a la publicidad por primera vez en 1946, un im-
portante tratado sobre la Economía Social de Mercado.
El primer grupo nombrado es designado a menudo también como neoli-
berales u Ordo-liberales -Eucken prefería la segunda acepción-, mientras
que el segundo aparecía, incluido Erhard, como representante de la Economía
Social de Mercado en sentido estricto. Entre ambas tendencias existía, sin
embargo, un alto grado de coincidencia interna, les interesaba, en especial, las
propuestas para la configuración del orden económico. Sin duda, respecto al
orden social ofrecieron algunas diferencias, que en su día acentuaron Miiller-
Armack y Ropke.
*) Texto publicado como Working Papers n.O39 de la Cátedra de Política Económica
de la Empresa de la Universidad de Alcalá de Henares. Autor: Prof. Dr. Christian Watrin,
Catedrático de la Universidad de Colonia.
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A aquellos círculos, que después de la Segunda Guerra Mundial influyeron
en la discusión alemana, pertenecían también economistas y juristas que emi-
graron antes de la Segunda Guerra Mundial a USA, como van Haberler,
Kronstein, Machlup y Mering entre otros. Especial mención merece F. A. van
Hayek, que, a pesar de su coincidencia inicial, a partir de su crítica del ideal
de justicia social, se ha pronunciado repetidas veces contra la expresión "Eco-,
nomía Social de Mercado" y, por consiguiente, contra algunos aspectos im-
portantes de dicha corriente (Hayek 1962, 1976, pág. 79).
A continuación se trata de esbozar históricamente los puntos de vista de
los representantes de la Economía Social de Mercado. En la Parte 1, se descri-
ben las tentativas para desarrollar un "liberalismo sociopolítico" después del
final de la Primera Guerra Mundial y se presentan algunas conexiones con las
ideas que surgieron durante y después de la Segunda Guerra Mundial.
La Parte II contiene una proyección más sistemática de los conceptos y
describe el origen de las deliberaciones, las ideas para la configuración del
orden económico y social, y los criterios sobre el papel del Estado en la vida
económica y social.
Presentar la concepción de la Economía Social de Mercado a través de la
historia tiene quizá la ventaja de facilitar la comprensión. Pero, además, los
padres intelectuales de la concepción, acentuaron enérgicamente la orienta-
ción empírica de su empresa y se dirigieron claramente contra proposiciones
históricas utópicas para la configuración del orden económico y social. Su ar-
gumento de que la Economía Social de Mercado fuera un programa para la
sociedad abierta Popper -que debería ser perfeccionado continuamente,
pudiera ser el motivo fundamental causante de que nunca se haya llegado a
una declaración conjunta de sus posiciones. La falta de un dogma común ha
sido censurada por los críticos (Nawroth). No obstante es la expresión de una
actitud vital que ama la individualidad y la heterogeneidad.
1. ANTECEDENTES HISTORICOS
Entre las dos guerras mundiales comenzó en Alemania de otra forma que
en el mundo anglosajón, un gran debate sobre los principios del orden econó-
mico y social. Después de 1918 no se produjo sólo la transición de una econo-
mía de guerra a una economía de paz, sino que la controversia en torno al li-
beralismo y al socialismo recibió nuevo impulso, a la vista de la revolución
política interna y del paso a un nuevo orden estatal. Empezó así el aspecto cien-
tífico-económico de esta polémica, que encontró en los años treinta una en-
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trada tardía bajo el concepto "Wirtschaftsrechnungsdebatte" en el ámbito in-
glés y que hoy se conoce en el mundo científico en general.
En cambio casi se ha olvidado hoy una segunda discusión. Su objeto era el
programa defendido por Walther Rathenau, prestigioso industrial, profesio-
nal de los negocios y más tarde ministro del gobierno, sobre una "Nueva Eco-
nomía", que propuso una yuxtaposición de los elementos del sistema econó-
mico capitalista y del socialista (von Wiese, 1978). De estas discusiones emer-
gieron por primera vez, junto a las posiciones liberales, pensamientos que des-
pués de la Segunda Guerra Mundial jugaron un gran papel en los debates so-
bre la Economía Social de Mercado y el neoliberalismo u ordoliberalismo. Los
economistas liberales sentaron, por aquel entonces, la demanda de restablecer
las concepciones liberales del siglo XIX considerando las circunstancias del
momento. En lugar --como más tarde se supo- del "laissez·faire-liberalismo"
(denominación problemática en cuanto a su contenido) debía abordarse un
nuevo liberalismo al que Herkner, por ejemplo, denominó "liberalismo político-
social". El motivo fundamental para las discusiones sobre la doctrina del li-
beralismo clásico no fueron, solamente la guerra perdida y la revolución rusa
de octubre, con la que las opiniones marxistas sobre el desarrollo de la eco-
nomía y de la sociedad superaron por primera vez los umbrales de laconcep-
ción teórica para pasar a la política económica práctica, sino también las du-
das radicales que se generalizaron en la concepción liberal del siglo XIX y
su visión de un sistema mundial inspirado en la cooperación económica pa-
cífica. ¿Cómo se podía llegar, en una comunidad de estados interesados en una
competencia pacífica y en un comercio internacional, a una guerra mundial?
La teoría imperialista ofrecida por los marxistas como explicación apenas po-
día satisfacer. Los autores liberales sentaron en contra de esta interpretación,
que el partir de principios de libertad había contribuido determinantemente
a la caída del sistema mundial liberal y percibieron también que sólo esta acla-
ración no podía ser suficiente.
Apenas extraña que se reflejen los grandes conflictos- político-económicos
y sociales en los debates de décadas pasadas. En parte, se perdieron en Ale-
mania por otras vías como el bien conocido debate de la campaña Cobden para
la introducción del librecambio. En efecto, poco antes de la unificación alema-
na bajo Bismark, que más tarde perteneció a los destacados adversarios del
liberalismo político-económico, se lograron importantes pretensiones político-
económicas del liberalismo (tales como la liberación del campesionado, la su-
presión de los privilegios de los gremios y -realmente a corto plazo- la tran·
sición del librecambio hacia 1860). Sin embargo, con el desarrollo del orden li-
beral se form6 una contracorriente crítica sobre todo en la segunda mitad del
siglo XIX, cuyos argumentos no s610 se refirieron a la crítica socialista de las
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leyes del desarrollo en el denominado capitalismo, sino que se basó también en
las aspiraciones de reforma social de distintas procedencias. Y no, por último,
con la fundación de la "Verein rur Socialpolitik" en los años sesenta del siglo
pasado, institución que reúne bajo la dirección de Adolph Wagner a aquellos
economistas que buscaban la reforma social, se consiguió llamar la atención
pública sobre las "cuestiones sociales". Según la convicción de los componen-
tes de esta asociación de economistas, la introducción del contrato libre de
trabajo y la libertad individual en ningún caso hubiera mejorado de forma tan
persistente la situación de los trabajadores dentro de las reformas liberales,
tal y como habían esperado los liberales más optimistas. La disolución de la
sociedad preindustrial con su discreta seguridad social, provocó, más bien, la
aparición de nuevas necesidades sociales que se reflejaron en las tendencias de
proletarización que encontró nuevas dependencias económicas y condiciones
de vida deterioradas en las grandes ciudades.
Los economistas agrupados en torno a la "Verein rur Socialpolitik" postu-
laron, por 10 tanto, en contra del principio de intervención del Estado en los
asuntos económicos, a diferencia de los liberales, "una política estatal conse-
cuente re{1,ulando la vida económica de forma eficaz ... " (Adolph Wagner) y
de medidas estatales de gran alcance de seguridad social para los trabajadores.
Las ideas y proposiciones defendidas por los primeros miembros de la
"Verein rur Socialpolitik" no pueden ser consideradas, sin más, como precur-
soras del Estado de bienestar, pues los prominentes representantes, que más
tarde bajo la denominación irónica "Kathedersozialisten" se sintieron adictos
a las ideas liberales, el más joven de ellos, Lujo Brentano, se destacó como
partidario del librecambio y reformador social o Gustav von Schmoller del que
se cuenta que él mismo se ha calificado según su propio juicio, a pesar de su
tenacidad por la política social estatal, como adicto convencido a los ideales li-
berales.
La fuerza de las primeras fases de la "Verein rur Socialpolitik" respecto a
las opiniones sobre las funciones del Estado y su influencia en las posteriores
deliberaciones sobre el orden económico y social no pueden exagerarse. Los
programas político-económicos, como el del "liberalismo político social" o el
más reciente de la "Economía Social de Mercado" sólo han de ser considera-
dos, a pesar de los intensos movimientos sociales de los años posteriores a las
dos guerras mundiales, por el fondo espiritual del debate en aquella época.
La gran significación que 10 "social" cobró en el siglo pasado en la conciencia
pública se alcanzó también en esta época.
En los años posteriores a la Primera Guerra Mundial, los autores liberales
meditaron a Mndo, de nuevo, los principios de su filosofía y se esforzaron por
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plantear "un programa positivo, constructivo" (Herkner, pág. 47), Y que, sin
embargo, como se puede demostrar, en ningún momento alcanzó la relevancia
pública, que más tarde se le deparó al programa de la Economía Social de
Mercado. La inflación y las indemnizaciones eran temas político-económicos,
que retenían entonces la atención pública. En el corto período de recupera-
ción económica, que duró desde finales de 1923 hasta el comienzo de la crisis
económica mundial, las cuestiones principales sobre el orden económico y de
Sociedad no estuvieron en el primer plano del interés general. Sin duda, no se
consideraron tres trabajos importantes que se dirigían en contra del estilo in-
tervencionista predominante por entonces en la Política Económica. Dos de
ellos proceden de investigadores jóvenes, que jugaron un papel importante en
las discusiones posteriores.
A la sazón, Ludwig von Mises publicó su notable crítica sobre el interven-
cionismo (1926), en la que probaba que las intervenciones estatales en la fija-
ción de precios no consiguen su obietivo v conducen a una mala asignación de
los factores de producción. Miiller-Armack (1928) publicó un ensayo sobre la
política coyuntural en el Estado liberal. Finalmente, Ropke defendió, en prin-
cinio un pensamiento aproximado al punto de vista de J. S. MilI. Después
tuvo validez "como máxima fundamental de la Política Económica la no inter-
vención del Estado" pero se puede aceptar -a semejanza de la interpreta-
ción de MilI del principio del "laissez-faire" (págs. 678)- excepciones lícitas
a la regla l!;eneral. Pues hay "intervenciones estatales que son eficaces y úti-
les" (R6pke. 1928. pág. 866).
La sistematización desarrollada por Ropke, bajo el ideal liberal de libertad
económica respecto a las intervenciones estatales, superó ampliamente a la re-
lación formulada por MilI. No sólo consideró más casos de los que hoy se se-
ñalan como "no conformes al mercado", sino que contenía también la recomen-
dación de una "política de distribución directa ... , junto a la del Estado ... que
quita a los ricos a través de los impuestos para dar a los pobres o para des-
cargarles tributariamente". Y Ropke continúa: "El Estado espera, por 10 tanto,
el resultado de la distribución, de este modo, tal como se refleja en el proceso
del mercado, para proceder luego a su corrección" (Ropke, 1928, pág. 879). Con
ello anticipa unas ideas que, apenas veinte años más tarde, Miiller-Armack (1946)
expondría como un punto importante del programa de la Economía Social de
Mercado.
Si se compara el ensayo de R6pke con el decisivo documento keynesiano
sobre "El fin del "laissez-faire"" (1926), resultado de una conferencia en la Uni-
versidad de Berlín, puede señalarse en comparación con Keynes, quien en su
crítica del individualismo económico solamente considera algunas acotaciones
de ensayo sobre la intervención y no intervención del Estado (págs. 31 y ss.),
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que constituye una aportación más sistemática y equilibrada. No obstante su
trabajo, por de pronto, no tuvo ninguna repercusión pública.
La corta crisis económica mundial planteada poco después de la publicación,
condujo en casi todos los países a un profundo cambio en la opinión pública y
las proposiciones liberales no encontraron ninguna atención para la lucha con-
tra ella. El abandono por parte de Gran Bretaña del patrón-oro provocó en
muchos países una transición a la autarquía proteccionista, 10 que a su vez pro-
vocó nuevas concatenaciones intervencionistas, en comparación con décadas
anteriores por parte de los diferentes gobiernos. Pero en Alemania significó el
paso a la dictadura nacional socialista, que en lugar de un orden de Economía
de Mercado introdujo un sistema económico completamente diferente y, a
decir verdad, a una dirección de la economía, que llevó, finalmente, más sin
quererlo que queriéndolo, al modelo alemán de economía administrada cen-
tralmente.
Aun cuando los padres intelectuales de la Economía Social de Mercado,
después de la Segunda Guerra Mundial, arrancaran de sus predecesores el pro-
blema fundamental de reformular los principios de un orden de Sociedad libre,
ésta era una nueva situación en comparación con la de los años veinte. No eran
de lamentar sólo las consecuencias de una guerra. Se habían interrumpido al
mismo tiempo los contactos científicos con el extranjero. Los especialistas
de primer orden habían emigrado. Más tarde, a partir de la segunda mitad de
la guerra, desaparecieron las últimas posibilidades para publicar libremente,
así que sólo en un pequeño círculo, principalmente en Freiburgo, podían ser
planteadas cuestiones sobre el orden económico. Incluso estos grupos se desin-
tegraron hacia el final de la guerra por el encarcelamiento de algunos de sus
miembros (Blumenberg-Lampe). Pero después de la guerra, no sólo permane-
cían los grandes obstáculos que naturalmente los países padecían después de
una de las destrucciones más considerables y que hipotecaban la vida pública.
La destrucción de la unidad estatal supuso un ulterior freno. La vida política
se puso en marcha lánguidamente. Muchos oradores influyentes creían, ade-
más, que sólo mediante los métodos de planificación estatales anteriores era
posible actuar socialmente de forma responsable y que acaso podía ser arries-
gada una liberalización insignificante del sistema de planificaci6n. El paso a
un nuevo Orden Económico, que se basaba en los principios de la Economía de
Mercado, no se consideraba factible y se combatía enérgicamente. Sin embar-
go, se llegó ya en junio de 1948 -casi un año antes de la fundaci6n de la Re-
pública Federal de Alemania- a la separaci6n del sistema económico dirigido
y a la sustituci6n del dirigismo económico por una política que se denomi-
nó más tarde ~conomía Social de Mercado.
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2. LA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO COMO PROGRAMA DE
POLITICA ECONOMICA
Es función del historiador económico seguir las efectivas influencias de un
programa de Política Económica en la Política Económica práctica y poner de
manifiesto los derroteros que pueden surgir de ello (ver Watrin, 1969). De
aquí sólo debiera inducirse un esbozo de las ideas principales que, por en-
tonces, se elaboraron en el reducto de los defensores de la Economía Social
de Mercado. Tres aspectos pueden ser realzados:
1) La discusión de las proposiciones competentes en la configuración del
orden económico y social;
2) La tesis de que la nueva configuración del Orden Económico tenía que
partir de la idea de un orden global, a saber, de una visión que acen-
tuaba la relación interna entre el orden estatal, económico, social y
jurídico (denominado el "problema de la política de orden), y,
3) Los aspectos sobre las funciones del Estado en la Economía Social de
Mercado.
1. La discusión de los programas concurrentes para la configuración del Or-
den Económico y Social
De otra forma que después de la Primera Guerra Mundial, a cuyo final sólo
se conocía como Orden Económico el Orden de Economía de Mercado libe-
ral en su expresión de entonces junto al de economía de guerra, se presenta-
ron un cuarto de siglo más tarde numerosas experiencias nuevas que proce-
dían de los diferentes órdenes económicos y que podían analizarse retrospec-
tivamente. Indudablemente se dedicó a las diferentes posibilidades de orde-
nar la vida económica y social en Alemania más atención que en el mundo an-
glosajón. Allí se trataba el problema del pleno empleo bajo la influencia de
las enseñanzas de Keynes y de los postkeynesianos para los que la cuestión
político-económica más importante era el regreso a la economía de paz. So-
bre los métodos de cómo dentro de los mismos países debían ser asigna-
dos los medios de producción, no permaneció, por lo menos -a pesar de la sig-
nificación que se concedió en Gran Bretaña al establecimiento del Estado de
Bienestar y al debate sobre la nacionalización-, ostensiblemente, ninguna dis-
crepancia fundamental que tal controversia hubiera podido desatar, sobre qué
sistema económico se debía elegir. La opinión pública comprendió antes que de-
bía regresarse, después de suprimir las prescripciones de una economía de gue-
rra, al principio de la Economía de Mercado. De forma similar se pusieron de
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acuerdo los aliados, ya durante la guerra, respecto al Orden Económico Inter-
nacional en Bretton Woods. Los documentos que regulaban los principios del
Fondo Monetario Internacional (F.M.I.) y del Acuerdo General sobre Tari-
fas y Comercio (G.A.T.T.) contenían los fundamentos de que un conjunto re-
gulado por sí mismo y por bases privadas del sistema de comercio, ambos po-
dían ser suficientes para la validez de economías nacionales concurrentes en
el mundo -o al menos en el ámbito no comunista-, si los gobiernos de los
propios estados se comprometían a renunciar en una fase inicial al control del
comercio exterior y a perseguir una política de crecimiento orientada al equi-
librio de la balanza de pagos (Elliot).
Si Alemania se incorporaba a la comunidad occidental y podía regresar de
nuevo a la Economía de Mercado, no era, con todo, a corto plazo un camino
seguro después de la guerra. A pesar de que los economistas liberales insis-
tían, con gran fuerza, en que el dirigismo económico existente era completa-
mente inservible como sistema económico para la reconstrucción del país des-
truido por la guerra. El argumento principal era de naturaleza teórica. Las dis-
funciones del sistema de economía dirigida hubieran conducido a horrendas
pérdidas de eficiencia. Sobre todo la supresión de los mercados y del meca-
nismo de precios no s6lo hubiera deformado las estructuras de precios y cos-
tes, sino que también hubiera hecho decaer todo el interés de la población por
cooperar dentro del marco legal. Con lo que se hubiera favorecido la aparición
de un mercado negro y el problema de que los recursos no se utilizaran co-
rrectamente y que no correspondieran a las exigencias imperiosas de la recons-
trucción (Miiller-Armack. Eucken, 1952). Pero incluso después de alejar la dicta-
dura, y era el argumento político, se hubiera presentado la economía dirigida cen-
tralmente como la más perjudicial para la libertad humana, entonces, por falta
de aliciente económico en muchos casos, no tenía más que establecer la obli-
gación de trabajar para mantener en un mínimo la producción. La economía di-
rigida centralmente hubiera conseguido así un extenso entumecimiento de la
vida econ6mica. El núcleo del problema económico después de la guerra no
era la destrucción de las instalaciones de producción, sino la falta de una ver-
dadera cooperación entre los factores de producción (véase Miiller-Armack, 1946,
página 27). Pero el retorno a la Economía de Mercado se pedía porque sólo ella,
a la larga, se podía asegurar la cooperación económica voluntaria y liberar a las
actividades productivas dinámicas e innovadoras que podían llevar a cabo la
considerable función de la reconstrucción económica (Miiller-Armack, 1946,
página 28).
Extrañó con qué fuerza los autores liberales vieron el problema de la re-
construcci6n como una cuestión de restaurar un mecanismo de asignación de
recursos propi6~e una Economía de Mercado. Las proposiciones en el sentido
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de un programa de pleno empleo de corte keynesiano fueron rechazadas (Meyer).
El retorno a una Economía de Mercado se afianzaba, se defendía con firme-
za, en primer término una reforma monetaria. Sus resultados no podían ser
puestos en entredicho otra vez por una política inflacionista.
Por consiguiente, no sólo se produjo un rechazo del modelo alemán de
economía dirigida de los años treinta y cuarenta y, por tanto "a fortiori",
también del modelo de planificación socialista de acuñación soviética, que se
introdujo después de la guerra en la zona de ocupación soviética, sino también
un rechazo de la política de pleno empleo. Pero incluso nuevas formas de di-
rigismo económico que más tarde encontraron su expresión en la planificación
francesa, se rechazaron con el argumento de que de ella se derivaba una pla-
nificación doble, en la que los planes de los consumidores colisionaban con los
del Estado, así que a corto o a largo plazo se necesitaba una decisión política
sobre si debía dominar el plan estatal o el privado.
Pero junto a amplias deliberaciones detalladas se remitieron al liberalis-
mo del siglo XIX, que, en parte, no se consideraba sin críticas entre líneas
como "Paleoliberalismo" (Rtistow) o "Liberalismo Laissez-faire" (Bohm, Eucken,
Ropke). Por una vez valió la pena destapar la propia posición del viejo libe-
ralismo, que, además, tenía que defenderse de las numerosas acusaciones pro-
venientes de la economía liberal de aquel entonces.
Contra el liberalismo clásico se aducía que en efecto había logrado la libe-
ración del hombre de los lazos de la vieja sociedad. Pero la supresión de los
privilegios de estamento, la introducción de la libertad industrial y la falta de
intervenciones del Estado en los mercados privados no eran suficientes por
sí solos para asegurar a largo plazo la competencia (BOhm, 1950, pág. 52). En
una economía "laissez-faire" se afirmaba mucho más la inclinación de los hom-
bres por limitar la competencia de diversas maneras. Así se formó, en defini·
tiva, una economía cartelizada, en la que las poderosas uniones económicas
procuraban dar validez política a sus intereses y podían colocar al legislador
estatal al servicio de sus objetivos particulares. Particularmente hay que men-
cionar una decisión del Tribunal Supremo de Justicia del Reich en el año 1897,
según la cual los acuerdos de cárteles eran válidos en principio, según explica
Franz BOhm (1948, pág. 198), sentencia que tuvo consecuencias político-econó-
micas importantes. Esto facilitó que Alemania llegara a ser considerada como
el "país de los cárteles". Esta situación no pudo ser cambiada hasta el decreto
del gobierno militar americano y británico de prohibición de cárteles del
año 1948 (ver Sohmen).
Pero Eucken no vio en ello un defecto adicional de la política del "laissez-
faire", que daría lugar --como a menudo se sostiene por error- a una "eco-
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nomía libre de Estado". Mucho más se hizo precisamente en la época liberal al
codificar un derecho rígido de propiedad, de contrato, de sociedades, de patentes
y de administración y al mismo tiempo se crearon las órdenes estatales que
vincularon una administración funcional con la protección del derecho de
libertad del individuo. Sólo "el orden económico y su configuración" no
'podían ser reconocidos entonces como función estatal (1949, pág. 3). La li-
bertad, que quería garantizar el estado de derecho liberal, estaba amena-
zada de este modo realmente por los poderes económicos. Se formaron nuevas
dependencias, los trabajadores· de los patronos, los consumidores de los mo-
nopolistas, y los comerciantes de los "konzerns" y de los cárteles. Pero la ar-
gumentación que se deriva de ello para el programa liberal dice así: lograr y
asegurar la competencia es una función importante del Estado de derecho li-
beral, si no quiere llegar a ser un Estado intervencionista, que, ora aquí ora
allá, interviene según las oportunidades políticas en el proceso económico.
Un punto de vista más importante de la discusión es la acusación realiza-
da en el siglo XIX, y con validez hasta el presente, de que la política cons-
truida bajo los principios de una política económica liberal ha causado abusos
sociales y que ha sido incapaz de plantear soluciones a los problemas sociales.
No se puede negar el peso que tuvieron los problemas sociales en el siglo XIX.
Por otra parte, hay que considerar que, en orden a la amplia aceptación que
encontró, la crítica al capitalismo de Marx y Engels y la doctrina de la rela-
tiva o absoluta depauperación del proletariado, fueron superdramatizadas co-
rrientemente. Por momentos se perdió de vista que precisamente en el siglo XIX,
en comparación con el siglo de la sociedad preindustrial, aumentó fuertemente el
bienestar de amplios sectores de la población, aún cuando la población en pro-
medio se triplicó. Miiller-Armack (1944, pág. 257) llamó la atención, en sus
estudios religiosos y socioeconómicos de la llegada del pensamiento social, de
que tenía que ser estimada la política desarrollada por los principios libera-
les en el siglo XIX como una etapa de grandes reformas sociales, que, en efec-
to, empezaron desde la emancipación de los campesinos de la sumisión a la
nobleza hasta llegar a la libertad de establecimiento y el ejercicio libre de la
industria y el origen del cooperativismo y de las instituciones de utilidad pú-
blica, clericales y no clericales. Medido en razón de las funciones que fueron
capaces de solucionar en la sociedad industrial del siglo pasado, sin embargo,
este orden social -según Miiller-Armack- era demasiado fragmentario. Su
desarrollo además se detuvo, cuando todas las fuerzas políticas se adhirieron
al plan de que no querían construir reformas sociales más amplias bajo los
principios de libertad y de mercado. En su lugar se llevaron adelante por to-
das partes proposiciones colectivistas y se recomendó el abandono de los prin-
cipios liberales en la política social. Muchos vieron en ello el progreso social,
en lugar de la propiedad privada de los medios de producción implantar la
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nacionalización, suprimir el mercado por la economía dirigida nacional y ---es-
pecialmente en el caso alemán- en lugar del libre comercio exterior implantar
la autarquía económica (M'iiller-Armack, 1946, pág. 176).
Se deduzca como se quiera en el "balance social" del liberalismo político
económico (bajo las perspectivas liberales como Chaloner y Henderson, ver
Hayek), las necesidades sociales eran enormes después de la Segunda Guerra
Mundial. No sólo fueron víctimas de la guerra millones de hombres. Un gran
número había perdido toda su fortuna y su hogar, las fábricas estaban des-
truidas, el colectivismo político había dejado profundas huellas y la sociedad
alemana fue sometida a la revolución más grande. Un programa político-econó-
mico, que se hubiera remitido en esta situación solamente a la autodirección
de las fuerzas del mercado y de la propia responsabilidad, apenas hubiera en-
contrado resonancia pública. Muchos no podían ayudarse a sí mismos y ne-
cesitaban ayuda pública. Un programa de Economía de Mercado sólo podía
tener entonces suerte si contenía al mismo tiempo proposiciones satisfactorias
para el orden social. La Economía Social de Mercado podía ser la respuesta.
2) La Economía Social de Mercado como Orden Económico y Social
a) Problemática de la política de ordenación.
Si se trata de interpretar a la Economía Social de Mercado como un sis-
tema de preceptos públicos, según el cual los hombres pueden convivir, es
importante plantear una concepción teórica de partida consistente, que difí-
cilmente podía ser transferida al marco inglés. Especialmente Eucken (1948,
1976), pero también Miiller-Armack (1946, pág. 106) manejaron frecuentemen-
te el concepto de "Política de Orden Económico". Lo entendían así: El efecto
de unas medidas de Política Económica no puede ser analizado, como insinúa
el macroeconomista, aisladamente del marco institucional, sino que en princi-
pio, a toda medida estatal debe cargarse tanto la repercusión sobre el Orden
Económico como la influencia del Orden Económico sobre las medidas res-
pectivas a considerar. La Teoría Económica existente del derecho de propie-
dad en rápido desarrollo trata de repetir esta asociación de ideas por partes.
Aquí se pregunta a modo de ejemplo, cómo el sistema de incentivos y retri-
bución o cambios de las normas por ejemplo, influyen en el comportamiento
de un gerente de una empresa socialista o de un consumidor en un mercado.
La idea de la "Política de Orden Ec.onómico" se concibió, sin embargo,
más ampliamente. No sólo se preguntó cómo las simples reglas o sus modifi-
caciones influyen en el comportamiento económico individual, sino que el sis-
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tema de reglas mismo se concibió como un todo coherente, en que se unieron
por todas partes unas con otras y se influyeron unas a otras.
La "Política de Orden Económico" es, por consiguiente, una cuestión que
juega un papel central en todo sistema económico. Las nuevas experiencias de
Política Económica así lo explican. De este modo, se comprueba que en una
economía administrada centralmente, las autoridades pueden tolerar, en algún
caso, una discreta proporción de intercambios en el mercado. De tal manera
que por relajación del régimen de intervención de divisas aparece junto al sis-
tema monetario oficial, una segunda moneda, como ocurrió recientemente en
la República Democrática Alemana donde la gran afluencia de marcos dio
lugar a un sistema monetario "paralelo", por lo que las instancias estatales para
mantener el orden global (esto es, la economía dirigida centralmente) se ven
obligadas a intervenir a corto o largo plazo. Este ensayo lo ha hecho la Repú-
blica Democrática Alemana en abril de 1979 por una orden que prohibía a
sus ciudadanos la posesión de marcos.
El "problema del Orden Económico" es, por último, asimismo un proble-
ma económico, que si, como en el caso alemán, un sistema económico fraca-
sado, la economía dirigida, fue sustituido por un nuevo Orden Económico,
la Economía Social de Mercado, es, sin embargo, para observado atentamente.
Los fundadores de la Economía Social de Mercado estaban, a pesar de todas
sus diferencias de interpretación, de acuerdo en que un restablecimiento rápi-
do de la Economía de Mercado era esencial, después de la guerra para mitigar
la miseria e impulsar la reconstrucción. Así lo argumentaba Mtiller-Armack
(1946, págs. 27 y ss.): "No la destrucción de las instalaciones de producción,
sino el cambio de la organización económica y la falta de una estrecha cola-
boración entre los factores de producción es el núcleo de nuestras dificultades
económicas presentes. Esta situación no comenzó con las bombas, sino que
surgió, en parte, en el período anterior a la guerra. El desarrollo de un sistema
de dirección rígido con precios, salarios y asignaciones obligatorias, que para
fines estatales de guerra se financiaba mediante una fuerte expansión del cré-
dito, ya se extendió en los años antes de comenzar la guerra y condujo, con
la implantación del denominado excedente de poder adquisitivo, a una progre-
siva decadencia del mercado y a un descenso de la productividad, que se con-
trarestó al principio con todos los medios de propaganda estatal y que luego
al confirmarse la economía de guerra ... fue evidente".
Pero el restablecimiento de la Economía de Mercado sólo podía tener éxi-
to, ésta era la opinión preponderante entre los que la recomendaban, si además
de la supresión de las leyes reguladoras de la economía dirigida y de la pues-
ta en marcha (tel proceso del mercado, el ordenamiento jurídico, que en la épo-
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ca del nacionalsocialismo se sometió a fuertes modificaciones, se concebía nue-
vamente de manera apropiada al Orden Económico. Así lo manifestó BOhm
(1950, pág. 33), Y en vista de ello, todo el ordenamiento jurídico ante todo las
disposiciones importantes del derecho privado, del mercantil y del fiscal, pos-
teriormente los principios interpretativos del derecho por los tribunales y la
praxis administrativa, tenían que ser adaptadas por el Orden de Economía de
Mercado.
b) El Orden de Competencia como aportación jurídica.
La cooperación económica en los mercados y la división del trabajo na-
cional e internacional pueden analizarse históricamente vistas de muy diver-
sas maneras. Según como se constituya el ordenamiento jurídico, se pueden
formar cárteles y monopolios, "Konzerns" y otras formas de limitación de la
competencia. Este problema se conoció en Estados Unidos antes, y condujo,
allí, a la legislación Anti- Trust. La reconstrucción de la Economía de Merca-
do en Alemania, que desde el punto de vista histórico se introdujo con la re-
forma monetaria y económica de 20 de junio de 1948, debía ser, según la opi-
nión de los defensores de la Economía Social de Mercado, motivo para
fomentar en el futuro una política consecuente de protección de la competen-
cia. Cómo tuvo éxito esta política en la práctica durante las últimas tres dé-
cadas, no es objeto de nuestra exposición (véase, no obstante Sohmen, Hopp-
mann). Eucken y BOhm, que se dedicaron intensivamente a esta cuestión, lo
vieron como un problema de ampliación del ordenamiento jurídico. Se mos-
traron partidarios de su fomento para asegurar una competencia que funciona-
ra correctamente -como Adam Smith (véase Mestmacker, pág. 166)- te-
nían más claro que una legislación orientada de política de Orden responde en
un estado democrático a problemas más difíciles. Las decisiones del legislador
no pueden ceder a compromisos espontáneos de intereses en el proceso políti-
co porque de lo contrario se precipitaría la supremacía política de cada grupo
en una legislación que sería adversa a los intereses de aquéllos, "los cuales ti-
ranizarían al gobierno" (Adam Smith citado por Mestmacker). En su lugar ten-
dría éxito orientar la legislación en orden a la utilidad pública, pues sólo un
sistema de normas de derecho que contemple la justicia en general merece la
designación de "Economía Social de Mercado".
Ante todo, Eucken opinaba que en el ámbito del Orden Económico el bien
común podía ser concretado en el marco, defendido por él, de una competen-
, da funcionalmente apta. Recurrió para ello a la economía liberal clásica. Eli-
gió para su idea el nombre de "plena concurrencia". Esta designación, que de-
pendía sin más del estado anterior de la Teoría Económica, le ocasionó fuertes
CrÍticas. Muchos de sus críticos le reprocharon que la "plena concurrencia"
129
era sólo una construcción teórica y que, dadas las indivisibilidades, los mono-
polios naturales y otras imperfecciones del mercado, no podía ser consegui-
da. En especial, los representantes de las asociaciones económicas y sus ase-
sores científicos pensaban poder rechazar con estas verificaciones toda la con-
cepción. Si es que su crítica no era un pretexto para recomendar el regreso
a las viejas formas de limitación de la competencia, se podía ver que con estas
objecciones el problema central de un orden de competencia aún no conducía
a ninguna solución positiva. Esto dicho abreviadamente, es que la ventaja está
en la seguridad de la libertad de actuación del individuo en los mercados y
la sujección del poder económico. El peligro de caer .en la dependencia econó-
mica se proscribió entonces sólo a los mercados de trabajo, por ejemplo, cuan-
do el trabajador se hallaba frente a una pluralidad de demandantes concu-
rrentes por su capacidad de trabajo. Un monopolio de demanda traba su liber-
tad considerablemente y cuando en una economía, que funciona administrada
centralmente, única y exclusivamente las empresas dirigidas por una burocra-
cia de partido son las demandantes, la elimina complementamente.
El significado que los autores liberales concedían a una competencia fun-
cionalmente apta, como pieza central de un nuevo Orden Económico, tenían
que defenderlo enérgicamente también contra la imputación de representar
los intereses del "capital" o más suavemente de una economía empresarial.
Objetaban contra esto que el principio de competencia tenía que oponerse a
todas las aspiraciones de naturaleza privada y estatal, que intentaran monopo-
lizar los mercados interiores o exteriores. Sólo bajo esta hipótesis opinaban
que una Economía de Mercado sería un Orden Económico, que desde los más
diferentes puntos de vista podía apoyar a los consumidores, a los trabajado-
res y a los empresarios. Ante todo, una competencia edificada consecuente-
mente facilita a los miembros más débiles de la sociedad una existencia más
digna del ser humano.
e) El Orden Social en el marco de la Economía de Mercado.
El concepto "Economía Social de Mercado", que en la discusión alemana
empujó a los adversarios del programa a la crítica (véase también von Ma1chus
y Seraphim), se comprende más fácilmente cuando se evocaron los orígenes his-
tóricos de la discusión. Los movimientos socialistas del siglo XIX habían ex-
tendido la opinión de que podía ser instituido un Orden Económico por la
dirección central del proceso económico y por la propiedad colectiva de los
factores de producción, en el que los hombres podían ser verdaderamente li-
bres sin presiones exteriores y que todos estarían libres de necesidades socia-
les e inseguridades económicas. Al final de la guerra se presentaron experien-
cias concretas de !iistemas económicos socialistas, que se basaban bien en la
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dirección central sin propiedad colectiva de los medios de producción, como
en el caso alemán, o bien, como en el caso soviético, con consideración de
ambas proposiciones institucionales de los teóricos socialistas del siglo XIX.
Ante estas experiencias, los padres intelectuales de la Economía Social de
Mercado defendieron la opinión de que la economía dirigida -como podían
observar diariamente- llevaba fatalmente a la desaparición de la libre elec-
ción del puesto de trabajo, que es inevitable para las autoridades estatales im-
poner el control total de la obligación de trabajar, que el contrato de trabajo
pasaba de ser un contrato privado a una relación de derecho público y a la
asunción por parte de las oficinas de trabajo de funciones policiales, en las
que se controlaban sí -como acontecía entonces- el trabajador cumplía sa-
tisfactoriamente con su ocupación o no, y al que no lo cumplía en caso nece-
sario se le retiraba la cartilla de racionamiento (Eucken, 1948, pág. 116). Los
hombres adquirían nuevas dependencias con respecto a la burocracia estatal
por la economía de dirección central que no abarcaban sólo al proceso de tra-
bajo, comprendían también la asignación de los medios de producción para las
empresas, la asignación de la vivienda, y la distribución de alimentos, vesti-
dos, muebles y combustibles y, por último, la supresión de la libre elección de
los consumidores. Aparte del comercio por los mercados negros era posible
aún, en aquel entonces, en todo caso, un intercambio primitivo de bienes.
En vista de ello, los representantes de la Economía Social de Mercado lle-
garon a la conclusión de que la "cuestión social" había de cambiar por com-
pleto. Ya no se considera como en las décadas anteriores la situación de los
trabajadores industriales en la sociedad, sino la liberación de todos los miem-
bros de la sociedad de las nuevas tendencias colectivistas. Eucken lo descri-
bía así: "La nueva cuestión social (es) la dependencia opresiva del Estado,
la amenaza extraordinaria contra la libertad de los hombres, la transforma-
ción del hombre en una parte de una gran máquina (y) la nueva inseguridad
económica y social, que proviene de esta dependencia" (1948, pág. 119).
Por eso, el restablecimiento de la Economía de Mercado no sólo se haría
bajo puntos de vista de distribución y eficiencia, sino que se realizaría bajo
puntos de vistas sociales, como el paso decisivo a una reforma social. Un ar-
gumento importante en el amplio y completo debate por parte de los repre-
sentantes de la Economía Social de Mercado era que la Economía de Mercado,
a diferencia de las soluciones colectivistas de la cuestión del Orden Econó-
mico, tenía "per se" ventajas sociales que no existían en un sistema de plani-
ficación económica. En especial, Miiller-Armack abogaba, entre otros, con
esta indicación por la denominación que él había propuesto de esta concep-
ción.
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Pero no hubiera bastado seguramente si se hubiera dado por satisfecho
con estas pruebas. La cuestión considerada, y que hasta hoy no ha dejado de
discutirse, es si el Orden Social se concibe en libertad o si son inevitables
métodos burocráticos-colectivistas, en último término, esto es, la dependencia
de instancias estatales, en algunos casos suavizada, pero que, sin embargo,
visto en conjunto, tiene que ser aceptada de hecho. Expresado de otro modo:
¿Existen métodos de seguridad social aparte de los del sistema económico
soviético y del estado de bienestar anglosajón como una tercera vía, por ejem-
plo, el "estado de derecho social" que recoge una expresión de la ley funda-
mental alemana?
Esta cuestión se confirmó. De hecho se argumentó que en el desarrollo
del sistema de seguridad social alemán, que se estableció en los años 80 del
siglo pasado, contenía elementos para preocuparse de que el gobierno y los
partidos políticos no se hicieran con las instituciones de seguridad social para
convertirlas en objeto de lucha electoral. El peligro, que las instituciones de
seguridad social se convirtieran en la pelota del juego del político, se planteó
en principio (aunque bajo otros conceptos) ya en el siglo pasado. Entonces se
proponía disminuir el incremento excesivo de la fuerza del Estado central por
medio de la autonomía administrativa de las corporaciones subordinadas. Par-
tiendo de este pensamiento tradicional se concibieron las seguridades socia-
les en el siglo pasado como corporaciones autónomas administrativamente. De-
bían ser administradas por los asegurados, a ser posible, incluso sin tutela
estatal. La analogía remota con la idea de Nozick, de solucionar el problema
de seguridad mediante clubs, no puede rechazarse.
Pero en el marco de la planificación central, en la dictadura nacional-
socialista, se habían desplazado las bases institucionales del sistema de segu-
ridad social, aunque no se había hecho la reforma legal, en dirección a un
sistema controlado y dirigido por el Estado. Con respecto a la reforma de
esta situación, las ideas de los padres de la Economía Social de Mercado es-
taban, sin embargo, menos elaboradas que con respecto a la configuración del
orden de competencia.
Pero es que además según las propuestas para la configuración de los de-
más sectores se cuestionaba el Orden Social. Aquí podemos centrar nuestra
atención en este punto brevemente. Se extiende desde la proposición de aca-
bar con los perjuicios y discriminaciones existentes contra los empresarios
de la .clase media campesina hasta recomendar sobre -los perjuicios económi-
cos que pueden tener las familias numerosas, la forma de encontrar ayudas
familiares y una configuración adecuada de las tarifas del impuesto sobre la
renta, y a las proposiciones sobre el ahorro y la propiedad y a la recomen-
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dación de prolongar de forma apropiada a los trabajadores el derecho de co-
gestión empresarial en los asuntos sociales y económicos.
Las discusiones muy detalladas de cada una de las proposiciones nombra-
das -y la lista podría ampliarse- no pueden exponerse aquí detalladamente.
Sólo nos remitiremos a que los defensores de la Economía Social de Mer-
cado se daban cuenta de que las realizaciones erróneas de sus ideas podían
perjudicar perfectamente el funcionamiento eficaz de una Economía de Mer-
cado. No se abatieron por ello, recordaron que numerosas medidas socio-po-
líticas de la década anterior dificultaron la asignación de los recursos y al-
teraron el proceso del mercado.
Este argumento no hay que entenderlo en el sentido de la moderna eco-
nomía del bienestar, que se esmeró en comprobar respecto a ella toda medi-
da de Política Económica, cómo perjudicaba a la eficiencia económica. Hay
que entender que más que un orden de Economía de Mercado es como un
sistema de reglas económicas, que puede funcionar completamente y con-
ducir a resultados satisfactorios, cuando se satisfacen las reglas del juego: se
tiene que garantizar el paso sin fricciones del trueque a los mercados y se
tiene que asegurar la libertad de cada uno de los participantes en el proceso
económico. En la Política Económica práctica hay, sin embargo, numerosas
violaciones de esta norma. Así se fijan a menudo precios y salarios por medio
de normas estatales, se dictan protecciones contra los despidos, se conceden
privilegios a unos grupos a cargo de otros, o se establecen artificialmente
y por órdenes superiores de seguridad pública barreras innecesarias para la
entrada a los mercados. Pero éstas y muchas más medidas tienen como con-
secuencia, cualquiera que fuesen los motivos para su introducción, un peor
funcionamiento del mercado. Esto debía evitarse, no obstante, en una Eco-
nomía Social de Mercado.
d) Funciones del Estado en la Economía Social de Mercado.
Sobre esto los autores citados estaban de acuerdo sin diferencia en que
incluso en una amplia plasmación satisfactoria de su ideal de Orden Econó-
mico y Social siempre quedarían pendiente numerosos asuntos, que tenía que
afrontar el Estado. Por lo tanto, estaban por desarrollar respecto a las fun-
ciones puntos de vista generales, como debía configurarse la distribución de
funciones entre el Estado y el Mercado. El principio del "laissez-faire" bajo
la interpretación de que el Estado se ha de abstener de toda intervención,
se rechazó. Pensaban que las reglas, según las cuales se desarrolla el proceso
económico, que, por consiguiente, dan nombre al Orden Económico, se es-
tructuran por el Estado y tienen que ser objeto constante de la atención pú-
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blica. o para entrar en contacto con las observaciones usuales o, para ex-
presar10 en la actual interpretación de Raw1s (pág. 453), consideraban que
una sociedad bien ordenada no podía ser establecida por un solo acto, sino
que la vida económica y social era sometida a cambios continuos, que podían
producir o bien tendencias de acuerdo con sus observaciones o bien lejos
de ellas. No querían renunciar, por consiguiente, a las medidas legales en
defensa de su concepción. Estaban convencidos de la capacidad de evolución
de los fundamentos asentados por ellos sobre la mencionada estructuración
del Orden Económico y la Sociedad. Pensaban en este punto de otra manera
que hoy Raw1s, cuyo proyecto de sociedad justa dependía de la estabilidad
a largo plazo de las instituciones sociales. El mantenimiento y la garantía
de la Economía Social de Mercado era para ellos, por consiguiente, para citar
una expresión aplicada por B·ohm, acometer un continuo "trabajo de jardi-
nería".
Pero junto a los problemas a largo plazo del desarrollo ulterior de un
Orden Económico y Social libre está la cuestión actual, de cómo se debe obrar
en muchos casos de la vida cotidiana económica, donde es inevitable la ac-
tividad del Estado. No se dispone de una lista de actuación o no actuación
del Estado. Pero se buscaba formular un principio general de cómo debían
permitirse o no permitirse las intervenciones consideradas inevitables. El prin-
cipio general era compatibilizar las medidas estatales con el Orden Econó-
mico y Social libre. En cada caso se debían fijar las posibles vías, que fueran
en primer lugar compatibles con el orden de libertad y que a ser posible no
llevarán a intervenciones adicionales.
Ropke ha intentado en varios trabajos definir esta regla con la denomi-
nación de principios de conformidad para el Orden Económico. Dice que
el Estado debe utilizar sólo aquellos medios que "basados en el Orden Eco-
nómico sean conformes con el mercado" y que la "mecánica de los precios
y la autodirección conseguida del mercado por ella no se interrumpa, sino
que se les considere como nuevos "datos". Estas medidas las señala Ropke
(1948, pág. 259) como conformes al mercado. Por el contrario, son inconfor-
mes con el mercado todas aquellas medidas que por medio de los precios o
cantidades intenta regular y llevar de este modo un desequilibrio a los mer-
cados respectivos. Entre las últimas medidas mencionadas enumera Ropke
los precios máximos y mínimos, mientras que una devaluación de la moneda
o un arancel proteccionista, con tal de que éste no sea prohibitivo, lo enu-
mera entre los del primer grupo. A él, como también a otros autores, como
Riistow (1932, pág. 62), Kiing (1941, pág. 231), van Stackelberg (1949, pági-
na 200), Miiller-Armack (1947) y Eucken (1952, pág. 295) les movía el de-
deseo, hasta cierto punto, de presentar un catálogo de medidas estatales con-
134
formes y no conformes, una osadía que, sin embargo, se evidenciaba tan ambicio-
sa. No obstante, no olvidó por ello que el objetivo original debía abandonarlo y
que los métodos arbitrarios en las intervenciones estatales en los comportamien-
tos económicos y sociales debían ser admisibles. Se deduce, que todo caso
particular en atención a las circunstancias especiales de tiempo y lugar tiene
que ser analizado, cómo influye una medida estatal en el Orden Económico
y Social y muy en especial cómo modifica la capacidad de funcionamiento
de la economía de mercado en su conjunto.
El principio de conformidad con el mercado acentúa, sin duda, sólo un
aspecto de comparación curiosamente técnico de la intervención estatal en
la vida económica y social. No es una respuesta definitiva a la pregunta de
qué funciones debe desempeñar el Estado en una sociedad libre y qué de-
cisiones deben ser reservadas a los ciudadanos. En este punto debe señalarse
que una de las premisas quizás menos acentuadas del programa de la Eco-
nomía Social de Mercado es el ideal del Estado de Derecho. Precisamente,
en Alemania surgió la concepción del Estado de Derecho (Hayek, 1961, pág. 193).
Los representantes de la Economía Social de Mercado no se han ocupado,
sin duda, en detalle del ideal del Estado de Derecho. A esto sólo Hayek en
los últimos tiempos le dedicó gran atención a propósito de cuestiones de Orden
Económico. No obstante, se puede arriesgar la hipótesis, que especialmente
los principios constitutivos y reguladores desarrollados por Eucken (1952, pá-
gina 254) respecto a la constitución de la competencia, entre otros: mercados
abiertos, propiedad privada, libertad de contratación, responsabilidad frente
a las actuaciones económicas erróneas, constancia de la Política Económica
pueden considerarse como una traducción de la idea de Estado de Derecho
al ámbito económico.
Pero la gran dificultad, ante la que se encuentran los sucesores actuales
de los padres intelectuales de la Economía Social de Mercado, es el desarrollo
del Estado Social o es, sin embargo, el desarrollo, en terminología de Buchanan,
del "productive state" frente al "protective state" (Buchanan, 1974, pág. 68).
El Estado Social actual no sólo se limita como el Estado liberal clásico a la
protección de los derechos de libertad personal y a la defensa de los riesgos,
sino que somete las relaciones económicas y de sociedad a intentos de direc-
ción, planificación y distribución según las mayorías representadas en el Par-
lamento. Pero, como consecuencia de ello surge una concentración extraor-
dinaria de poder en manos de los burócratas y políticos en ejercicio, se ne-
cesita la comparación ocasional entre Economía, Sociedad y Estado entre la
Alemania del Este y la del Oeste para no desesperar en la posibilidad de re-
primir el "nuevo" Leviathan.
Nota: La bibliografía correspondiente a esta aportación la encontrará el lector recogida
en el capítulo dedicado a Bibliografía
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n. ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO: ACTIVIDAD
PRIVADA Y PUBLICA (*)
1. INTRODUCCION
El momento actual de la evolución española presenta oportunidades y ries-
gos que son, en primer lugar, en una gran medida irreversibles y, en segundo
lugar, irrepetibles. Irreversibles porque la vida de la Sociedad la configuran
procesos sociales, procesos en los que participan diversos grupos sociales con
determinados sistemas de valores y objetivos, que difícilmente propician una
revisión de planteamientos realizados. Irrepetibles, porque en cada momento
histórico de una Sociedad las oportunidades y riesgos son algo más que la
mera expresión de un cálculo económico; reflejan todo un complejo marco
de referencia en el que se apoyan o definen tales oportunidades y riesgos.
España se encuentra en uno de esos momentos en los que se procede a con-
figurar un determinado orden, tanto en el plano de la Sociedad, como en el
plano económico y en el social. Además, esta configuración parte ya de unas
amplias dimensiones, tanto en los planos institucionales como en los procesos
sociales, cuya ordenación exige cambios en los comportamientos y actitudes
de grupos y de personas, que exigen además de tiempo y principalmente, el
disponer de leitbilder, de marcos de referencia, claros, ordenados y aceptables
con los principios básicos en los que debe regirse una Sociedad pluralista.
y es básicamente en estos momentos en España donde se le sitúa a la
persona o a los grupos sociales ante la falta de marcos de referencias claros
y convincentes. La idea de ordenación que es a nuestros efectos tanto como
la de aclarar y precisar las distintas interdependencias que reflejan la com-
plejidad de una sociedad y de una economía, constituye, sin lugar a dudas,
uno de los principales elementos que provocan desconcierto e incertidumbre.
(*) Texto publicado como Working Papers núm. 17 de la Cátedra de Política Econó-
mica de la Empresa de la Universidad de Alcalá de Henares. Autor: Prof. Dr. SantiaJl;o
García Echevarría, Catedrático de la Universidad de Alcalá de Henares.
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Cada persona o grupo social, para que defina sus actuaciones y sus compor-
tamientos, precisa que se le ayude a definir cuál es el leitbild al que debe
orientarse con el fin de conocer su grado de adaptación o no, tanto de sus
propios sistemas de objetivos como de su actuación dentro del conjunto.
No pueden pretenderse ordenaciones parciales, ordenaciones en organiza-
ciones económicas y sociales, sin conocer cuál es la incidencia de tal orde-
nación en los otros subsiste mas, en las otras organizaciones que configuran
una sociedad. Las múltiples organizaciones precisan de un marco y de unos
principios que sirvan de guía para ordenar su actuación y su comportamien-
to. La coherencia, el efecto sinergético, sólo se producirá, incluso en cuanto
a los conflictos de intereses entre personas o grupos sociales, cuando ese
marco de referencia, cuando los principios de actuación sean la base común
para todos ellos, y este es precisamente el gran momento que presenta Es-
paña.
Por las características propias del sistema "administrativista" en el que
se ha producido el desarrollo económico de los años 60 y hasta nuestros
días, el esquema de interdependencia de los procesos sociales y económicos
estaba muy definido y poseía muy poca intensidad. Con la evolución hacia
una sociedad pluralista se modifica el marco político-social y con ello el es-
quema de interdependencias entre los distintos grupos sociales e institucio-
nes se intensifica, exige de una nueva ordenación. Y esta nueva ordenación
debe ser expresión del propio pluralismo, pero también y, dominantemente,
de las exigencias funcionales-organizativas que exige inexcusablemente toda
Sociedad moderna que oriente sus miras hacia las libertades, justicia social
y eficacia económica. Por ello, esta ordenación no se improvisa, no puede
ser la primera expresión o reflejo, ni debe ser la que en un momento coyun-
tural busque o trate de imponer un grupo social determinado. Debe ser, eso
sí, la expresión de la forma de vivir que desea una Sociedad, lo que exige
la acertada combinación de los dos grandes componentes: la concepción po-
lítica de la sociedad y la adecuada organización de la vida económica y so-
cial. La interdependencia y mutuo apoyo de ambos componentes determinará
el éxito o fracaso.
En esta aportación nos centraremos en el análisis de este segundo com-
ponente: el orden económico y social por lo que se refiere a la división de
funciones entre la actividad privada y la actividad pública en concreto.
2. ORDEN ECONOMICO: ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO
No se puede plantear cuál debe ser la división de funciones en la activi-
dad económica y social de una Sociedad pluralista, sino se define tanto el
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marco que regula la actividad económica como los principios por los que
se rige. Y esto no sólo interesa al político, sino de forma directa e inmediata
al empresario. Precisamente éste trata de distanciarse de este problema como
algo lejano a sus preocupaciones y responsabilidades. No existe posición más
errónea desde el punto de vista empresarial.
Acaba de fallecer uno de los pensadores económicos más insignes, Alfred
Miiller-Armack, impulsor y protagonista de la idea del orden económico de
una Economía Social de Mercado a partir de su obra de 1945, el cual señala
que "el empresario tradicional se ha inclinado frecuentemente a distanciarse
de las cuestiones fundamentales de política económica para adaptarse con
demasiada facilidad a las corrientes anti-economía de mercado ... El empre-
sario moderno, el que piensa en el futuro, no puede liberarse de una corres-
ponsabilidad con respecto al sistema global. Esto es, tiene que adoptar una
opción de política económica, opción que le asegure sus posibilidades de ac-
tuación en la Sociedad". Considero que esta referencia de uno de los hombres
más significados, como pensador y como político, cuya memoria quiero honrar
públicamente con estas líneas, constituyen la base argumental para provocar
al empresario en que su función no se ciñe al éxito o fracaso en la empresa,
sino a la aportación responsable de la empresa a la Sociedad. Esto es lo que
debe entenderse por responsabilidad social de la empresa, que es tanto como
contribuir con su actividad empresarial responsable a la configuración de los
procesos económicos y sociales. Su compromiso con la Sociedad, su compro-
miso empresarial, implica una abierta contribución a la creación y desarrollo
del orden económico más adecuado que exige una Sociedad pluralista.
Existen muy diversos tipos de ordenación de la organización económica
y social de un país. Esta tipología se mueve dentro de dos tipos clásicos: el
de una economía centralizada, esto es, en la que las decisiones económicas
se forman y deciden en un órgano estatal tanto para las unidades eConómi-
cas productivas como para las de consumo, y el de una economía de mercado
en la que tales deCisiones se adoptan de forma descentralizada en cada una
de estas unidades. A la hora de configurar el ordenamiento económico y so-
cial de una Sociedad pluralista debe buscarse aquel que mejor contribuya a
los objetivos de tal sociedad, esto es, aquel orden económico, cuyas posibili-
dades de actuación económica de las personas, refleje los criterios de liber-
tades individuales, justicia social y eficacia económica.
El único sistema económico que ofrece tales posibilidades, y que además
permite la evolución adaptativa con la Sociedad, es el de una Economía So-
cial de Mercado. La vinculación de una economía de mercado con un orden




¿Cuál es el contenido, la estructura y principios en los que descansa tal
orden económico 1
Sobre la Economía Social de Mercado se realizan frecuentemente afirmacio-
nes o gestos que denotan más un desconocimiento de la misma que una po-
sición crítica sobre su capacidad para resolver los problemas económicos y so-
ciales de nuestra Sociedad. Descansa en su funcionamiento, por un lado, en
el "neoliberalismo" tal como se planteó por la escuela de Freiburgo con las
aportaciones de Walter Eucken y Franz B,ohm entre otros. El objetivo prin-
cipal de este pensamiento económico es el de asegurar el orden de compe-
tenaia. Junto a este concepto económico, la Economía Social de Mercado con-
sidera la actividad de la política económica estatal y la configuración de la
protección social, completando ambos elementos en la economía de mercado
con actuaciones "conformes al sistema".
Para Miiller-Armack la Economía Social de Mercado no representa, como
muchos quieren entender, una forma intermedia entre capitalismo y socia-
lismo, sino que integra un sistema de competencia económica con el pro-
greso social. Se trata de una unidad de pensamiento, de actuación y com-
portamiento, en la que se vincula la libertad de la competencia con la ga-
rantía de la propiedad privada y de la libre iniciativa empresarial para parti-
cipar en el intercambio económico. La eficacia económica de este sistema
es, sin duda, superior a la de cualquier otro sistema, pero además, en una Eco-
nomía Social de Mercado esta eficacia económica es componente inseparable
de las exigencias sociales. Esta parte no puede separarse de la otra; no
puede realizarse la una sin la otra. Constituye esta concepción la alternativa
humana y eficiente, exigente y flexible, para adaptarse a la evolución de la
Sociedad constituyendo todo un reto a cualquier otra ordenación económica
y social.
Las características fundamentales que definen el marco y principios a
los que deben ajustar sus actuaciones los distintos grupos sociales son las
siguientes:
1) En una Economía Social de Mercado las decisiones económicas se for-
man y deciden de forma descentralizada por cada una de las unidades de
producción y consumo. (Principio de descentralización de decisiones, de opor-
tunidades y de riesgos.)
2) La coordinación de las decisiones económicas se realizan en el mer-
cado. Esto es, las decisiones descentralizadas en producción y consumo con-
fluyen en el mercado, el cual sanciona el valor de tales aportaciones. Los ins-
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trumentos que aseguran este poder sancionador, que al propio tiempo es de
control del poder económico, son dos:
a) el mecanismo de los precios, y
b) la intensidad de la competencia.
3) Aquí es donde se produce la intervención de la política económica
estatal no para regular precios como norma, sino para asegurar y fomentar
la competencia. Esta tiene que ser muy cuidada y en los casos en los que
el mercado no pueda lograrlo, es cuando el Estado deberá intervenir. Esta
intervención no es bipolar, esto es, nacionalizaciones o no, sino que existen
múltiples formas de tal intervención, debiendo buscarse aquélla que sea la
más conforme al mercado.
4) Además debe asegurarse por el Estado la aplicación de una Política
Social que garantice a las personas y grupos de personas aquellas necesidades
vitales en una Sociedad moderna que difícilmente puedan satisfacerse a tra-
vés del mercado, al menos, para grupos concretos de la población. Esta po-
lítica social ha de ser coherente, justa y eficaz, tanto desde el plano político-
social, como en el de su gestión económica. Y en este último aspecto es
donde el Estado debe considerar la supremacía de los sistemas empresariales
y su valor para tal gestión.
5) El Estado debe actuar en aquellas actividades en las que la actividad
privada no pueda actuar, bien como consecuencia del largo plazo que impli-
ca, por su largo horizonte económico, bien por el elevado grado de riesgo
que supone. Aquí se plantea el hecho de que para resolver multitud de fun-
ciones lo que debe buscarse es una colaboración entre Estado y economía.
No debe plantearse la resolución de estas funciones en base a intervención
total o no, sino que debe establecerse la colaboración de ambos buscando la
mayor eficacia político-social y económica. La vinculación entre ambos
campos será cada vez ineludiblemente más necesaria, así por ejemplo, en
los campos de la energía, ecología, investigación, entre otros. No existe una
línea de separación clara, sino que es muy fluida. Dentro de una Economía
Social de Mercado debe plantearse esta colaboración, con lo que se aseguran
las ventajas de ambas formas y se garantiza mejor una actuación más con-
forme al mercado, además de realizarse estas funciones que la economía no
puede resolver directamente.
Sin embargo, dentro de esta colaboración deberán fijarse cuáles son las
obligaciones y derechos de cada una de las partes con el fin de facilitar el
"cálculo" socio-político y económico y poder definir responsabilidades.
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6) Existen una serie de actividades que solamente pueden resolverse por
una política económica estatal. Me refiero a la "política coyuntural" que trata
de frenar los "booms" económicos y las depresiones, regulando o tratando de
garantizar el que la actuación económica de las unidades productivas y de
consumo se produzca dentro de unas franjas de incertidumbre sobre la evolución
económica, evitando situaciones extremas. La política coyuntural solamente
puede realizarse por el Estado y constituye, junto al marco normativo que
regula las posibilidades de actuación de los individuos, un segundo compo-
nente estabilizador en el mantenimiento de una cierta constancia en la evo-
lución económica.
Se centra la política coyuntural fundamentalmente en las actuaciones del
Banco Emisor, en las presupuestarias y fiscales. Debe evitarse toda interven-
ción directa sobre el circuito real de bienes, bien estableciendo contingentes,
bien actuando sobre los precios. Debe retenerse que toda intervención pro-
voca la siguiente. Es una cadena imparable, por lo que las actuaciones esta-
tales deben centrarse más en el circuito financiero en su más amplio sentido.
Si fuera necesaria una intervención concreta deberá ser considerada no sólo
desde un plano político-social, sino desde su incidencia en el sistema económico.
7) Existen además una serie de actividades que por su carácter infraes-
tructural de una Sociedad no pueden ser realizadas más que por el Estado.
Tales son las actuaciones en el campo educativo, infraestructural, etc.
8) Las actuaciones reguladoras o las actuaciones directas del Estado de-
ben atenerse al principio de la "conformidad del mercado", de manera que su
actuación no desvirtúe su funcionamiento. Este principio de "conformidad al
mercado" debe ser la base de la actuación de todos los grupos que intervienen.
Sin embargo, como tendrán que adoptarse medidas que no sean "conformes
al mercado" en determinadas circunstancias, deberá procederse de manera
que además de valorarse la justificación política de tal actuación, se fijará
su duración, su coste y utilidad, de manera que se trate de determinar su va-
lor o aportación al funcionamiento del sistema.
~.;
El propio Estado en sus actuaciones presupuestarias y fiscales debe obser-
var y cuidar la incidencia de tales actuaciones en los mercados, de manera que
ajuste su actuación a tal principio.
Con esta breve exposición sobre los elementos constituyentes de una eco-
nomía social de mercado se ha fijado ya un primer marco de la actividad pú-
blica y privada en la Sociedad. Puede resumirse la concepción de una economía
social de mercado en los siguientes puntos:
1) Economía Social de Mercado es en primer lugar "economía de merca-
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do", esto es, un orden económico en el que los individuos de una so-
ciedad planifican y deciden sus actuaciones de forma descentralizada.
2) Economía Social de Mercado es, en segundo lugar, "social" por dos as-
pectos: el funcionamiento adecuado del mercado asegura las liberta-
des del individuo y el control del poder económico a través de la com-
petencia, sanciona socialmente si la aportación de la empresa es real
o no; además, asegura una justicia social dirigida a garantizar a los
individuos y, en particular, a los sectores más débiles de la población,
la disposición de bienes y servicios vitales. Con ambas actuaciones ase-
gura las libertades individuales, es el eje de un ordenamiento económi-
co y social, ya que crea las condiciones para que exista libertad, para
limitar el poder económico y facilita la movilidad social.
3) Economía Social de Mercado no es una repetición de la economía "lais-
ser-faire". La intervención del Estado es pieza importante en su funcio-
namiento.
4) Lo que la Economía Social de Mercado no es una economía intervencio-
nista; esto implica que no funcionará una mezcla de elementos de di-
rección centralizada del Estado con elementos de economía de mer-
cado.
5) La Economía Social de Mercado es un sistema abierto, lo mismo que la
empresa, que poseen una gran capacidad de adaptación a los nuevos
problemas de la Sociedad, sin caer en un peligroso pragmatismo. Su
actuación se centra en la aplicación adecuada del principio de confor-
midad al mercado a las nuevas situaciones.
3. ACTIVIDAD PUBLICA Y ACTIVIDAD PRIVADA EN EL SISTEMA
ECONOMICO
Definido el marco del orden económico en el que una Sociedad pluralista
puede realizar verdaderamente sus objetivos, se plantea cómo se deben dividir
las funciones a realizar en una Sociedad moderna. Ya se ha presentado, en la
misma enumeración de la configuración del orden económico, una serie de
funciones que debe realizar el Estado. Sin embargo, deben precisarse criterios
que sirvan para delimitar, dentro de la fluidez que caracteriza a la división de
funciones. En primer lugar deben quedar claros los siguientes aspectos dedu-
cidos del orden económico descrito:
1) En la Economía Social de Mercado el Estado no debe renunciar a di-
versas actuaciones en la economía. No es una economía sin Estado.
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2) Las líneas de separación entre la actividad pública y la actividad pri-
vada en la economía no son únicas ni definitivas. Son más bien flui-
das según la realidad económica.
3) La colaboración entre ambos sectores constituye la tendencia actual
combinando la eficacia del sector privado con las posibilidades del sec-
tor público. Una clara especificación de las implicaciones de cada una
de las partes constituye su elemento fundamental.
4) Este sistema presenta una prioridad para que sea el sector privado
frente al público el que resuelva los problemas.
5) El Estado en su actuación no debe considerar sólo sus objetivos polí-
ticos y sociales, sino que debe analizar cuándo y en qué medida sus
actuaciones atentan contra el ordenamiento económico.
En una Sociedad moderna existen, pues, tres vías para solucionar sus pro-
blemas, a saber:
a) El mercado (economía privada fundamentalmente).
b) El Estado (actuación pública).
c) "Management Social System" o Sistema de actuación empresarial res-
ponsable para la Sociedad, realizando funciones que no se pueden rea-
lizar vía mercado y que actúan con aportaciones que en otro caso las
realizaría el Estado. Esto es, el traspasar funciones "sociales" del Es-
tado a la empresa, en la medida en la que la eficacia de este último
sistema contribuya a resolver adecuadamente los problemas plantea-
dos. Por ejemplo, determinadas actuaciones en el plano ecológico.
Bajo la propuesta de un orden económico de Economía Social de Mercado
deben, pues, establecerse diferentes niveles en la actividad pública, a saber:
1) Aquellas funciones ya enumeradas que una tal constitución económica
le asigna al Estado como regulador de su funcionamiento: intensidad
de la competencia, política social, política estructural, política patrimo-
nial, instancia de arbitraje entre coaliciones sindicales y empresaria-
les, política monetaria y crediticia, política presupuesta y fiscal.
2) Aquellas funciones que posee como Administración.
3) Aquellas funciones que realiza en el campo económico directamente
para satisfacer necesidades de productos o servicios.
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Aquí dejamos a un lado las dos primeras funciones y nos limitamos a la
tercera, esto es, a la actividad directa del sector público en los procesos pro-
ductivos. Sin duda, las dos primeras actuaciones son claves en la Sociedad,
pero no constituyen el objetivo de esta exposición.
Al contemplar las formas y campos de actuación del sector público, en-
tendiendo éste a su vez en sus más diversas instituciones del más diferente
rango, se observa su amplia diversificación y complejidad. Considero que a
estos efectos es de primordial necesidad la distinción de la actividad pública en
dos niveles:
1) Todas las actuaciones que están orientadas a prestar a la Sociedad bie-
nes o servicios con un carácter comunitario, esto es, se prestan de
forma localizada, en y por instituciones de carácter local. Es lo que
denominaríamos "economía comunitaria", en la que el portador y per-
ceptor de estos bienes o servicios es una comunidad limitada, por ejem-
plo, un municipio.
2) Todas las actuaciones que significan una actividad productiva mercan-
til que ofrece productos y servicios, lo que definiríamos como "empre-
sa pública" en sentido estricto.
Esta diferenciación, que como toda tipología de actividades no pretende
trazar una línea unívoca de separación, se justifica a mi entender plenamente
por dos causas:
1) Por criterios político-sociales.
2) Por criterios de gestión empresarial.
Por criterios político-sociales en el sentido de que suponiendo una descen-
tralización de las funciones estatales en órganos de carácter local o regional,
estas actividades se encuentran cerca de las personas implicadas en tales
procesos de prestaciones, bien como perceptores de sus bienes o servicios,
bien como contribuyentes para que puedan realizarse. Ello implica un mayor
y más directo compromiso de las personas de esa comunidad al tener que
valorar directamente las prestaciones (producto o servicio en cantidad, calidad
y precio) con su coste (pago y subvenciones a cargo de impuestos locales). En
una empresa pública a nivel nacional se trata de planteamientos más lejanos
al individuo, más abstractos, más globales, diluyéndose las posibilidades de
percepción directa de los individuos como tales de una Sociedad y diluyén-
dose el peso de su funcionamiento, vía precio, vía impuestos.
Por criterios de gestión empresarial, se trata en ambos casos de institu-
ciones con sistemas de objetivos en líneas generales diferentes. Las actuacio-
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nes empresariales se pueden orientar a alcanzar objetivos de prestaciones o a
alcanzar objetivos financieros. Constituye esta la forma de medir tales actua-
ciones. A nivel de "economías comunitarias" y con todas las garantías de ob-
jetivos financieros que consoliden tales economías, se orientan principalmente
a alcanzar prestaciones satisfactorias predominantemente. A nivel de "empre-
sa pública" la medición en prestaciones reales es, sin duda, un elemento de
medición importante. Sin embargo, no puede prescindirse por sus propias es-
tructuras empresariales, de la medición financiera, de su rentabilidad econó-
mica y social. Además la propia gestión y órganos de gobierno presentan ca-
racterísticas particulares. En la "economía comunitaria" será preciso conside-
rar en los órganos de gobierno los grupos sociales directamente implicados. En
la "empresa pública" estarían representados órganos más abstractos de la orga-
nización político-social.
En cualquiera de los casos y en ambos tipos de actividades, deberán dis-
tinguirse necesariamente en los órganos de gobiernos dos instituciones: una,
la que recoja los grupos sociales que representan sus intereses en esa activi-
dad. Su intervención es la de canalizar sus intereses e integrarlos en el sistema
de objetivos de la actividad empresarial que es preciso desarrollar para alcan-
zar las prestaciones. Un "Consejo de Supervisión". En segundo lugar debe
crearse la institución que soporte y sea responsable de la gestión y actividad
empresarial. Sus criterios de eficacia en la gestión deben constituir la base de
sus actuaciones: Un "Consejo de Dirección" en el que de forma directa no
pueden intervenir los grupos sociales para imponer sus intereses. Su actuación
debe canalizarse vía "Consejo de Supervisión".
Esta actividad pública en el campo económico existe en todas las econo-
mías occidentales, pero presentan
- Grandes diferencias en cuanto a sectores y actividades y ello como con-
secuencia del diferente origen y momento en el que se procedió a tal
actuación diversas intensidades.
- Un mayor o menor ajuste a las reglas de mercado.
La referencia que se realiza frecuentemente a que debe realizarse mediante
la actividad pública toda aquella función que sea de "interés general" no es
válida. Este criterio de "interés general" no puede ampararse ni en plantea-
mientos científicos, ni en experiencias existentes. No es un criterio válido,
puesto que no está definido que es "interés general". Lo que hay son "inte-
reses parciales" que se expresan en objetivos concretos.
Las actividades del sector público han sido originadas por los más diversos
planteamientos políticos y económicos. Hay, sin embargo, dos componentes
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importantes que definen su planteamiento: aspectos ideológicos y los crecien-
tes déficits de la actividad pública. En las sociedades occidentales pesa sobre-
manera la tendencia a incrementarse estos déficits como consecuencia tanto
de la menor eficacia como de la creación de precios y demanda política. A
esta problemática es a la que dedicaremos nuestra actuación.
La empresa pública, que no debe definirse solamente por el criterio de
propiedad, pudiera éste incluso ser secundario, sino más bien por el grado de
intervención del sector público en los procesos de configuración de decisiones
y planificación empresarial, es un subsistema u organización que está impli-
cado con sus actuaciones en el funcionamiento económico. No es un ente
"neutral", sino que incide en la actividad económica y en el orden económico.
Esta incidencia en las interdependencias y en la actividad económica pue-
de producirse de muy diversas maneras. Puede ir desde una actuación nor-
mativa hasta la política de subvenciones. El problema que en especial pre-
ocupa es el de los crecientes déficits y ello debido a tres aspectos:
1) El primero, de carácter inmediato y concreto que es el de carácter
presupuestario y fiscal. Esto es, la financiación de esos crecientes dé·
ficits y su peso en las cuentas estatales.
2) El segundo, de carácter indirecto, pero decisivo, que es su incidencia
en el funcionamiento del sistema económico. La modificación del orden
económico puede sin duda plantearse a nivel ideológico, la lucha con·
tra el sistema económico de una Economía Social de Mercado, o por la
erosión de este sistema vía crecientes déficits de la empresa pública.
Por ello no puede ni debe tratarse de reducir la problemática de la
empresa pública a referencias de "interés general", cuyo contenido no
puede ser otro que el ideológico, ni a contemplarla en base a sus
prestaciones "sociales".
Es bastante más. Es un componente clave en el ordenamiento económi-
co y de Sociedad.
3) El tercer elemento lo constituyen los problemas que plantea tanto en
el plano de la distribución de rentas como en su contribución a la
estabilidad.
Los crecientes déficits de la empresa pública llevan, sin duda, a una rees-
tructuración del sistema productivo y, como lo demuestra la experiencia, a
una considerable reducción de la eficacia del conjunto económico. Y ello no
sólo por lo que respecta a la aportación económica, sino por 10 que afecta
a su aportación social. Esta incidencia es muy importante en el ordenamiento
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de la vida económica y de Sociedad. del país por producir un "incremento
político" de la demanda perturbando el funcionamiento del mecanismo de pre-
cios como elemento coordinador de una economía de mercado.
Debe señalarse que una expansión de la empresa pública en base acre"
cientes déficits en su actuación, a una menor eficacia económica y a actua-
ciones políticas más o menos justificadas, lleva a una modificación del siste-
ma de economía de mercado y ello por su célula más sensible, por su nervio
principal: el mercado y la incidencia en el mecanismo de precios.
Frecuentemente se plantean intervenciones parciales que sin esperar mucho
provocan las siguientes y alteran totalmente el funcionamiento del orden eco-
nómico.
Por todo ello es necesario que se delimite de forma clara no ya los sectores
de la actividad pública, sino las formas y criterios de tal actuación, y ello,
como primera expresión normativa, definiendo el orden económico, su marco
y principios.
Sería absurdo negar el papel y la existencia de la empresa pública en una
Economía Social de Mercado, pero esta existencia y actuación debe regirse por
los criterios de:
- Una eficiencia social y económica.
- Una descentralización de las decisiones y no una concentración de po-
der; deben ser unidades con decisiones descentralizadas para que ten-
gan cabida en una Economía Social de Mercado.
- Una exacta determinación de su incidencia en el funcionamiento del
sistema económico.
- Una organización empresarial, para lo que se diferenciarán los dos
órganos mencionados: el que recoge los intereses políticos y el que re-
coge los intereses empresariales.
- Fomento de una mayor colaboración para realizar determinadas funcio-
nes entre el sector público y el privado delimitado claramente derechos
y responsabilidades.
4. CAMPOS DE ACTIVIDAD DE LA EMPRESA PUBLICA
Este tema contiene una gran dimensión política y desde el punto de vista
científico no son suficientes los múltiples argumentos. Con carácter general
pudieran recogerse los siguientes criterios:
1) Aquellas actividades necesarias las cuales presentan un horizonte eco-
nómico muy largo hasta que existan perpectivas de beneficio, por lo
que en principio no le es asequible al sector privado.
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Sin embargo, puede plantearse una solución de colaboración en dos
formas:
a) estableciendo una colaboración en la que se regule la aportación
pública y la aportación privada, de manera que se haga viable,
b) realizando el sector privado funciones que al realizarIas el Estado
tendría que recaudar medios de éste. Esto es, que el sector priva-
do realice estas funciones, por ejemplo, en el campo ecológico, etc.
2) Aquellas actividades cuyos niveles de riesgo son de tal magnitud que
no atrae al capital, por ejemplo, en los campos de graves mutaciones
estructurales tecnológicas.
3) Cuando se dan estructuras de monopolio. En este caso puede realizarse
la actividad pública en muy diversas formas y grados de intervención
buscando aquel que mejor satisfaga los objetivos económicos y so-
ciales.
4) Cuando se dan situaciones de mercados oligopolistas deberá intervenir
la actividad pública para asegurar e intensificar la competencia. Pue-
de esta actuación realizarse creando una legislación e instituciones de
control; puede realizarse creando empresas públicas; puede realizarse
con intervenciones directas en las empresas. La elección de la vía más
adecuada depende de múltiples factores que no es del caso entrar
aquí.
5) La empresa pública puede ser un interesante instrumento de política
económica, de desarrollo regional, infraestructural, etc., siempre que
su aportación y actuación considere su incidencia en el orden econó-
mico y su eficacia social y económica.
5. CONCLUSIONES
A título de mera recopilación de lo expuesto podemos señalar como los
aspectos más significativos de la división de funciones en una Economía Social
de Mercado los siguientes:
1) Una Economía Social de Mercado acentúa el carácter prioritario de
la actividad privada.
2) Dentro de este orden económico el componente social es parte inte-
grante e inseparable. Son las dos partes de un conjunto. Lo social
149
en cuanto se deriva de lo económico: el poder sancionador de la
Sociedad a través del funcionamiento del mercado valorando las apor-
taciones reales, y lo social como expresión política, el poder de con-
figuración del Estado de la política social.
3) Constituye este orden económico la única alternativa válida que ga-
rantice los principios de libertades, justicia social y eficacia econó-
mica de una Sociedad pluralista.
4) No se trata de un sistema económico sin Estado. El Estado juega un
papel predominante:
- Regulando el instrumento del mercado: la competencia. Con ello
actúa limitando el poder económico.
- Creando y aplicando el sistema de política social.
- Realizando la política coyuntural.
- Realizando las políticas estructurales.
- Actuando allí donde las funciones no pueden resolverse vía mer-
cado o bien creando las condiciones para que éste funcione.·
- Realizando una política de rentas y patrimonial.
5) La actuación de los distintos grupos que actúan en el sistema econó-
mico, incluido el Estado, debe ajustarse al principio de conformidad
al mercado. Cuando ello no sea posible delimitando en el tiempo,
área y coste tal actuación.
6) Debe fortalecerse la búsqueda de actuaciones de mayor colaboración
delimitada entre sector público y privado.
7) La empresa pública es un instrumento para la realización de tales ac-
tividades.
8) En la empresa pública, como la expresión de la actividad pública di-
recta en el sistema económico, deben configurarse dos órganos de
gobierno: uno que recoge el pluralismo de los grupos sociales impli-
cados; otro que recoge la exigencia empresarial.
9) En una Economía Social de Mercado las actuaciones y disposiciones
directivas de la empresa pública no deben diferenciarse de la empre-
sa privada. La empresa pública no debe convertirse en "Administra-
ción", sino que debe ser "empresa".
10) La empresa pública es compatible con una Economía Social de Mer-
cado cuando
- No interfiere en los mercados desvirtuándolos.
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- Sus decisiones sean descentralizadas y no se sometan a una di-
rección central; esto es, cuando no comcentren el poder en un
órgano que le lleve más cerca de una economía centralizada.





y ello diferenciando las peculiaridades de la "empresa pública comu-
nitaria" y la "empresa pública nacional",
12) La actividad de la empresa pública deberá orientarse más, en una po-
lítica real, a la eficiencia empresarial, con el objeto de que realice las
mejores prestaciones reales a la Sociedad, que en utopías o ideologías.
13) El tema de la actividad pública en el sistema económico empieza
ahora a adquirir una nueva dimensión, decisiva en el ordenamiento
económico y en su funcionamiento. Es preciso dedicar mayor esfuer-
zo científico, político, formativo y empresarial para configurar el sis-
tema de sociedad p1uralista que se persigue. Sin el adecuado ordena-
miento económico, basado en la división de funciones entre economía
privada y Estado, no se alcanzará tal objetivo de Sociedad.
14) Uno de los criterios más destacab1es de la actuación privada y pú-
blica en una Economía Social de Mercado es la de una clara separa-
ción e independencia del Estado de las fuerzas económicas. El Estado
debe garantizar, en base a su poder, el establecer una clara separa-
ción entre economía y estado, debe diferenciar entre poder político
y poder económico, de manera que pueda asegurar su función pri-
mordial de garantizar el orden de Sociedad y económico.
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III. PROBLEMATICA DE LOS PLANES ECONOMICOS
CUANTITATIVOS (*)
RESUMEN
1. Los planes de crecimiento cuantitativos se han realizado hasta ahora
tanto por organizaciones internacionales como por países concretos por medio
de programas a plazo medio. Los objetivos económicos globales o las inver-
siones, el consumo, la exportación y la importación se han definido en base
a datos cuantitativos.
2. Los planes económicos estatales de este tipo no son instrumentos apro-
piados para elevar el crecimiento económico y el nivel de ocupación y para evitar
las crisis estructurales. La dirección estatal de las inversiones incrementa el
peligro de inversiones erróneas. A los pronósticos estatales sobre el creci-
miento sectorial, así como a la política estructural basada en los mismos, les
faltan las informaciones necesarias sobre la futura evolución de cientos de
miles de mercados y la capacidad de coordinar entre sí, con los conocimientos
disponibles, las múltiples int'erdependencias entre los mercados. Al contrario
del caso de las decisiones de inversión empresariales, faltan en las decisiones
de inversión colectivas burocráticas reglas sobre la responsabilidad que pue-
dan considerarse como protección eficaz de errores en la canalización de ca-
pital. Las consecuencias sobre el crecimiento y la ocupación de los presupues-
tos públicos no pueden ser cuantificadas; incluso, las consecuencias de los
gastos públicos y de los ingresos no pueden determinarse, frecuentemente, de
forma unÍvoca. La política económica a largo plazo consiste, por lo tanto, en
la planificación de un orden económico estable y libre.
(*) Texto publicado como Working Papers núm. 41 de la Cátedra de Política Econó-
mica de la Empresa de la Universidad de AIcalá de Henares y que corresponde al Dicta-
men del "Grupo Internacional de Economía Social de Mercado", siendo ponente el Pro-
fesor Dr. Ernst Diirr, Catedrático de la Universidad de Nuremberg.
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3. Todo incremento en el nivel de ocupación exige crecimiento económi-
co previo; política de ocupación es, en primer lugar, política de crecimiento.
Las exigencias de un alto crecimiento económico son: libertad de acceso al
mercado, competencia libre, asegurada por la liberalización del comercio ex-
terior, libertad en la configuración de los precios, libertad en la consecución
de beneficios en base a la competencia, estabilidad monetaria, así como, un
sistema crediticio múltiple abierto y un mercado de capitales desarrollado.
4. En un orden de Economía de Mercado y en condiciones de estabilidad
monetaria, las inversiones poseen un efecto elevado sobre el crecimiento y la
ocupación. Mediante ventajas fiscales sobre las inversiones y el fomento del
ahorro, el Estado puede acentuar aún más este efecto.
5. Las ayudas estatales no deben perseguir el objetivo de mantener estruc-
turas superadas; más bien deben facilitar el proceso de adaptación a los com-
portamientos cambiantes del mercado.
6. Las restricciones a la importación no son ningún instrumento apropia-
do para la política de ocupación, ya que si bien mantiene los puestos de tra-
bajo en los sectores protegidos, en otros sectores económicos provocan paro.
7. Los programas de estabilización no debieran contener una determinada
tasa de inflación como objetivo a alcanzar. Esta tasa es entendida, inmediata-
mente, como límite inferior, lo que dificulta la lucha contra la inflación.
8. El único objetivo que tiene sentido cuantificar en un programa de es-
tabilización es el límite máximo de crecimiento del volumen monetario; un
banco emisor independiente del Gobierno está en mejor situación para tratar
de alcanzar este objetivo.
9. En un país de elevada cultura y civilización como es España debiera
ser posible lograr una estabilidad orientada a estos principios.
PROBLEMATICA DE LOS PLANES ECONOMICOS CUANTITATIVOS
1. Tanto la OCDE como la Comunidad Económica Europea y una serie
de países han reflejado en sus programas a plazo medio, objetivos cuantifica-
dos de crecimiento, nivel de ocupación y estabilidad. Mientras la OCDE y la
CEE han cuantificado meramente objetivos económicos globales, algunos paí-
ses como, por ejemplo, Francia hasta mediados de los años 60, Noruega y
Suecia en los años 50 y Gran Bretaña en los 60, han fijado mediante coefi-
cientes o mediante valores absolutos también magnitudes de inversión por
sectores y ramas de consumo de exportación y de importación.
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2. Ni los planes económicos cuantitativos globales ni los sectoriales se
han cumplido. Este fracaso no solamente se debe a la deficiente utilización
de los instrumentos de Política Económica, sino también a que los planes
económicos cuantitativos estatales no son apropiados para elevar el creci-
miento económico y la ocupación y eliminar las crisis estructurales.
- Una tasa de crecimiento determinada del producto nacIonal real no
se alcanzará, aún cuando la Política Económica consiga los objetivos de in-
versión del conjunto económico y se hayan cumplido en cada uno de los sec-
tores y ramas de actividad. Además, solamente podrán, en el mejor de los
casos, aIcanzarse las inversiones deseadas a través de una economía dirigida
centralmente, pero nunca es posible a través de una dirección indirecta de la
economía.
Cuando las decisiones de inversión se adoptan de forma descentralizada
pueden compensarse los errores en la estimación de la espectativa, mientras
que en el caso de una dirección centralizada de las inversiones se traducen com-
pletamente a la realidad los errores del pronóstico incluidos en el plan; pero
además la empresa, como consecuencia de su proximidad a los mercados, se
encuentra en mejor situación que los funcionarios estatales para estimar más
acertadamente el desarrollo futuro. Una dirección estatal de la investigación
no disminuye los peligros de inversiones erróneas y de crisis sectoriales, sino
que, por el contrario, aumenta este peligro de forma considerable.
- Las instancias estatales no están ni en situación de valorar las pers-
pectivas de éxito de las inversiones en centenares de miles de empresas y en
decenas de miles de mercados, ni de soportar el riesgo de decisiones erróneas.
Precisamente la responsabilidad directa de las decisiones erróneas de los em-
presarios privados cuida la actuación precavida del empresario con medios
escasos de capital.
Además la administración estatal no está en condiciones de abarcar las su-
mamente complejas relaciones entre todos los sectores y preocuparse de una
adaptación flexible de las decisiones a las variaciones continuas de los mer-
cados. Las probabilidades de éxito de las innovaciones pueden pronosticarlas
las autoridades tan poco como los éxitos o fracasos de los avances de la
competencia.
Por otra parte, se producen en los procesos competitivos continuamente
nUévosconocimientos· ("la competencia como proceso de descubrimiento"), o
se utiliza el saber que sólo es conocido por algunos hombres, pero no por las
autoridades estatales. Por consiguiente, no puede hablarse de ventajas de los
pronósticos colectivos.
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- Las inversiones sólo aumentan el nivel de ocupación cuando se utilizan
las nuevas capacidades. Pero, sobre el grado de utilización de estas capacida-
des no decide el plan, sino el mercado.
- Es cierto que el Estado tiene que planificar sus propios gastos y, a
ser posible, establecer el presupuesto para varios años con el fin de afianzar
su influencia en la Economía. El Estado debe decidir sus propios gastos, los
proyectos que quiere realizar y cómo los quiere financiar. Por ello, en la Eco-
nomía de Mercado puede decirse que de la actividad estatal surge un efecto
específico sobre la estructura de producción sectorial. Pero, sin embargo, no
es posible cuantificar ni siquiera, por aproximación, las consecuencias sobre
el crecimiento y sobre el nivel de ocupación del Presupuesto e incluso no es
posible señalar la dirección en la que influirán los gastos estatales por lo que
afecta al crecimiento y a la ocupación, ya que las consecuencias no pueden
ser pronosticadas con seguridad. Solamente puede suponerse que en un país
con una infraestructura poco desarrollada y un sistema educativo subdesa-
rrollado, especialmente respecto a la escuela primaria y a la formación pro-
fesional, el incremento de las inversiones en infraestructura y en gastos de
formación fomente el crecimiento económico. Precisamente, estos efectos sobre
el crecimiento son los que menos se pueden reflejar en magnitudes cuantita-
tivas. Por lo tanto, no tiene sentido tratar de introducir la política presupues-
taria, en general, y la política de infraestructura, en particular, en un plan
de crecimiento cuantitativo.
- Con ayuda de la política monetaria y fiscal expansiva sólo se puede,
en general, incrementar la demanda global total; estas medidas ejercen me-
ramente, incrementos inflacionistas en los precios cuando la demanda adicio-
nal no se orienta hacia las nuevas capacidades creadas. Ni el crecimiento eco-
nómico, ni la ocupación, serán influidas positivamente.
- No es ni siquiera posible pronosticar la eficacia del saldo presupuestario
sobre la renta nacional nominal cuantitativamente, ya que las decisiones de
las economías domésticas y de las empresas que inciden sobre la renta son
difícilmente previsibles. En el mejor de los casos, se pueden emitir algunos
enunciados aceptables sobre la dirección de las consecuencias de un saldo presu-
puestario: es probable que un superávit presupuestario frene la demanda global
y que un déficit presupuestario eleve la demanda global. Pero incluso a este pro-
nóstico tan general se le deben asignar limitaciones muy notables: si se incre-
menta el tipo de interés como consecuencia de una financiación del déficit
estatal y retroceden, en consecuencia, las inversiones privadas, es posible que
solamente se incremente la participación del Estado en el producto nacional a
costa de las economías privadas, con lo que la elevación de la demanda global
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desaparece. Además, es totalmente incierto el grado en que la demanda glo-
bal incrementa la producción y el nivel de ocupación. Cuanto más absor-
bida se vea la elevación de la demanda global por una elevación de los tipos
salariales, tanto menor es el crecimiento en base a la elevación de la demanda
de la ocupación y tanto más se incrementa la tasa de inflación.
- No existe ningún pronóstico seguro según el cual el Estado pueda es-
tablecer, por un lado, una lista de las industrias en crecimiento, sectores con
especiales oportunidades de exportación en el futuro y, por otro lado, un
catálogo de los sectores económicos que desaparecerán en el futuro. Una po-
lítica estructural previsora por parte del Estado mediante programas de fomento
concretos para sectores singulares no puede basarse en enunciados científicos
comprobados. Las posibilidades de crecimiento y de ocupación sólo pueden ser
determinadas por el esfuerzo de cada una de las empresas para reducir costes,
adaptarse e innovar.
Es función de la Política Económica crear el marco que garantice las posi-
bilidades de desarrollo de las empresas, así como conceder atractivos y medios
de presión que faciliten la reducción de costes y los procesos de adaptación e
innovación.
Por consiguiente, el Estado no puede elevar el crecimiento económico y el
nivel de ocupación mediante planes económicos cuantitativos, sino solamente
mediante la creación de un orden de economía de mercado que constituya la
condición previa para tasas elevadas de crecimiento económico y una ocupación
creciente. La Política Económica correcta a largo plazo no consiste en la fijación
de planes cuantitativos a largo plazo del proceso económico, sino en la planifica-
ción de un orden económico libre estable.
3. Sin crecimiento económico no puede elevarse constantemente el nivel de
ocupación. Por tanto, la política de ocupación es, en primer lugar, política de
crecimiento. Un elevado crecimiento económico exige:
- Libertad de acceso a los mercados: Sólo de esta manera puede agotarse
totalmente el potencial empresarial de una economía. No son los funcionarios,
sino solamente el mercado, el que puede determinar los resultados de los pla-
nes empresariales. Por ello, no puede estar vinculado a ninguna autorización
estatal ni la creación de las nuevas empresas ni la ampliación de las empresas
existentes, y no debe restringirse esta actividad mediante una dirección estatal
de las inversiones y un registro de las mismas.
- Competencia: La libre competencia facilita el desarrollo de la iniciativa
empresarial y obliga, al mismo tiempo, a la reducción de costes, a la adaptación
y a la innovación. Por lo tanto el Estado debe prohibir cárteles y otras formas
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de acuerdos entre empresas y declararlos en suspenso. El Estado no debe in-
tentar mediante "acciones concertadas" coordinar los planes de inversión de las
empresas de un sector, ya que tales acciones concertadas tienen el carácter de
cárteles de inversión. Además, el Estado debe evitar que las empresas dominan-
tes en el mercado eliminen la entrada de nuevos competidores, ya que las empre-
sas que dominan el mercado:
- pueden disminuir sus precios transitoriamente por debajo de sus costes,
- pueden influir sobre sus suministradores para que no suministren a sus
nuevos competidores materias primas, productos semifabricados o bienes
de inversión,
- pueden impedir mediante amenazas el "boicot" a los clientes que com-
pren a los nuevos competidores,
- por la compra de partes fundamentales de sectores previos o posteriores
al nuevo proveedor pueden cortarle las fuentes de aprovisionamiento y
de demanda más importantes.
Cuanto más libre sea el comercio exterior tanto menor será el poder de las
empresas dominantes en el mercado y tanto más difícil será para éstas poder
excluir a los nuevos competidores mediante prácticas monopolistas del mercado.
Por lo tanto, la liberación del comercio exterior constituye una pieza clave para
mantener la competencia.
- Precios libres: Sólo los precios libres pueden señalar acertadamente el
grado de escasez de los bienes y de los servicios, los precios libres dirigen la
producción y las inversiones mejor que todos los planes estatales. Por lo que el
Estado debe abstenerse de todas aquellas intervenciones en los precios del mer-
cado, sea en la forma de fijación de precios máximos, de precios mínimos o de
precios fijos o en forma de controles de precios. Los objetivos de política social
se pueden alcanzar a costes más bajos mediante ayudas financieras a las clases
débiles, que por medio de fijación de precios para productos vitales necesarios
(por ejemplo, pan, vivienda, petróleo). Las ayudas financieras directas evitan
tanto las subvenciones superfluas no necesarias como también las incidencias
negativas sobre la producción y sobre el abastecimiento como consecuencias de
la fijación estatal de precios máximos.
- Aquellos beneficios que sean el resultado de la actividad empresarial y
no el resultado de las limitaciones de la competencia tienen que ser reconocidos
por el Estado y por la Sociedad en relación al riesgo empresarial que se corre:
por consiguiente, los beneficios, especialmente cuando no se distribuyan, sino
que se vuelven a invertir, no deben ser reducidos mediante impuestos de manera
que pierdan su atractivo.
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- Debe establecerse un sistema crediticio múltiple y un mercado de capi-
tales desarrollado que permita la creación de nuevos bancos nacionales y ex-
tranjeros, así como la libertad de importación de capital lo que garantiza el
mejor aprovisionamiento posible de capital a las empresas nuevas y a las ya
existentes.
- Estabilidad monetaria: Sólo con estabilidad monetaria es posible un cálcu-
lo correcto de inversiones y de producción. La inflación incide y distorsiona la
competencia y conduce en general, a inversiones erróneas, esrecialmente a in-
versiones que no están orientadas a necesidades, sino a asgurar el patrimonio
contra la devaluación monetaria (mediante la fuga en "cemento" o la fuga de
capital al extranjero).
4. Cuando se consigue garantizar la utilización económica de los factores
de producción a través de un orden de economía de mercado y de una estabili-
dad monetaria y se favorecen las iniciativas empresariales, las inversiones tie-
nen un efecto considerable sobre el nivel de ocupación y el crecimiento. El Es-
tado puede entonces fomentar sólo el crecimiento y la ocupación a través de una
política fiscal que favorezca las inversiones necesarias y el ahorro. A estos efec-
tos se ofrecen ventajas de amortización para las inversiones, ventajas fiscales
sobre aquella parte del beneficio que se vuelve a invertir o que se coloca en el
mercado de capitales y ventajas estatales para las cuentas de ahorro y valores
mobiliarios mediante privilegios tributarios o premios de ahorro. El fomento
estatal de las inversiones no debe estar vinculado a las inversiones en de-
terminados sectores, ya que el Estado no puede enjuiciar la bondad de un
determinado sector. Por el contrario, la preferencia estatal de inversiones
en determinadas regiones subdesarrolladas, pero sin vinculación alguna a sec-
tores, es compatible con la Economía de Mercado, ya que se logra utilizar
las fuerzas de trabajo no utilizadas hasta entonces y el potencial de desarrollo
de la región.
5. El hecho de que las modificaciones de la estructura de producción se
realicen en base al progreso técnico, o como consecuencia de la modificación de
la división internacional en el trabajo y no sean planificables, no significa que
el Estado no pueda facilitadas. El Estado puede conceder ayudas de adaptación
a las empresas y a los sectores que se encuentran afectados por una crisis es-
tructural. Sin embargo, es necesario que estas ayudas se limiten temporalmente
y sean degresivas. De esta manera, se ven obligadas las empresas en el sector co-
rrespondiente a utilizar las subvenciones estatales para la financiación de las
medidas de adaptación y no para el mantenimiento de las estructuras de pro-
ducción existentes. Cuando las empresas no están en condiciones de reducir sus
costes de fabricación de transformar sus programas de producción y de realizar
innovaciones, de manera que se ven conducidas necesariamente a la quiebra,
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el Estado no debe intervenir para proteger al propietario del capital mediante in-
tervenciones de mantenimiento y protección, sino que debe actuar meramente
suavizando las durezas sociales de los trabajadores afectados mediante cursos
de formación y movilidad regional, garantizando incluso ayudas a las empresas
que estén dispuestas a admitir a los trabajadores que han sido despedidos de
los sectores en crisis. La oportunidad de obtener beneficios ilimitados por la
empresa y el propietario del capital debe estar correlacionada con el riesgo de
una pérdida ilimitada.
6. Cuando se intenten mantener los puestos de trabajo mediante restric-
ciones de importación, se elevarán los precios de los productos del sector eco-
nómico de que se trata. Si se trata de un bien de consumo se encarecerá el coste
de la vida. Si se trata de un producto semifabricado o de un bien de inversión
se elevarán los costes de aquellos sectores económicos que tienen que utilizar
este producto o este bien de inversión; con ello, se disminuirá la capacidad
competitiva internacional y, correspondientemente, se disminuirá la produc-
ción y el nivel de ocupación. El mantenimiento de los puestos de trabajo en
los sectores protegidos se enfrenta a la pérdida de puestos de trabajo en aque-
llos otros sectores que utilizan el producto que se ha encarecido por el pro-
teccionismo. Cuando se limita también la competencia exterior se llega a un
fuerte estrangulamiento de las importaciones que conduce a que la moneda se
ténga que revaluar y, con ello, se disminuyen las oportunidades de exporta-
ción, o que en el extranjero tomen medidas que, de la misma manera, traten
de reducir la exportación del país que ha adoptado las medidas proteccionis-
tas. Además, se reducen, como consecuencia del proteccionismo creciente, el
crecimiento económico, el nivel de vida y el de ocupación. Crecimiento y ocu-
pación no pueden asegurarse, por consiguiente, mediante proteccionismo e
intervencionismo, sino solamente mediante la competencia en los mercados na-
cionales e internacionales.
7. La fijación de determinadas tasas de inflación en los programas de
estabilización es también muy problemática, ya que las empresas, los sindi-
catos y las economías domésticas consideran las tasas de inflación señaladas
como un tipo límite inferior y, al mismo tiempo, calculan que la inflación
real será superior. Por tanto, las exigencias salariales de los sindicatos se com-
ponen de los incrementos de productividad esperados y, por lo menos, de las
tasas de inflación señaladas en los programas de estabilización. Cuando las tasas
de inflación alcanzadas son superiores a las tasas de inflación previstas, la pobla-
ción no cree ya, en el futuro, en los programas de estabilización y, de en-
trada considera que las tasas de inflación serán superiores a las que se men-
cionan en los planes de estabilización y, consecuentemente, configurarán sus
propios planes y exigencias. Con el fin de contrarrestar este peligro, se formu-
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la la disminución de la tasa de inflación en los programas de estabilización a
modo de previsión a pequeños pasos como objetivo. De esta manera, sin embar-
go, el proceso de estabilización se alarga notablemente de forma que en los pe-
ríodos de transitoriedad largos surgen siempre inversiones erróneas provocadas
por la inflación, se producen nuevas distorsiones y resulta de todo ello un estan-
camiento generalizado que dificulta la lucha contra la inflación y la hace im-
posible o la demora durante más tiempo y prolonga la incertidumbre y el
estancamiento.
8. La recuperación de la estabilidad, después de períodos de fuertes y con-
tinuas inflaciones, conduce a crisis de estabilización que, la mayoría de las
veces, puede ser suavizada o acortada cuanto más enérgica sea la lucha contra
la inflación al reducir el crecimiento del volumen monetario y al limitar drás-
ticamente los gastos estatales y cuanto más consecuente sea, al mismo tiem-
po, la implantación de un orden de economía de mercado. La fijación y pu-
blicación de los límites máximos de la tasa de crecimiento del volumen mone-
tario, que tiene que situarse por debajo de las tasas existentes, constituye el
único objetivo cuantificable que debe incluirse en el programa de estabiliza-
ción y que tiene sentido. Cuanto más independiente sea el Banco Emisor del
Gobierno, tanto mayor es la confianza de la población en la capacidad del
Banco Emisor de mantener una política de estabilización. Con lo que dismi-
nuirán las expectativas de inflación y, con ello, también las exigencias sala-
riales. El impulso de crecimiento que parte de la estabilización y de la apli-
cación de un orden de economía de mercado debilitará consecuentemente la
crisis de estabilización y la reducirá.
9. La experiencia demuestra que la eliminación rápida de fuertes infla-
ciones lleva a elevadas tasas de crecimiento del producto nacional bruto y
del nivel de ocupación. Después de las drásticas luchas contra la inflación en
Alemania en 1923 y 1948 siguió un período de prosperidad económica. Incluso
países en vías de desarrollo, tales como Indonesia en 1966 han conseguido dis-
minuir en pocos años mediante una política monetaria restrictiva energética
y fuertes ahorros en el presupuesto, las tasas de inflación introduciendo, al
mismo tiempo, un orden de economía de mercado, lo que ha elevado notable-
mente las tasas reales de crecimiento económico.
Tanto más fácil debiera ser a un país como España evitar la inflación ade-
más del paro y el estancamiento mediante una política consecuente de estabi-
lidad y de economía de mercado, cuando ya España, en 1959, mediante una
política de estabilización logró una liberación económica que frenó la inflación
y elevó el crecimiento económico real hasta mediados de los años 60 en que
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IV. LA ECONOMIA SOCIAL DE MERCADO COMO
APORTACION A UN NUEVO ORDEN ECONOMICO
MUNDIAL (*)
Quisiera comenzar afirmando que la Economía Social de Mercado es, en
primer lugar, una economía de mercado, es decir, en ella el mercado combina
la oferta y la demanda y el Estado se abstiene de intervenir en el mercado,
no fija precios máximos ni mínimos, pero crea un orden de competencia para
que la libertad empresarial, que ofrece el mercado, no sea eliminada por cár-
teles.
Aplicar la economía de mercado a nivel internacional, significa que el mer-
cado debe coordinar la oferta y demanda también a este nivel. Entre los paí-
ses desarrollados, se reconoce esta cualidad del mercado internacional. La ex-
periencia nos demuestra que también en los países subdesarrollados, con sis-
temas económicos de mercado, los oferente s reaccionan en la forma apropiada
frente a las señales del mercado y de los precios. Cuando no es este el caso,
generalmente se debe a intervenciones estatales en los precios y tipos de cam-
bio, o a un dirigismo estatal en la producción e inversión. Así, Lovasay, llama
1a atención en los "Staff Papers" del Fondo Monetario Internacional sobre
el caso de Indonesia, donde la fijación de precios del azúcar refinada en un
período de inflación tuvo como consecuencia que los productores reacciona-
ran en forma racional desde el punto de vista del mercado y desviaron la
producción a azúcar no refinada, cuyo precio no estaba fijado, pero que no
contaba con demanda en el mercado internacional. Por ello las exportaciones
de azúcar de Indonesia bajaron fuertemente.
Cárteles internacionales de materias primas o acuerdos internacionales res-
pecto a obligaciones de compra y venta de ciertas cantidades de estas mate-
(*) Texto publicado como Workinlt Papers núm. 23 de la Cátedra de Política Econó-
mica de la Empresa de la Universidad de Alcalá de Henares. Autor: Prof. Dr. Ernst
DUrr, Universidad de Nuremberg.
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rias, eliminan el mecanismo del mercado internacional, además de que países
con un sistema económico de mercado no podrían cumplir con estos acuerdos,
ya que el Estado no puede obligar a los consumidores de estas materias primas
a comprar ciertas cantidades en algunos países. En todo caso, es posible que
existan mercados donde los precios libres puedan dar señales que confundan a
los productores. Sobre todo se da este caso cuando los procesos de produc-
ción son muy largos y el productor se orienta según los precios que imperan
al comenzar el proceso de producción, a pesar de que el precio puede ser
muy alto, debido a una escasez momentánea y casual, así como desacostum-
bradamente bajo debido a una sobreoferta también momentánea. Así, se desa-
rrollan ciclos de precios y canidades similares al caso de la carne de cerdo.
Para evitar variaciones de precios confusas y sin sentido pueden crearse or-
ganismos internacionales o nacionales, que por compras y ventas y por las
variaciones en los stocks vinculadas a estas compras y ventas, adapten los
precios a la tendencia a largo plazo. Pero en ningún caso deben garantizar
estas medidas precios altos a largo plazo, como en el caso del mercado agríco-
la en el Mercado Común Europeo, ya que esto no sólo trae consigo costes fi-
nancieros altos, sino que también induce a desaprovechar factores de pro-
ducción.
Evitar variaciones sin sentido en los precios parece simple si se hace a
través de compras y de ventas por parte del Estado, pero en la práctica es
extremadamente difícil. Si el precio debe ser intervenido por el Estado, a
través de compras y de ventas, según la tendencia del precio a largo plazo,
hay que conocer esta tendencia. Hacer un cálculo estadístico de la tendencia
en el pasado es fácil, pero una extrapolación hacia el futuro, es algo demasiado
inseguro. Compras y ventas estatales sólo pueden estabilizar variaciones de
precios muy fuertes, pero no deben mantener los precios por un tiempo pro-
longado. Otro problema más es que aquellos productos cuyos precios deben ser
estabilizados, deben también ser no perecibles o, por lo menos, debe ser po-
sible su almacenamiento. Además, en cualquier manipulación de precios, es
fuerte la tentación de no sólo eliminar variaciones de precios disfuncionales,
sino también de mantener los precios por encima del punto de equilibrio de
la oferta y de la demanda, para hacer llegar a los productores un ingreso
mayor que el que les concedería el mercado. Dado esto, las montañas de ma-
terias primas crecerían de la misma manera que las montañas de mantequilla
de la Comunidad Europea. En todo caso, existe una diferencia fundamental
entre una política agraria como la que lleva a cabo el Mercado Común Euro-
peo y una política estatal de mantenimiento de "stocks" de materias primas
provenientes de países subdesarrollados. Los superávits que aparecen en el
Mercado Común Europeo pueden ser vendidos, con ayuda de subvenciones,
en el mercado internacional. Esta posibilidad falta en una organización que
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abarque a todo el mundo. La tentación de mantener los precios por encima
del precio de mercado a largo plazo puede eliminarse, en parte, si el admi-
nistrador de los fondos destinados a la compra de materias primas tiene a su
disposición una cantidad limitada de dinero, de manera que en el caso de que
intente comprar constantemente estos bienes, pronto ya no tendría medios para
seguir haciéndolo.
Pero hoy no sólo tenemos limitaciones del mecanismo de precios por parte
de los cárteles internacionales de materias primas exigidos por los países en
desarrollo y practicados en parte por los países productores de petróleo, sino
que también por los países desarrollados que limitan la competencia en el co-
mercio internacional. Si observamos la ley alemana contra las limitaciones de
la competencia, podemos comprobar que con la sola inscripción en un registro,
los cárteles de exportación pueden comenzar a funcionar y que según una
sentencia de la corte suprema en 1973 ni siquiera es necesaria ya esta ins-
cripción. Existen seguramente muchas razones para que un país tenga la ne-
cesidad de fundar un cártel de exportaciones, ya sea porque otros países tie-
nen cárteles de importación o han monopolizado las importaciones, e incluso
tal vez exista un monopolio estatal de importaciones, de manera que el impor-
tador puede abusar y explotar al exportador no organizado. Pero si este no
es el caso, estos cárteles tienen obviamente un efecto restrictivo sobre la com-
petencia. De gran importancia son estos cárteles en las exportaciones hacia
los países subdesarrollados. Con la ayuda económica vinculada a las exporta-
ciones, se elimina cualquier competencia cuando en el país que concede esta
ayuda, los exportadores están organizados en cárteles. Igualmente podemos
constatar que según la ley alemana contra las limitaciones de la competencia
son también posibles los cárteles de importación. En todo caso, éstos deben
ser autorizados por la comisión antimonopolios alemana. La importancia de los
cárteles de exportación la vemos en el hecho de que en 1973 una cuarta parte
de los cárteles autorizados en Alemania eran cárteles de exportaci6n.
Entonces, es absolutamente imprescindible, para poder llevar la Economía
Social de Mercado a un nivel mundial, crear un orden de competencia inter-
nacional que integre a todo el mundo. Algunos pequeños inicios los encontra-
mos en el GATT a través de la prohibición del "dumping". Pero esto corres-
ponde en el derecho alemán a las leyes contra la competencia desleal. Lo que
falta, es una prohibición de cárteles no sólo a nivel del Mercado Común Euro-
peo, eso ya existe afortunadamente, sino a nivel mundial, incluyendo a los
países subdesarrollados.
Aún cuando tengamos un orden de competencia internacional, aparece otro
problema que no existe a nivel nacional, me refiero al problema de los tipos
de cambio correctos. En Alemania naturalmente no existen tipos de cambio
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entre los estados federales de Baviera y Renania, de manera que el mercado
se preocupa de coordinar la oferta y la demanda de forma que las necesidades
existentes sean satisfechas. Pero si en el mercado internacional contamos con
tipos de cambio erróneos, los precios libres no llevan, aunque no haya in-
fluencias del Estado ni de cárteles, a la "allocation" óptima, es decir, a la
asignación óptima de los factores de producción, y al curso óptimo de las j
corrientes de capital y a los flujos comerciales. Existen todavía fuertes infrac-
ciones al principio de los tipos de cambio correctos. Podemos constatar que
en la mayoría de los países subdesarrollados la moneda esta sobrevaluada.
Temen a la devaluación de la moneda, porque la mayoría de las veces la de-
valuación es relacionada con una pérdida del prestigio internacional del país.
Antes de la introducción de los tipos de cambio flexibles en el año 1973,
teníamos también entre los países industrializados tipos de cambio erróneos;
las monedas estaban super o infravaloradas como, por ejemplo, la infravalo-
ración del marco alemán hasta 1973. Esto llevó a distorsiones en la producción
en todo el mundo. Seguramente la mejor solución sería, como en la moneda-
oro, un sistema de tipos de cambio fijos junto a una política económica que
lleve junto a estos tipos de cambio fijos a un equilibrio en la balanza de pagos.
Entonces los tipos de cambio serían los correctos no por ajustes o flexibilidad,
sino porque los países mantendrían una política económica conforme a estos
tipos de cambios y conformes a una balanza de pagos equilibrada. Ya no te-
nemos la moneda oro y, tal vez ni siquiera fuera deseable volver a ella. Tam-
bién se podrían cambiar las reglas del juego de la moneda-oro por un código
internacional de buena conducta como ya alguna vez fue propuesto por Miiller-
Armack para la OCDE. Pero ni siquiera se consideró esta proposición, de ma-
nera que debemos pasar a la segunda mejor solución, es decir, a un sistema
de tipos de cambio flexibles. Este sistema tiene la ventaja adicional de que los
países, también los que estén en fase de desarrollo, que adopten este sistema,
se verán libres de sus problemas de balanza de pagos y podrán eliminar las
trabas a las importaciones y de tal manera coordinar la oferta y demanda a
nivel mundial; mientras que esta coordinación, como ya he dicho, desaparece
con acuerdos bilaterales y controles de divisas de comercio y de pagos.
Una vez que ya tengamos una economía de mercado a nivel mundial, en
la que la competencia esté asegurada, y en la que los tipos de cambio sean
correctos, ya sea porque la política económica sea conforme a la balanza de
pagos, o porque los tipos de cambio sean libres, entonces las ventajas compa-
rativas respecto a los costes se harán notar más fuertemente que hasta ahora.
Las ventajas de ciertos lugares para la producción de ciertos productos se
desplazarán, ya que hasta ahora otros lugares eran más rentables debido sólo
a los tipos de cambio irreales existentes. Muchos sectores de la economía en
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Alemania eran capaces de competir en el mercado internacional hasta 1973
debido a los tipos de cambio irreal es que imperaban hasta ese momento. Aún
hoy en día existen muchas limitaciones para las importaciones desde países
subdesarrollados como, por ejemplo, los acuerdos autolimitantes, a los que se
llega para alejar los productos de los países llamados baratos del mercado
europeo, es decir, para evitar lo que se llama un "dumping" social, aunque
esto en ningún caso es un "dumping", porque ¿qué otra cosa pueden hacer
estos países que exportar productos en los que poseen ventajas comparativas?
Si no lo hicieron, no podrían ingresar las divisas que necesitan para comprar
aquellos bienes que para ellos son necesarios y que nosotros producimos. Si
se eliminan estos factores inhibidores del comercio internacional, es seguro
que habrá grandes cambios estructurales en los países industrializados y sub-
desarrollados. También en la República Federal de Alemania algunas ramas de la
industria se verán afectadas, ramas que hoy sólo subsisten gracias a medidas
proteccionistas artificiales y, al decir esto, pienso especialmente en la industria
textil alemana. También España debe cambiar su estructura, cuando llegue a
un comercio exterior libre o ingreso en el Mercado Común.
Si debido a la introducción de una economía de mercado en el mundo
cambian las ventajas respecto al lugar de producción y desaparece la protec-
ción de un lugar, es congruente con una economía de mercado y parte del
programa de la Economía Social de Mercado, una intervención estatal, pero
no en una forma destinada a mantener estas ventajas de un lugar respecto a
otro en forma artificial, ya que es precisamente esto lo que se quiere eliminar,
sino una intervención de adaptación, es decir, una intervención que ayude a
superar los cambios sin mayores conflictos. Con estas medidas, se pueden ace-
lerar los cambios en la estructura económica y se pueden aliviar los problemas
sociales producidos por estos cambios. Algunos exigen además, que en un
cambio de estructuras de este tipo se planifique anticipadamente la futura
estructura económica para fomentar aquellas ramas de la economía en la que
se tengan mayores ventajas comparativas.
Aquí, creo yo, llegamos al límite de lo que puede ofrecer la ciencia eco-
nómica, por lo menos en lo que se refiere a los conocimientos con los que
podemos contar hoy. Desgraciadamente no es posible decir concretamente qué
sectores de la economía estarán en condiciones de competir en el mercado in-
ternacional en el año 1985, por ejemplo. Esto depende principalmente del
avance tecnológico y organizativo con que contemos en el futuro, pero el
avance tecnológico no podemos predecirlo. Porque si supiéramos que se va a
inventar en el año 1985, no tendríamos que esperar tanto para inventar estas
cosas, sino que lo haríamos ahora mismo. Sólo podemos decir de forma global
y con esto el político responsable de la economía o el empresario pueden hacer
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muy poco, que seguramente los productos cuya producción requieran procesos
de producción de un nivel tecnológico alto o procesos complicados tendrán
ventajas de costes si son producidos en países industrializados y aquellos pro-
ductos que pueden ser fabricados por procesos simples tendrán más ventajas
en los países subdesarrollados, sobre todo si éstos intentan diversificar su pro-
ducción para evitar su dependencia de las exportaciones de materias primas.
Yo creo que la tarea del empresario dinámico es encontrar estas posibilida-
des y oportunidades que ofrece el futuro, al igual que los empresarios alema-
nes, que han sabido aprovechar estas ventajas que ofrece el mercado. Esta
tarea empresarial no puede ser hecha por ningún científico o funcionario. De-
beríamos alejamos del dirigismo estatal en las inversiones para lograr la es-
tructura económica correcta y confiar en el instinto de los empresarios, aun-
que no encaje en ninguna teoría.
Si tenemos tipos de cambio reales, si en los factores de producción impe-
ran precios de escasez, es decir, el Estado no interviene fijando ni precios mí-
nimos ni máximos y si se permiten los beneficios producidos por un mayor
rendimiento, entonces podemos confiar el manejo y la asignación del capital
al mercado, ya que el mercado lleva el capital a su máximo rendimiento, eso
sí, con algunas excepciones.
Una de estas excepciones se refiere a las inversiones de portafolio o car-
tera- en países subdesarrollados, ya que estos países en su mayoría cuentan con
mercados de capitales muy poco desarrollados. Un interés del 10 por 100 en
Paquistán es seguramente mucho menos atractivo que un interés del 10 por
100 en la República Federal de Alemania, de manera que por diferencias en los
tipos de interés apenas se puede canalizar capital hacia los países subdesa-
rrollados.
Además, debemos considerar que la fuga de capitales es un factor que dis-
torsiona la asignación de capital por diferencias en los tipos de interés o en
la rentabilidad. La fuga de capitales aparece cuando un país tiene mayor tasa
de inflación que otros y que debido a eso se espera una pronta devaluación
de la moneda, aunque en ciertas circunstancias la rentabilidad y productividad
del capital en el país del cual se fuga sea mayor que en el país hacia el cual
se va. Podemos comprobar, por ejemplo, que hay grandes corrientes de ca-
pital hacia Suiza, aunque los tipos de interés de Suiza son muy bajos; pero
el franco suizo es considerado entre las monedas más estables del mundo
y además la propiedad y las posibilidades de transferencias del dinero están
garantizados en Suiza.
Junto a las inversiones de portafolio, debemos considerar como corrientes
internacionales de capital las inversiones directas, donde una empresa crea
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una subsidiaria o compra una empresa en otro país. Los Estados Unidos lle-
varon a cabo grandes inversiones de este tipo en la Comunidad Europea, en
parte por el potencial de crecimiento del Mercado Común Europeo, y también
en parte para evitar cargas aduaneras. Con respecto a los países subdesarro-
llados, existen algunos problemas con las inversiones directas. Se destacan es-
pecialmente cuatro:
En primer lugar, se dice, por un lado, que una empresa cuya casa matriz
está en un país industrializado y que invierte en un país subdesarrollado man-
tiene en el país en el que invierte procesos de producción intensivos en capi-
tal, apropiados para un país industrializado debido a la escasez relativa de
trabajo con respecto al capital, aunque la escasez reltiva de estos factores de
producción sea muy diferente en el país subdesarrollado. Así, se les reprocha
a las empresas multinacionales el haber instalado procesos de producción in-
tensivos en capital en los países subdesarrollados, de manera que estas inver-
siones apenas si tuvieron influencia positiva en la tasa de empleo de estos
países. Aquí hay que considerar que muchas veces es esta la consecuencia
de la política mantenida por países subdesarrollados, lo que lleva a que estos
procesos de producción no sólo sean los mejores en los países industrializados,
sino también en los países subdesarrollados, gracias a la mala política econó-
mica que, en este caso se practica. Si se lleva a cabo una política social a
base de salarios mínimos, el factor trabajo se encarece en estos países. Si paí-
ses en desarrollo tienen leyes para la protección de los trabajadores exagera-
das, con protecciones excesivas respecto al despido como, por ejemplo, en la
India, entonces los procesos de producción intensivos en capital son conside-
rablemente más flexibles que procesos intensivos en mano de obra. Cuando
un país subdesarrollado tiene una moneda supervalorada, significa que las im-
portaciones se abaratan de forma artificial y,. con ello, también las importa-
ciones de bienes de inversión, que tienen generalmente un trato preferencIal
en la concesión de licencias de importación. En este caso es, desde el punto
de vista empresarial, racional el uso de procesos intensivos en capital. La po-
lítica social no debería basarse en sueldos mínimos, sino que subvenciones u
otras medidas indirectas pero conformes al mercado.
Por otro lado, se critica el hecho de que las ganancias hechas por una sub-
sidiaria de una empresa multinacional con base en un país industrializado en
un país subdesarrollado, se transfieren al país donde la empresa tiene su casa
matriz, sin considerar que la propensión a transferir beneficios hacia el país
de origen, depende en gran parte de la política económica que mantiene el
país donde está ubicada esta subsidiaria. Si, por ejemplo, en el país subdesa-
rrollado se lleva adelante una política inflacionista que mantenga un control
de divisas y una prohibición de transferencias, el empresario se dice, y con
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razón: Antes de que se cierre la trampa, me llevo mis beneficios, o más vale
pájaro en mano que ciento volando. Esta política del país anfitrión hace que
todos traten de transferir sus beneficios al país de origen. Existen investiga-
ciones del Fondo Monetario Internacional, hechas a base de los más diversos
países y períodos de tiempo, que muestran que las transferencias de beneficios
hacia los Estados Unidos, país al cual se refería el estudio, son más fuertes,
cuanto más alta sea la tasa de inflación del país en el cual fueron hechas
estas inversiones, mientras que en los países con monedas estables estas trans-
ferencias tenían sólo una importancia de segundo orden. El peligro de nacio-
nalizaciones también jugaba un papel importante respecto a estas transfe-
rencias.
El tercer "pero" en contra de las inversiones directas en los países sub-
desarrollados se refiere al abuso de poder en el mercado que poseen estas em-
presas multinacionales. Controlar esto está dentro de las competencias del
Estado, es decir, el país subdesarrollado debe tratar al menos de aminorar el
poder de estas empresas a través de leyes que aseguren la competencia, aunque
sólo con leyes esto es muy difícil de lograr. Mucho más efectivo, para evitar
abusos en el mercado, serían políticas de importaciones liberales, al igual que
respecto a la fundación de otras subsidiarias de otras empresas extranjeras.
Si nos preguntamos cuál es la situación en los países donde estas empresas
multinacionales abusan del mercado, veremos que la respuesta siempre será
la misma, esto es, que precisamente en estos países las empresas multinacio-
nales no tienen ninguna competencia. Las importaciones de productos similares
a los producidos por la subsidiaria se evitan mediante controles de divisas,
así mismo, la aparición de otras empresas multinacionales también es impe-
dido, ya que se permite la entrada de sólo algunas empresas internacionales a
estos países y luego se argumenta que las necesidades en este país ya están sa-
tisfechas y, por eso, ya no se permite la entrada de otras empresas al país.
Estas medidas aseguran el mercado interno del país a las empresas ya ins-
taladas. Vemos entonces que el abuso de poder en el mercado por parte de
una empresa multinacional en un país determinado guarda estrecha relación
con la fuerza de la política proteccionista que lleva adelante el país en cues-
tión.
Un último argumento que se puede presentar en contra de las inversiones
directas en un país subdesarrollado es aquel que dice que las empresas multi-
nacionales intervienen en la política interna del país anfitrión. Generalmente,
se presentan casos de Iberoamérica para dar mayor peso a este argumento.
Pero a mí me da la impresión de que siempre se muestran los mismos ejem-
plos, de manera que si no se controla uno puede llegar a pensar que ésta es
la manera de actuar de la mayoría de las empresas multinacionales. Sin em-
bargo, algunas de estas críticas tienen razón de ser. Respecto a este punto se
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podría pensar en un código de comportamiento de las empresas multinacionales,
sobre todo si se trata de empresas que actúan en países subdesarrollados. Un
código de este tipo debería en todo caso estar vinculado, por otro lado, con
un tratado de protección de las inversiones contra la socialización. Tratados o
acuerdos sobre la protección de las inversiones garantizan la propiedad a em-
presas extranjeras y, con esto, se las proteje de la socialización. Si las empresas
violan este código de buen comportamiento, automáticamente quedan sin efecto
los acuerdos de protección de las inversiones, de manera que una intervención
por parte del país arfitrión sea posible, sin que otro país pueda tomar medidas
en su contra.
Hasta aquí en realidad sólo hemos hablado de la economía de mercado, que
sin duda es la base de la Economía Social de Mercado. Ahora debemos ver
cómo podemos trasladar el componente social de la Economía Social de Mercado
a un sistema económico a nivel mundial. Parte de la esencia de la Economía
Social de Mercado consiste en no llevar a cabo intervenciones que no sean
conformes con el mercado, no intentar proteger a los sectores de la población
socialmente más débiles a través de fijaciones de precios y medidas simi-
lares, sino mejorar las condiciones de vida y proteger a estos sectores a
través de subvenciones. El mejor ejemplo de esto en la República Federal de Ale-
mania es haber sustituido el límite de precios de las viviendas por subvenciones
directas a los inquilinos. La congelación de la renta es una medida no conforme
con el mercado, no así las subvenciones de rentas libres.
En el plano internacional, los socialmente más débiles son los países sub-
desarrollados. Las subvenciones a estos países consisten en tipos de interés
rebajados, regalos y asistencia t~cnica gratis. La ayuda para el desarrollo de
estos países formaría necesariamente parte de una Economía Social de Mer-
cado a nivel mundial. En todo caso, es cuestionable si toda la ayuda para el
desarrollo concedida a los países más pobres ha contribuido al crecimiento
de estos países o siquiera ha hecho un aporte para mejorar los ingresos de
los sectores de la población más pobres. Me muestro muy escéptico respecto
a la aportación al crecimiento de la ayuda económica para el desarrollo de paí-
ses subdesarrollados, después de haber leído un estudio hecho por mi alumno
GOrgens. Sus investigaciones muestran que si tomamos a los países subdesa-
rrollados en forma global, es decir, si no los diferenciamos por su sistema
económico interno, no se puede encontrar ninguna relación estadística entre
la proporción de ayuda económica en el producto nacional bruto y la tasa de
crecimiento real de éste en el país. Este resultado no sorprende, ya que esta
ayuda económica del exterior reduce la propensión y el esfuerzo a ahorrar del
país que recibe la ayuda: La ayuda económica puede, además, llevar a una
dilapidación de capital. Incluso el asignar esta ayuda a proyectos determinados,
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no evita este problema de dilapidación del capital debido a la fungibilidad de
los fondos, es decir, los países en desarrollo que no son muy pobres y que
cuentan con recursos propios para invertir, pueden substituir los proyectos de
inversión, ofreciendo los proyectos que de todos modos llevarían a cabo a los
países que conceden la ayuda, para que estos los financien, mientras que con
los fondos propios que se liberan de esta manera, llevan a cabo proyectos que
tal vez aumenten el prestigio del país en el exterior, pero que en ningún caso
son productivos o rentables desde el punto de vista social. Si se examina más
de cerca la estadística de GOrgens, se puede observar que existe una diferencia
según si el país en desarrollo examinado tiene un sistema económico de mer-
cado o si el país que recibe la ayuda tiene un fuerte intervencionismo. Si di-
vidimos estos países, así, a grosso modo, en dos grupos, uno con un sistema eco-
nómico relativamente libre y otro con un sistema de planificación, podemos
comprobar según su estadística, que en los países del primer grupo, es decir, los
de sistema económico de mercado, existe una relación positiva, aunque no
muy grande, entre ayuda económica y crecimiento. Si debido a esto se debe
concentrar o canalizar la ayuda económica a estos países, no es algo que puede
contestar el economista, sino algo que debe decidir el político, con todas las
consecuencias que esto trae, pues la ayuda económica no es sólo parte de una
política económica, sino que también forma parte de la política exterior de
un país.
Muchas veces se da el caso de que la ayuda económica está sujeta a la im-
portación de bienes producidos por el país que concede esta ayuda. Esto no es
compatible con un orden de competencia internacional. Este tipo de ayuda sig-
nifica que el país que recibe la ayuda debe comprar en el país que da esta ayuda
y no en un país donde tal vez los mismos productos sean más baratos. Además,
estas prácticas reducen la cantidad de oferente s y existe la posibilidad de que
se creen cárteles respecto de los bienes a importar, de manera que los países
que reciben esta ayuda deben comprar más caro que en el caso que esta ayuda
no estuviera fijada. Esto reduce el valor real de la ayuda económica.
Debido a la problemática de la ayuda económica y al hecho de que es cues-,
tionable si fomenta o no el desarrollo de los países que reciben la ayuda es,
en mi opinión, también debido a razones sociales, mucho más importantes,
no la ayuda a estos países a través del capital, sino que a través del comercio,
es decir, abriendo las fronteras para las exportaciones de los países en desarro-
llo y no sólo para las exportaciones de materias primas, sino que también para
los productos elaborados. Aquí en todo caso, existe el problema de que en los
países industrializados, también en la República Federal de Alemania, algunos
sectores de la industria y sus "lobby s" se opondrán a esta apertura. Yo creo que
el componente social en una Economía Social de Mercado a nivel mundial, con-
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siste más bien en eliminar el egoísmo de los países industrializados en vez de
en una ayuda aún más grande en forma de capitales.
Para terminar algunos comentarios respecto a la difusión de la Economía
Social de Mercado en otros países. Es interesante observar que muchos países
consideran su sistema económico como una economía de mercado, pero luego
constatamos que cuando los precios suben, interviene el Gobierno, que gene-
ralmente interviene en el mercado sin mayores escrúpulos con medidas no
conformes con el mercado, la mayoría de las veces sin saber siquiera que se
trata de intervenciones no compatibles con una economía de mercado, ya que
el concepto de la no conformidad con el mercado fue acuñado por economistas
alemanes y apenas ha sido adoptado en otros países. Por eso, nos vemos en
la República Federal de Alemania rodeados de países que siempre intentan frenar
la inflación con medidas dirigistas, como el control de precios, de manera
que la República Federal de Alemania es el único país cuya política económica
obedece al principio de la conformidad con el mercado. Reflexiones sobre
el orden económico no son muy conocidas por políticos o economistas extran-
jeros. De hecho existen problemas para traducir correctamente nuestros con-
ceptos sobre el orden económico o la conformidad con el mercado. Esta dificul·
tad es aún más grande para los países de habla anglosajona que para ustedes.
Lo importante en todo caso es que se reconozca que la Economía Social de
Mercado es más estable que una economía absolutamente libre del tipo "lai-
ssez-faire" o de un intervencionismo, y que, por otro lado, la Economía Social
de Mercado no es una economía socialista de mercado, ya que la Economía
Social de Mercado garantiza la propiedad privada, mientras que en la economía
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